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1) TEXTO DE LA CITACION 


“Montevideo, 19 de febrero de 2009. 


La ASAMBLEA GENERAL se reunirá en sesión extraor- 
dinaria el próximo miércoles 25 de febrero, ala hora 10.30,a 
fin de hacer cesar el receso parlamentario, dar cuenta de los 
asuntos entrados y tomar conocimiento de las actuaciones 
de la Presidencia de la Asamblea General relacionadas con 
los autos caratulados *“Sabalsagaray Curutchet, Blanca Stela. 
Denuncia. Excepción de Inconstitucionalidad de los artícu- 
los 19, 3? y 4” de la Ley N* 15.848, ficha 97-397/2004” 
remitidos por la Suprema Corte de Justicia. 


Marti Dalgalarrondo Añón 
Secretario 


Hugo Rodríguez Filippini 
Secretario.” 


2) ASISTENCIA 


Asisten los señores Senadores Isaac Alfie, Juan Justo 
Amaro, Enrique Antía, Danilo Astori, Alberto Cid, Susana 
Dalmás, Eleuterio Fernández Huidobro, Francisco Gallinal, 
Reinaldo Gargano, Luis Alberto Heber, Gustavo Lapaz, 
Sara López, Eduardo Lorier, Rafael Michelini, Gustavo 
Penadés, Margarita Percovich, Eduardo Ríos, Luis 
Rosadilla, Julio María Sanguinetti, Jorge Saravia, Héctor 
Tajam, Lucía Topolansky y Víctor Vaillant, y los señores 
Representantes Pablo Abdala, Washington Abdala, Alvaro 
Alonso, Pablo Alvarez López, José Amorín Batlle, Hugo 
Arambillete, Roque Arregui, Alfredo Asti, Carlos Baráibar, 
Gloria Benítez, Juan José Bentancor, Gustavo Bernini, 
José Luis Blasina, Gustavo Borsari Brenna, Eduardo 
Brenta, Diego Cánepa, Germán Cardoso, José Carlos 
Cardoso, Alberto Casas, Hebert Clavijo, Alba M. Cocco 
Soto, Roberto Conde, Beatriz Costa, Silvana Charlone, 
Juan José Domínguez, Gustavo A. Espinosa, Julio César 
Fernández, Martín Fernández, Blanca Ferreira, Luis José 
Gallo Imperiale, Carlos Gamou, Daniel García Pintos, Oscar 
Groba, Gustavo Guarino, Tabaré Hackenbruch Legnani, 
Uberfil Hernández, Doreen Javier Ibarra, Luis Alberto 
Lacalle Pou, Fernando Longo Fonsalías, Guido Machado, 
José Carlos Mahía, Rubén Martínez Huelmo, Carlos 
Maseda, Carlos Mazzulo, Gonzalo Mujica, Dante Nogueira, 
Jorge Orrico, Edgardo Ortuño, Ivonne Passada, Daniela 
Payssé, Aníbal Pereyra, Darío Pérez Brito, Esteban Pérez, 
Pablo Pérez González, Enrique Pintado, Iván Posada, Jorge 
Pozzi, Juan A. Roballo, Edgardo Rodríguez, Nelson 
Rodríguez Servetto, Edgardo Rostan, Javier Salsamendi, 
Víctor Semproni, Pedro Soust, Juan C. Souza, Hermes 
Toledo Antúnez, Mónica Travieso, Jaime Mario Trobo, 
Carlos Varela Nestier, Álvaro Vega Llanes, Homero Viera 
y Horacio Yanes. 


Faltan: con licencia, los señores Senadores Alberto 
Couriel, José Mujica y Mónica Xavier, y los señores Repre- 
sentantes Miguel Asqueta Sóñora, Daniel Bianchi, Nora 
Castro, Álvaro Delgado, Carlos Enciso Christiansen, Nora 
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Gauthier y Dardo Sánchez Cal; con aviso, los señores 
Representantes Manuel María Barreiro, Rodolfo Caram y 
Gonzalo Texeira; sin aviso, los señores Senadores Sergio 
Abreu, Eber Da Rosa, Julio Lara Gilene, Jorge Larrañaga, 
Ruperto Long y Carlos Moreira; y los señores Represen- 
tantes Beatriz Argimón, Julio Basanta, Bertil Bentos, 
Sergio Botana, Juan José Bruno, Julio Cardozo Ferreira, 
Federico Casaretto, Mauricio Cusano, Richard Charamelo, 
David Doti Genta, Sandra Etcheverry, Jorge Gandini, Ja- 
vier García, Carlos González Álvarez, Rodrigo Goñi Ro- 
mero, Pablo Iturralde Viñas, Orlando Lemes, Álvaro F. 
Lorenzo, Daniel Mañana, Gonzalo Novales, Daniel Peña 
Fernández, Adriana Peña Hernández, Alberto Perdomo 
Gamarra y Jorge Romero Cabrera. 


3) LEVANTAMIENTO DEL RECESO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 10 y 48 minutos) 


- Se va a votar si se levanta el receso para que la 
Asamblea General se informe de los asuntos entrados y 
tome conocimiento de actuaciones de la Presidencia rela- 
cionadas con los autos caratulados “Sabalsagaray 
Curutchet, Blanca Stela. Denuncia. Excepción de 
Inconstitucionalidad de los artículos 1%, 3% y 4 de la 
Ley N* 15.848, ficha 97-397/2004” remitidos por la Suprema 
Corte de Justicia. 


(Se vota:) 
-70en 71. Afirmativa. 
Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 48 minutos) 


4) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de los asuntos 
entrados. 


(Se da de los siguientes:) 


“El Poder Ejecutivo, en cumplimiento de lo preceptuado 
por los artículos 168 y 177 de la Constitución de la Repúbli- 
ca, remite el Informe y la Memoria Anual de la gestión del 
Gobierno Nacional correspondiente al Cuarto Período Or- 
dinario de la XLVI Legislatura. 

- TENGASE PRESENTE. LA DOCUMENTACION SE 
ENCUENTRA A DISPOSICION DE LOS SEÑORES LEGIS- 
LADORES EN LA SECRETARÍA DE LA ASAMBLEA GENE- 
RAL. 


La Suprema Corte de Justicia remite expediente en autos 
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caratulados “Sabalsagaray Curutchet, Blanca Stela. Denun- 
cia. Excepción de Inconstitucionalidad de los artículos 1?, 
3? y 4” de la Ley N* 15.848, ficha 97-397/2004”. 

- HASIDO REPARTIDO”. 


SEÑOR BORSARI.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR BORSARI.- Señor Presidente: vamos a solicitar 
ala Asamblea General un cuarto intermedio de veinte minu- 
tos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el pedido de cuarto 
intermedio solicitado por el señor Senador. 


(Se vota:) 
-82en 83. Afirmativa. 


La Asamblea General pasa a cuarto intermedio por el 
término de veinte minutos. 
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(Así se hace. Es la hora 10 y 50 minutos) 


5) ACTUACIONES DE LA PRESIDENCIA DE LA 
ASAMBLEA GENERAL RELACIONADAS CON 
LOS AUTOS CARATULADOS “SABALSAGARAY 
CURUTCHET, BLANCA STELA. DENUNCIA. EX- 
CEPCION DE INCONSTITUCIONALIDAD DE LOS 
ARTICULOS 1", 3? y 47 DE LA LEY N* 15.848” 


(Vueltos a Sala) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa la 
sesión. 


(Es la hora 11 y 25 minutos) 


-La Asamblea General se dispone a abordar el tema 
motivo de la convocatoria: “Actuaciones de la Presidencia de 
la Asamblea General relacionadas con los autos caratulados 
“Sabalsagaray Curutchet, Blanca Stela. Denuncia. Excep- 
ción de Inconstitucionalidad de los artículos 19, 3? y 4% de 
la Ley N* 15,848, ficha 97-397/2004” remitidos por la Suprema 
Corte de Justicia. (Carp. N*228/09. Rep. N* 24/09)” 


(Antecedentes:) 
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SECRETARIA LETRADA 
30 Octubre de 2008 
Montevideo de | 


SABALSAGARAY CURUTCE. 


DENUNCIA 


EXCEPCTON DE INCONSTITUCIONALIDAD 
ARTS 3 Y 4 DE LEY 


DE LA LEY N* 15.848, 


as CORTE ITUZAINGO N*1323 ESC.101 FS. 6 


> e . 4 
Domicy: dél Att ca DR . JUAN ERRANDONEA 
Representante 


AT AR 


Y 6 
47) 
> 
= 
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SS 


/tevideo, 30 de Octubré de 2008. Recibido hoy en una 


pieza que suma trescientas dos fojas, con el siguiente 
agregado: 1)Expediente caratulado “SUPREMO TRIBUNAL 
MILITAR. REMITE SUMARIO INSTRUIDO-SUICIDIO NIBIA GLORIA, 
SABALSAGARAY CURUTCHET-. BATALLÓN DE TRANSMISIONES N*1 
CLAUSURA.” Fa. 221/87 proveniente del sengado Letrado l 
Primera Instancia en lo Penal de 5% Turno en una pieza 


que suman 31 fojas, con un sobre amarillo; elevado sal 


el Juzgado Letrado de Primera Instancia en lo Penal de 


10% Turno. Conste. 


TOME RAZON en la ficha N* 97-397/2004. 


Montevideo, 30 de Octubre de 2008. Doy cuenta. 
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/ftencia No. 3062 ( 


Montevideo, tres de noviembre del dos mil ocho. 


- VISTOS: 

| Estos autos caratulados: 
A A 

| SABALSAGARAY CURUTCHET, BLANCA STELA 


EXCEPCION DE INCONSTITUCIONALIDAD -— ARTS. 1, 3 Y 4 DE LA 
LEY  N? 15.848 - FICEA: 97-397/2004, venidos 2 
conocimiento de la Corporación en virtud de la excepción 
de inconstitucionalidad deducida por entender que las 
normas impugnadas violan principios y normas 


constitucionales que menciona en su escrito, Y de 


| 

| 

| 

| 

del Código General del Proceso, la Suprema Corte de 

| Justicia 

| RESUELVE : 

: DAR INGRESO A LA EXCEPCION DE 

INCONSTITUCIONALIDAD INTERPUESTA. 

VISTA AL SR. FISCAL DE CORIE A 
EFECTOS DE QUE INDIQUE CON QUIEN DEBERA SUSTANCIARSE El 


| 
| 
conformidad con lo dispuesto por los arts. 512 Y 516.1 
EXCEPCIONAMIENTO. 


CUMPLIDO, VUEL A 


> 
DR. LESLIE YAN ROMPALY 
PRESIDENTIJN DE LA SUPREMA 
CORPYE DE JUSTICIA 
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DR. JORGE T. LARRIEUX RODRIGUEZ 
MINISTRO DE LA SUPREMA 
A 


Coca 


DRA. MARTHA B. CHAO DIFINCHAL; 
SECRETARIA LETRADA DE LA SUPREMA 
CORTE DE JUSTICIA 


256-A.G. ASAMBLEA GENERAL 25 de febrero de 2009 


//tevideo, 3 de noviembre de 2008, Pasa en vista al Sr. 


Fiscal de Corte. Conste. 
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MONTEVIDEO, DE+> dls vio EUSDE , 


| RECIBIDO “NY. — ANOTADO en la letra AZ 


son el 30.327 y al despacho del Sr, Fiscal. Q0NSTE 


£87 PACHA 


ANSTRATIO 3 
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Fiscalía de Corte y Procuraduría General de la Nación 


DUCACIÓN 
CULTURA  Yro. 4482/08 


+ 


Suprema Corte de Justicia: 


En estos autos caratulados: 
2 “SABALSAGARAY C€CURUTFCHET, Blanca Stela, PDenuneia. 
Excepción de ineenstitucionalidad. Ji 1, 3, y 4 de la ley 13,848”, 
Ficha 97-397-2004, el Fiscal de Corte y Procurador General de la 


Nación, evacuando la vista conferida, expresa: 


AER ARS R I 


1) La Sra Fiscal Letrado Nacional de lo 


Penal de 2do. Turno, en las presentes actuaciones, dedujo excepción 


APRA 


de inconstiticionalidad, con respecio a los artículos 1, 3 y 4 de la Ley 
158343, de 22 de diciembre de 1986, en virtud de las consideraciones 


que “n extenso” explicita en su escrito de f5, 199 a 301. 


ba 7 


No obstante ello, no precisa contra quien o 


quienes deduce dicho excepcionamiento. 


2) Ese Alto Cuerpo dispone por sentencia 
Nro. 3062, “dar ingreso a la excepción de inconstitucionalidad 
interpuesta”, y conferir vista a esta Fiscalía de Corte “a efectos de que 


indique con quien deberá sustanciarse el excepcionamiento ”. 


3) Los arts. 5 y 6 del Código de Proceso 
Penal, principaimente ei último, disponen que ante un vacío legal en 


ici ivo, cabe acudir a la analogía los principios 
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generales del derecho, las doctrinas más recibidas y fimdamentalmente 


—=n el caso que nos ocupa- “a lo que disponen Ías leyes de la. 
República, siempre que no se les opongan, directa o indireciamente ”. 


4) En la especie, resulta de aplicación el art. 
516.1 del Código General dei Proceso, que se refiere al trámite a seguir 
en los procesos de inconstitucionalidad, cuando la vía utilizada es la de 
excepción o defensa, y en lo pertinente, preceptúa que “cuando fuere 
promovida por vía de excepción o defensa... .... la Corte la susianciará 


con un irasiado símuliáneo a las demás pares, por el término de diez 
días”. 


Del tenor de esta disposición se infiere la . 
existencia de partes, o sea de um “contradictorio”, por lo que debe 
precisarse claramente con quien debe 'sustanciarse la 
inconstitucionalidad promovida. 


5) Pues bien, estima esta Fiscalia que el 

proceso tramitado en estos autos tuvo como eventmales imputados a 
“personal civil”, dado la Resolución del Poder Ejecutivo limitando la 
“investigación únicamente a su respecto. 

Sin embargo, y a pesar que pudieran resultar 
aludidos en un eventual nuevo proceso, ello no les otorga 
automáticamente la calidad de “parte” en la acción que pudiera 
promoverse contra mandos militares. 


1 
1 
| 
| 
| 
| 
( 
| 
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Y esto por cuanto se convertirían en una 
suerte de “parte sine die”, lo cual vioientaría notoriamente el debido 
proceso legal. 

Por otra parte, y con más razón aún, tampoco. 
pueden ser considerados “parte” los militares aludidos en el proceso, 
salyo previa autorización del Poder Ejecutivo, por lo que no pueden ser 
destinatarios del traslado del excepcionamiento de marras. 

Tampoco a ellos corresponde — a juicio de 
esta Fiscalía- darles traslado de la pretensión aludida. 


Ea suma, en este aspecto se considera que no 


e A a om 
PR 


corresponde temer: por “narte. demandada” én el excep jonara iento en 


vista, ni “ni a los s civiles ¡ inv 
“militares s presuntamente involucrados: 


vestigados € en este proceso, ni a los os pretendidos 


A 


$) HAnpocA la pa, de este 
excepcionamiento, ha nombrado ai Poder L Legisiativo como 


esta nee de Corte en dictamen Nro. : 340/06. 


Er 


En dicho dictamen acogido por ese Alto 


Cuerpo, y que el suscrito Fiscal de Corte COMIPDArte, se ha descartado a 


dicho Poder del Estado, como o sirio panivo necesario en en los procesos 


OR : pe CE dde: 
ar a, ORSAI . 3 > A A 


a ALE E PRA PE 


de a ia tad. 


Escritorio Dictámenes 2008/Sabalsagoray Curuchot fkmcs Exc fMoonstDeaunciiMÍS 


u) 
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Por consiguiente, no habiendo sido indicado 
expresamente por la promotora Fiscal como demandado, no 
corresponde que sea convocado de oficio a tesponder el planteo en 
vista. 


CONCLUSIONES: 


a) Como se dijo y sin dejar de admitir que de 
regla en la vía de “excepción” propiamente dica, el destinatario natural 
del traslado es la parte contraria en el proceso, dada la atipicidad 


referida ut supra, no pueden considerarse como “partes” a demandar a 


los investigados “civiles”, y tampoco a los pretendidos militares 
involucrados, por hallarse estos últimos bajo el beneficio de la previa: 


autorización dei Poder Ejecutivo. 


b) En suma, se estima que la excepción: en > 


vista debería ser trasladada al Poder Ejecutivo, única Poder dei Estado 
que ; puede - permitir que ocurra en la especie el presupuesto procesal 


ineludible a que refiere el CPP en el art 24, así. Como: cualquier : gto 


o pd decai le erre del presente excepcionamiento 


Por lo antedicho, y de así estimario ese Alto 
Cuerpo, habría que solicitar a la Fiscal Letrado Nacional de lo Penal de 


na .” z 
a ne a 2 Me y .. «Ez y are e mr! an:ira 
O CN a Cito a AECA TO A A 


| k WY CULTURA 
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7 proceso en el que se pretende debatir la cia constitucional 
1 de las normas cuestionadas. 
Para ello debería conferírseie vista de estas 


actuaciones, a tales efectos. 


Montevideo, 19 de noviembre de 2008. 


RU/ao 


Generali de la Nación 
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MONTEVIDEO, LN 
SE DEVUEIVE A LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA. coksre 


Scalía de Cort 
y Procuraduría General de la Nación * 
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//tevideo, '21 de noviembre de 2008. Recibido hoy. | 


Conste. 
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//tewideo, 24 de noviembre del 2008. * Doy cuenta. 


| » 


Montevideo, 24 de noviembre del 2008, 
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Por evacuada la vista conferida. 

Y atento a lo dictaminado por el Sr. Fiscal de 
Corte a fs. 307 vta., vista a la Sra. Fiscal Letrado 
Nacional en lo Penal de Segundo Turno a efectos de que 


indique con . quién deberá sustanciarse : el 


excepcionamiento. 


Cumplido, vuelvan, 


€ 


. RUBRICA DEL SEÑOR 
MINISTRO 
Dr. JORGE T. LARRIEUX 


a A A A A A A A A A do io AMAR PU NR aL. FUE: RRA 
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Suma: evacua vista 
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h SEÑORES MINISTROS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 
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La FISCAL LETRADA NACIONAL DE LO PENAL DE 2% TURNO, 

en Tos autos caratulados: SABALSAGARAY CURUCHET, BLANCA 

' STELA, DENUNCIA, No. de Expediente 97-397/2004 evacuando 
la vista conferida, a la Suprema Corte digo: 


I.- Esa Corporación resolvió, por Sentencia NO. 3062 
í de 3 de noviembre del corriente, dar ¡ingreso a la 
, excepción de “inconstitucionalidad interpuesta y correr 
vista al Sr. Fiscal de Corte a efectos de que indicara con 
quien debería sustanciarse el excepcionamiento, 


en el primer apartado de su escrito de fs. 306 y 
sigs. señaló el señor Fiscal de Corte que no había 
precisado, en mi comparecencia “contra quien o qutenes 
deduce dicho excepcionamiento” 


Entiendo necesario determinar que no efectué tal 
indicación por no considerarla procedente, dado el tipo de 
proceso de que se trata y el estado que cursa, como más 
A adelante explicitaré,. 


SL 


lI.- En primer término, la presentación de ese 
escrito estuvo precedida, como es natural, del estuditó»: de 
exceperones: de  neonstitucioralidad: riadas . em «época: 
tonmedtatamente. postertar a Ta sanctón—de Ta Ley 15.848. En 
esas ocasiones -por lo menos en aquéllas a las que he 
tenido acceso - Ta Suprema Corte de Justicia confirió 
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directamente vista al Señor Fiscal de Corte, sin 
“sustafciación cón otros actores. | 


Pareció adecuado remitirse remitirse al precedente de 
los primeros planteamientos de ¡inconstitucionalidad, en 
los que se procedió de esa manera. 


Está fuera de discusión que los arts. 5% y 6% del 
Código del Proceso Penal marcan pautas interpretativas 
para el caso en que “una cuestión procesal no pueda 
resolverse por las palabras ni por el espíritu de estas 
normas”, que en caso de insuficiencia de la norma procesal 
penal habrá de acudirse a las normas constitucionales en 
primer término y, por una cuestión de especificidad, a las 
del orden procesal civil, actualmente al Código General 
del Proceso. 


I11.- Ahora bien. Tal como indica Vázquez Rossi, 
“tanto el Derecho Procesal Civil como el Penal participan 
de principios esenciales y de estructuras constitutivas 
comunes; ¡gualmente se advierten mutuas influencias y 
relaciones recíprocas, con aplicación subsidiaria de 
preceptos procesales civiles a algunas situaciones del 
proceso penal. Pero mientras dentro del proceso civil se 
dan relaciones entre particulares, de Derecho Privado, en 
el Penal se desenvuelven cuestiones de Derecho público; al 
mismo tiempo, el Derecho Procesal Penal constituye el 
instrumento necesario de aplicación del Derecho Penal, el 
cual tiene otra manera de realizarse, lo que no ocurre con 
las relaciones de Derecho Privado”. (Vázquez Rossj, J. 
Derecho Procesal Penal, Rubinzal -Cculzoni, Santa Fe, 1995, 
T.1I, pág.59) La particularidad de cada una de: las ramas 
de] derecho procesal, lleva entonces a que no 
necesariamente pueda aplicarse en forma automática una 
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ragla del proceso civil al laboral, o al penal, o al 
contencioso administrativo. ] 
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Es así que el  procedimiénto penal tiene una 
particular estructura, de raigambre constitucional, que 
está signada por una serie de reglas que constituyen las 
garantías ineludibles del debido proceso, y que no pueden 
soslayarse. También están delimitadas claramente en el 
Código del Proceso Penal (Título IV) cuales son las partes 
en ese proceso: Ministerio Público, Imputado, Defensor y, 
con limitadas atribuciones, al Damnificado y el 

Responsable Civil. 


Mater, con criterio contemporáneo dice que considera 
“partícipes 0 participantes (intervinientes) en el 
procedimiento penal a aquellas personas que, idealmente, 
están interesados en el desenlace del procedimiento y que, 
con el fin de defender esos intereses, cuentan con 
Facultades procesales autónomas en el sentido de que ellos 
tienen derecho a intervenir durante todo o casi todo el 
curso del procedimiento penal. Se trata de aquellas 
personas que la doctrina estudia casi siempre bajo el 
rubro de sujetos procesales aunque pueda existir alguna 


discrepancia acerca del contenido exacto del 
concepto.(omissis). Por To demás, ya se sabe que la 
utilización de la palabra “parte” es, al menos 


inconveniente, cuando no errónea en el Derecho Procesal 
Penal y en el procedimiento común cuyo origen se remonta 
al llamado Derecho europeo continental. Por ello se 
utilizan las palabras ¡partícipe o Intervíntente en el 
procedimiento como sinónimos”  (Maler, J.B. Derecho 
Procesal Penal, II Parte General. Sujetos Procesales, Ed. 
Del Puerto, Buenos Aires, 2004, pág. 183). 
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IV.- Pero ya se utilice la tradicional denominación 
de partes o de partícipes o Intervíntentes, lo cierto es 
que toda la doctrina concuerda encatribuirle esa condición 
y prerrogativas a las que nominamos más arriba, con la 
diferancia de que en algunos sistemas la víctima o el 


querellante privado cozan de mayores facultades en el 
proceso. 


Pueden verse así, a vía de ejemplo, al profesor 
Aras, en su Curso de derecho procesal penal, T.I. Segunda 
edición revisada por el Dr. enrique Tarigo, FCU, 1994, 
págs. 143 y sigs, a José I.Cafferata Nores, Cuestiones 
Actuales sobre el proceso penal, 3?* Ed. Editorial Del 
Puerto, Buenos Aires, 2000, al propio Maier en la obra 
citada (Sujetos: Procesales, T II) 


en la ¡interpretación del caso, pueden traerse a 
colación palabras del mismo Julio Maler, en su Tomo 1 
cuando recuerda que "La explicación e investigación 
conjunta de los derecnos procesales penal y civil conduce, 
no bien se abandonen las estrechas fronteras de su 
identidad Formal, a gruesos errores de concepción y 
lamentables confusiones, en especial a construcciones 
inútiles que nada explican y mucho confunden. En ese 
sentido, nuestro Derecho procesal penal ha sufrido 
bastante la trasmisión de instituciones y conceptos del 
Derecho procesal civil que en nada lo benefician y mucho 
lo perjudican” Remarca que las normas del Derecho penal 
intentan, en primer lugar, la. preservación del orden 
jurídico como medio de lograr la paz social: las del 
Derecho Privado se refieren, Tfundamentalmente, a la 
protección de intereses individuales. El proceso penal no 
es un proceso de partes, como si lo es el civil, aquí está 
la diferencia fundamental. 
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Se ha alcanzado, ha dicho el ismo autor, una 
posición o un punto de partida, que permite explicar, con 
sentido histórico-político y desde una atalaya universal, 
la razón de ser de la existencia de Tos sujetos procesales 
principales y la relación entre ellos en el procedimiento 
penal actual, esto es, desde la forma fundamental que. él 
adopta en Ta organización social, que se define por 
pretender ser un Estado democrático de Derecho. 


V.- La interpretación del contenido del art. 516 del 
código General del Proceso como contradictorio necesario, 
unido a la búsqueda de una “parte” con Ta que haya de 
sustanciarse la excepción debe, a mi juicio, tener en 
cuenta los conceptos antes expresados. 


Para discernir el sentido presriptivo de esta norma, 
se tiene en cuenta, en primer término, que la misma fue 
elaborada en función de la estructura procesal civil y, 
por consecuencia debía conferirse traslado a las partes. 


$1 compat1b11izamos esa prescripción con el 
ordenamiento procesal penal, tenemos que no es posible 
introducir en el proceso sujetos ajenos a él. El derecho 
procesal penal es la realización práctica y efectiva del 
derecho penal, del aparato coactivo del Estado. De ahí que 
las instituciones involucradas no admitan interpretaciones 
extensivas, no hay vacío legal que pueda ser Tlenado por 
analogía, ni se puede conferir facultades a quien no es, 
ni puede ser, parte en el proceso penal. 


Antes de la sanción del Código General del Proceso, 
las excepciones de inconstitucionalidad en presumario, 
cuando aún no había indagados concretamente 
individualizados, se sustanciaban solamente con el Señor 
Fiscal de Corte. Considero que sigue siendo lo correcto. 
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Si nuestro sistema penal le diera participación a la 
víctima como sujeto procesal, entonces podría suceder qué 
debiera conferírsele traslado. Par ahora no sucede así. 


Estamos aún, en la especie, en un procedimiento 
preliminar de indagatoria, se desconoce, o no se ha podido 
llegar a la averiguación del hecho en su totalidad y de 
los presuntos responsables, precisamente por obstáculo de 
la ley que se cuestiona, pero transitamos un procedimiento 
penal por delito de acción pública. 


el Código General del Proceso aparentemente ha 
operado como lex  posterífor que supuso revisión de 
soluciones que se venían aplicando en materia de trámite 
de la excepción de inconstitucionalidad. Entiendo que el 
código del Proceso Penal es un cuerpo legislativo que 
tiene la calidad de ley especial a la que, en este punto, 
no le es aplicable la exigencia de traslado a una 
contraparte que no existe, ni es viable en nuestro derecho 
an este estado del procedimiento. 


se añade a esto que el texto anterior, vigente a la 
época de presentación de las primeras excepciones de 
inconstitucionalidad era muy similar en su prescripción. 
El artículo 11 de la ley 13.747, en caso de 
inconstitucionalidad interpuesta por vía de excepción oO 
defensa, prescribía que la Suprema Corte la sustanciaría 
“con un traslado simultáneo a las demás partes por el 
término de diez días”. Es decir que, la posibilidad de 
contradictorio existía ya en esa época. 


PRD e y 


- No ES El” HOHOY” de: compartir d3 pastciión: de? 
uds señor Fiscal de Corte en cuanto estima que la 
excepción en “vista “debería ser trasladado al Poder 


ejecutivo, único Poder del Estado que puede permitir que 
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ocurra en la especie el presupuesto procesal ineludible a 
que refiere el CPP en el artículo, 24” 


Establecí claramente en mi escrito introductorio, mi 
posición de que era ¡ejerercio . de A acción peral está 


a 


reghado em. el - texto; “conseitucional (ro - meramente: en. ta. : 
Ney) y HÓ puede haber, pár impertá. de “Ts, Carta, . ¿St rOS. 


: a ERA MD O VET E A a 


setos. Erlares ¿de ebía. que mo seam.. Tos señadados 


AS 


Spec Hieamente . Y que e ES. asimi Jable. a sspeicio 


p pe oe Y abre ls a AS ¿on 


de de primas. E «Presupuestos: procesales” a cuestiohes a 
Eae ias? . Ese fue, según recordé entonces, un argumento de 


Fachazo de la excepción por la Suprema Corte en mayoría, y 
To reitero ahora. 


Resumiendo: a mi juicio no es aplicable por analogía. 
una disposición prevista para un proceso de partes, pueses 
que em: este. procetimiento - na existen: todavía: anida 
ineividaTizados. “com Tos que - pueda “sustanciarse. a Y 
¿xtegción, salvo “mejor opini ón de esa Corporación. 


Se trata solamente de determinar “si el Juez 
competente puede o no investigar a militares, policías, 
equi parados O asimilados, que actuaron en las 
circunstancias previstas por el art. 1% de la ley 15.848. 


Esas personas, que sólo eventualmente podrán resultar 
imputados de delito no están individualizadas ni son 
sujetos afectados por este proceso. Únicamente si' se 
habilita una investigación en forma, podría, en forma 
contingente, conocerse a quienes se encamina la pretensión 
penal, Puede también ocurrir que no se ¡identifiquen 
presuntos responsables con el grado de certeza necesaria. 
Eo - que se: procura: con: esta. excepción. es, el encaminamiento: 


A a 


de: ES iipesthaaciól ÓA= Aresinari ar por Tos carriles normal es. 


Ls 
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en mérito a lo expuesto solicito: 


i 
Se sirvan los Señores Ministros tener por evacuada la 
vista conferida y presente lo manifestado. 


Otrosí digo: Dejo constancia a sus efectos que 
usufructué Ticencia los días 25, 26 y 27 de noviembre. 


ES Ya, AE , 
A 13. MiB A QOUIANZE 
j Sra iamdo Mars ' p 
Si Lan Me 
SAO Mar nd e y Panal 
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//tevideo, 6 de febrero del, 2009. Doy cuenta. 


=+3 : 
Montevideo, 6 de fecrero del 2009. 


De la demanda traslado, por el término legal. 


Pies . £ , , 
iserica Cel Sí ¿Ministro 

r Prim va mn; l 

Cia LEELAE A. VA ROMzgRÓ j 
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/Kevideo, .... 


En el día de la fecha notifique cn cl domicilio de la calle.......... a 
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' 
Apto ESC. cmd E ALA TNN nos 
AOS la ¿[ON A A NA... «j copia/s) 
: Í 
recibiendo el respectivo el cedulón .. ===. Tm. E ARAS >.. 
quien para constancia firma. 


Laura Castillo 
Notificadora 
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¡lA CORTE | ; 
ISTICIA 


| //teyideo, ..... LO NE AARERO cc de 200S 
En el día de la fecha notifique cu cl domicilio de la calle... ACA... 
de DELAS MER cc and A 


Ape LLORA EGSA RUR e eto dE 
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2, ; . 1. ) O Pl ' ) 
recibiendo cl respectivo ceduión.... LA UA. ADA OLA 


quien para constancia finna.- 
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Montevideo, 19 de febrero de2009. 


Señora Directora interina de Juridica 
del Poder Legislativo, 


Dra. Escr. Ana Yavarone Silva. 


Por la presente, con referencia a los autos caratulados “Sabalsagaray Curutchet, Blanca Stela. 
Denuncia. Excepción de Inconstitucionalidad de los artículos 1, 3 y 4 de la ley 15.848”, ante los cuales 
usted nos cometiera la representación del Poder Legislativo, cumplo en informarle que el señor 
Secretario del Senado nos ha solicitado con premura elaborar informe. 


Luego de estudiar el expediente judicial, así como los antecedentes que del mismo existen en 
esta Dirección, y la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia que hemos recabado sobre el tema, se 
concluye: 


1.- El Poder Legislativo se encuentra en condiciones fundadas de interponer una 
excepción por falta de legitimación pasiva, lo cual es avalado por lo que en autos 
manifiestan el señor Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación y la señora Fiscal 
Letrada Nacional de lo Penal de Segundo Turno. 


2.- La jurisprudencia de ta Suprema Corte de Justicia nos muestra que, en casos 
similares al de autos, esta Corporación ha fallado por unanimidad a favor de la 
constitucionalidad de la ley 15.848 (caso Gelman). 


Tomando por fundamento estos principios basales y la jurisprudencia constante en favor de la 
presunción de constitucionalidad de las leyes, se contestará la demanda del caso. 


Sin más, quedando a las órdenes para cualquier aclaración o ampliación que se entendiere 
necesaria o pertinente, le saluda atentamente, 


Dra. Ana Brian Nougréres 
Abogado 


282-A.G. ASAMBLEA GENERAL 25 de febrero de 2009 


PODER LEGISLATIVO 
COMISIÓN ADMINISTRATIVA 


DIRECCION JURIDICA 


Montevideo, 19 de febrero de 2009.- 


Conforme lo solicitado, elévese el informe antecedente al Señor 


Presidente de la Cámara de Senadores. 


DRA. ANA YAVARONE SILVA 
Directora interina 
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SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia se permite -de no 
haber inconveniente- hacer una breve fundamentación al 
Cuerpo, por cuanto en estos días ha habido mucha discu- 
sión sobre la pertinencia o no de esta convocatoria. 


La Asamblea General del Poder Legislativo en su con- 
junto recibe muchas demandas de inconstitucionalidad 
sobre diferentes leyes -en algunos casos vinculadas a la 
crisis financiera y, en otros, a temas de carácter tributario- 
y siempre se ha contestado a través de los Servicios Jurídi- 
cos. 


Cuando cuatro días después de haberse recibido el 
traslado de esta demanda de la Suprema Corte de Justicia al 
Poder Legislativo, el Presidente se entera de que estaba en 
los Servicios Jurídicos de esta Casa, pide un informe y es así 
que considera que esta solicitud del Poder Judicial era 
distinta a las demás. Sin ningún lugar a dudas, esta es una 
solicitud diferente sobre la inconstitucionalidad que se 
plantea o se planteaba también en el pasado. 


Como decía, alo largo de todo este tiempo en que se han 
recibido demandas, siempre las han contestado y las han 
defendido los Servicios Jurídicos sin la intervención de la 
Administración ni de los integrantes de este Cuerpo, pero 
esta es una situación que no debe ser resuelta solamente 
por los Servicios Jurídicos, ni por el Presidente, que tiene 
competencias para hacerlo. Es por eso que traemos a con- 
sideración de este Cuerpo un proyecto de respuesta para 
ser elevado a la Suprema Corte de Justicia que, como todos 
sabemos, es la única competente para expedirse sobre te- 
mas de constitucionalidad o inconstitucionalidad de las 
leyes. Sin embargo, si consulta al Poder Legislativo, me 
parece que este debe contestar, ya que no puede hacerse el 
distraído. Al menos, este es el criterio de este Presidente, 
aunque obviamente puede haber otros criterios -quizás en 
el pasado los ha habido-, pero en este momento no hay otro 
Presidente que no sea quien habla. Entonces, he adoptado 
este criterio con el propósito de dar legitimidad política a 
una respuesta que la mayoría de los señores Legisladores 
sabe cuál va a ser, porque en esta materia siempre hemos 
tenido una conducta inalterable, un pensamiento único y 
queremos compartirlo con este órgano soberano que es la 
máxima expresión de la democracia uruguaya. 


Entonces, quiero decir que he actuado de absoluta bue- 
na fe, que aquí no hay ningún “circo político” ni 
intencionalidad política electoral de clase alguna. Los dic- 
támenes de las Comisiones Asesoras o de la Asesoría 
Jurídica del Poder Legislativo no obligan a tomar la misma 
determinación que es enviada por esos organismos. La 
verdad es que no hemos recibido un dictamen de la Asesoría 
Jurídica. Los señores Legisladores tienen el expediente y, 
además, hemos hablado telefónicamente con casi todos los 
líderes parlamentarios de este Cuerpo para anunciarles 
estos comentarios, al tiempo que hemos distribuido toda la 
información disponible para que todos puedan contar con 
los elementos necesarios con el objeto de afrontar este 
debate. 
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Lo que ha habido de la Asesoría Jurídica es una cita de 
antecedentes, estableciendo que los recursos de 
inconstitucionalidad siempre serán presentados, y otra 
sobre los antecedentes de la Suprema Corte de Justicia 
relacionada, precisamente, con la constitucionalidad de 
esta Ley en cuestión. 


Es con ese temperamento y con ese ánimo que hemos 
convocado ala Asamblea General para que dé una respues- 
ta al Poder Judicial. 


A continuación, se va a proceder a repartir el proyecto 
de nota que será enviado al Poder Judicial y a la Suprema 
Corte de Justicia. 


La Mesa informa que, pese a que la lista de oradores que 
se ha abierto presenta algunas dificultades, dadas las mar- 
chas, contramarchas y distintas versiones en cuanto al 
orden de los anotados, confía en que se aplicará la máxima 
ecuanimidad en este sentido. 


Tiene la palabra el señor Legislador Michelini. 


SEÑOR MICHELINL.- Señor Presidente: nosotros veni- 
mos a respaldar, a dar un voto de confianza y a decir que su 
actitud ha sido responsable y noble, de coraje. En el tema 
que hoy nos convoca, compartimos la decisión que ha 
tomado, porque creemos que ha hecho bien. Aclaro que 
decimos estas cosas por la doble condición: por un lado, 
porque estamos de acuerdo en allanarnos al recurso de la 
Fiscal y, por otro, por la convocatoria a esta Asamblea 
General. 


El señor Presidente pudo no contestar, dejar vencer los 
plazos, dejar que contestaran los Servicios e, incluso, con- 
testar y no convocar a la Asamblea General, como quizás 
ocurre en tantos otros trámites. Sin embargo, entendió que 
la magnitud de este tema no sólo hace que el Presidente de 
este Cuerpo asuma competencia sino que, en una actitud 
republicana, pone su voluntad y su texto a consideración de 
la Asamblea General. Y nosotros estamos respaldando esa 
actitud. Quiero que quede claro que estamos detrás del 
Presidente de la Asamblea General, del Presidente del Poder 
Legislativo. Algunos dicen que el Parlamento no debió 
contestar o no debe hacerlo; otros consideran que la Supre- 
ma Corte de Justicia no debió mandar esta consulta; y otros 
piensan que el Parlamento no tiene competencia. Muchas 
son las razones para abundar sobre esos propósitos, y 
sobre lo que haga la Suprema Corte de Justicia, ¡allá la 
Corte! A mijuicio, cuando se efectúa una consulta, se debe 
contestar lo que se tiene que contestar pero, en este tema 
especialmente, creo que hay que responder lo que hoy nos 
propone el señor Presidente. 


Se nos ha dicho que los Servicios dicen otra cosa; sin 
embargo -si este material no está a disposición de todos los 
señores Legisladores, solicito que se reparta porque acá no 
hay nada que ocultar-, en esos escritos se hace una expo- 
sición de antecedentes. Ahora bien, ¡que nadie piense que 
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sobre este tema van a contestar los Servicios Jurídicos en 
nombre del Parlamento y de la Asamblea General, más allá 
de todo el respeto técnico que se les pueda tener! Es más, 
si los servicios hubieran dado fundamentos extensos, de 
varlas páginas, por la constitucionalidad, igual estaríamos 
en la misma actitud. Asimismo, si los servicios hubieran 
dado argumentos a favor de la inconstitucionalidad, cabe 
preguntarse silos otros, los que creen que el Parlamento no 
debe contestar, cambiarían en algo su opinión. Se trata de 
servicios y, como tales, asesoran. 


Incluso se ha dicho, señor Presidente, que los Servicios 
Jurídicos podrían estar presionados; en este sentido, hay 
una carta de la doctora Yavarone a disposición, que también 
se puede repartir. Está bien lejos de nosotros y, sobre todo, 
de la investidura del señor Presidente, el presionar a alguien 
para evitar que, en uso de sus facultades y en su libertad, 
exprese lo que tenga que expresar. Esto vale para el señor 
Presidente y, naturalmente, también para cada uno de los 
Secretarios de la Asamblea General. 


Poco hacen a la resolución de la Asamblea General, las 
opiniones, calificadas si se quiere, pero opiniones al fin, 
que pudieran tener los servicios. En este caso, se hace un 
compendio de antecedentes. 


Nosotros decimos que la Asamblea General tiene que 
contestar y que debe hacerlo en la convicción -jurídica, 
naturalmente- que tiene su Presidente y la mayoría que lo 
respalda. Nadie desconoce la trayectoria del señor Presi- 
dente de la Asamblea General, su lucha por los Derechos 
Humanos, contra la ley de caducidad y por la 
inconstitucionalidad de la misma desde siempre, desde 
todo estandarte y escenario político. Asimismo, nadie pue- 
de pedir al señor Presidente que conteste otra cosa, salvo 
que la Asamblea General, que él convoca, pudiera expresar, 
en una resolución, una decisión distinta. 


Hasta aquí podría llegar nuestra intervención de respal- 
do a la nota -escueta, breve, institucional y sin eslóganes- 
que presentará el señor Presidente y a su figura, por el 
coraje, la responsabilidad y la nobleza con que ha actuado, 
con esa actitud republicana que nosotros destacamos. 


Esto me parece bueno y creo que este podría ser el fin de 
nuestra intervención, pero nosotros queremos respaldar 
esa inconstitucionalidad con los fundamentos que tene- 
mos, con la verdad que sentimos, con las convicciones que 
nos mueven. 


Antes que nada, queremos marcar un propósito y dos 
acotaciones. El propósito que nos anima es el de la paz y la 
justicia. Ambos propósitos van de la mano para nosotros: 
el de la paz y el de la justicia y, por esas cosas que tiene la 
vida, señor Presidente, no han ido de la mano en estos 
veinte años. Quiero decir que el propósito de la paz no ha 
ido junto con el de lajusticia, que ha sido cercenada a través 
de la ley de caducidad. 
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Aquellos que, con convicción, votaron esa ley, que 
creen que, en ese momento y en esas circunstancias, el 
propósito de la paz estaba por encima del de la justicia, y que 
nos pueden decir: “Pero, Michelini, en ese momento había 
que afianzar las instituciones del país y, de esa forma, le 
íbamos a dejar a nuestros hijos un país con paz y con 
justicia”, tendrán que reconocer que ha llegado el camino de 
la justicia. Ha llegado el momento de que se instale la 
justicia; ha llegado el momento en que la paz -que está 
afianzada- nos dé lugar para la justicia. Estoy hablando de 
recuperar la dignidad del país y de generar la justicia recla- 
mada por las víctimas, sus familiares y toda la sociedad. 


Quiero hacer dos acotaciones, señor Presidente, antes 
de ingresar de lleno en el tema de la inconstitucionalidad. 
Difícilmente tengamos la oportunidad de intervenir de nue- 
vo -queremos un diálogo y no una controversia- y, enton- 
ces, con respecto a algunos puntos que se nos van a marcar, 
queremos dejar las cosas bien en claro. No nos van a decir 
-eso lo han dicho en la prensa y seguramente lo reiterarán 
en el debate y en los próximos días- diferentes actores de la 
sociedad -no necesariamente parlamentarios- que nosotros 
plantemos la inconstitucionalidad de esta ley que choca 
contra ese espíritu de justicia y la Constitución de la Repú- 
blica, porque no nos olvidamos de las víctimas. Estamos 
influidos y, de alguna forma, consustanciados con el dolor 
que padecieron las víctimas y esto lo quiero dejar bien en 
claro: nada nos hace olvidar de ellas. No nos olvidamos de 
Nibia Sabalsagaray, de los desaparecidos, del segundo 
vuelo, de los fusilados de Soca, de los ocho comunistas de 
la”20”, de Cecilia Fontana de Heber -me refiero al caso de los 
vinos-, del atentado contra Luis Alberto Lacalle, Carlos 
Julio Pereyra y el propio Heber, padre de Luis Alberto que 
está acá en Sala. Tampoco nos olvidamos de las víctimas, 
de los niños desaparecidos -de los que se recuperaron o de 
aquellos que por tener más edad, con nueve, diez o doce 
años, nunca más aparecieron-, de los niños a los que les 
cambiaron la identidad, de Julio Castro, ni de los asesinados 
el 20 de mayo: Rosario Barredo, William Whitelaw, Héctor 
Gutiérrez Ruiz y Zelmar Michelini. No nos olvidamos y 
seguimos clamando justicia por ellos como ciudadanos y 
como mujeres y hombres de bien de esta República. ¡Bueno 
fuera que, además, nos olvidáramos! ¡Bueno fuera que al 
país se le corte la justicia y que tuviéramos que cubrir con 
un manto de olvido sus vidas y lo que hicieron! Pero, a 
pesar de que no nos olvidamos, esto nada tiene que ver con 
el tema de la inconstitucionalidad, porque pudo haber ha- 
bido una ley que hubiera generado la impunidad, sin ser 
inconstitucional; pero no la hubo. Lo que hubo fue un 
mamarracho jurídico que atenta contra la Constitución y 
sobre la que, naturalmente, nos vamos a abocar. 


La segunda constancia -quizás menor para algunos- que 
quería dejar sentada es que se nos adjudica que de la 
libertad y paz que gozamos hay un andamiaje jurídico que 
implica una serie de leyes y entre ellas se encuentra la Ley 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado. Se nos 
dice que, por supuesto, es inconstitucional, pero la libertad 
de que gozan los parlamentarios de hoy y los ciudadanos de 
esta República es producto de una salida imperfecta, com- 
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pleja, que llevó más de dos años y que no es tan directa 
como se la quiere exponer. 


Para aquellos que nos rebelamos contra la tutela militar, 
hicimos lo propio contra la tutela de los que dicen: “Bueno, 
vivamos en el reino donde no hay justicia, porque es la 
única forma de asegurar la paz y las garantías individuales 
para nosotros y nuestros hijos en el futuro”. Nosotros 
vamos en el sentido opuesto: la única forma de asegurar las 
libertades públicas, para nosotros y para nuestros hijos es 
que ellos no tengan que sacarse de encima esta mochila; 
que la normativa vigente no tenga la indignidad que repre- 
senta la Ley de Caducidad. También queremos poder mirar 
a nuestros hijos a los ojos y decirles con mucho orgullo, y 
golpeándonos el pecho, que aquello que nos llenaba de 
vergúenza, que impedía que la Justicia se expresara, que 
determinaba que para que un Juez o un Magistrado actuara 
tuviera que preguntarle a un Presidente de la República, ya 
no existe más y que a partir de este momento los implicados 
y los responsables tendrán todas las garantías del debido 
proceso, aquellas que sus víctimas no tuvieron. 


Es tiempo de justicia, incluso para quienes con todo el 
fundamento y la convicción nos quieran convencer de que 
aquellos tiempos de paz, que erosionaron la Justicia, fueron 
imprescindibles para llegar adonde estamos hoy. Reitero 
que hoy es tiempo de justicia y por eso la reclamamos. 


Con relación a la inconstitucionalidad de la ley, quiero 
aclarar que no venimos aquí a hacer una maratón y a poner 
arriba de la mesa fundamentos para un lado o para otro, 
como pueden ser los que tuvo la Suprema Corte de Justicia 
al declarar constitucional la ley por una mayoría o los 
argumentos que una minoría -muy calificada para nosotros- 
esgrime para declararla inconstitucional. Tampoco venimos 
aquí a recordar lo que expresó el Colegio de Abogados tres 
días después de votarse la Ley de Caducidad, porque nos 
da la razón, con palabras duras, fuertes y pesadas. Dicho 
Colegio, en el numeral primero de la declaración emitida el 
29 de diciembre de 1986, determina que la Ley de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado atenta contra la Cons- 
titución y los principios democráticos. También podríamos 
invocar lo expresado por la Corte Interamericana de Dere- 
chos Humanos, en el sentido de que la Ley de Caducidad es 
contraria al Pacto de San José de Costa Rica, votado en los 
primeros días de marzo de 1985, por lo que también es 
violatoria de dicho Pacto. Por supuesto que podríamos 
seguir mencionando distintos elementos, y quizás otros 
podrían presentar dictámenes diferentes, pero debemos 
decir que, basados en tres aspectos, tenemos la convicción 
de que esta ley es inconstitucional. Esto lo tenemos que 
expresar. Considero que está bien que el señor Presidente 
de la Asamblea General haya dicho que quiere contestar y 
que por eso pone el tema a consideración de este Cuerpo. 
En mi opinión, es bueno que la Asamblea General conteste, 
independientemente de que sea la Suprema Corte de Justi- 
cla quien determine la constitucionalidad o no de las leyes 
para cada caso. Sin embargo, si la Suprema Corte de Justicia 
pide nuestra opinión, seguramente lo hace porque consi- 
dera que es relevante y se la vamos dar. ¿Podemos quedar- 
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nos al margen? ¿Es aceptable que mañana la Suprema Corte 
de Justicia, cuando emita un dictamen -sea cual sea, porque 
nadie sabe lo que va a determinar-, establezca en sus 
antecedentes que el Poder Ejecutivo contestó pero que el 
Parlamento no lo hizo? ¿Es que el Parlamento no tiene 
opinión? Inclusive, aun teniendo en cuenta la posición de 
aquellos que consideran que el Parlamento no debe opinar, 
entiendo que hay que contestar. En ese sentido, me parece 
que hay tres aspectos que son sustanciales y que hacen 
que, ante cualquier recurso que se presente invocando el 
artículo 256 de la Constitución y siguientes, la ley deba 
declararse inconstitucional. Por supuesto que esta es la 
opinión del Senador Rafael Michelini y del señor Presidente 
de la Asamblea General. Quizás también sea la opinión de la 
mayoría de los Legisladores de este Cuerpo, si se expresa en 
ese sentido, pero la tenemos que dar. Cuando se trata de 
defender la Justicia para que su reino vuelva a imperar, es 
necesario dar esa opinión. 


En cuanto a la separación de Poderes, cabría preguntar- 
se: ¿dónde se ha visto -solo en el Uruguay o en alguna 
dictadura- que cuando se va ajuzgar a alguien por un delito, 
el Magistrado o el Juez deba preguntar al Presidente de la 
República si continúa, o no, con las investigaciones? En- 
tonces, si el Poder Ejecutivo contesta negativamente, el 
Juez no puede seguir con las actuaciones. También puede 
ocurrir que omita responder, que establezca que no hay 
fundamentos, que entienda que ese caso no está abarcado 
por la Ley de Caducidad o, incluso, que le pida al Juez que 
continúe avanzando. Supongamos que esa decisión no está 
en manos de la Suprema Corte de Justicia, sino del poder 
político. Hasta la fecha, los distintos Poderes Ejecutivos 
han aplicado esta Ley, independientemente de la opinión 
que cada uno de ellos tuviera. Es así que en algunos casos 
los jueces no han seguido actuando, mientras que en este 
período de Gobierno progresista se continuó avanzando y 
ya hay militares y policías presos. 


A nuestro juicio, señor Presidente, esta ley violenta la 
separación de Poderes y, solo por ese hecho, es inconsti- 
tucional. Vale recordar que si se hubieran tenido los votos 
suficientes se habría aprobado una amnistía, pero se nece- 
sitaba una mayoría especial y el Partido Nacional en más de 
una oportunidad negó esa posibilidad. Se votó que el Poder 
Ejecutivo determinara, una vez que los jueces le remitieran 
los expedientes, si el Estado iba a adoptar una actitud 
punitiva, es decir, de persecución de esos delitos. Ese solo 
hecho es suficiente para declarar la inconstitucionalidad de 
la ley, y todos lo sabemos. Además, violenta la protección 
que todos los ciudadanos deben recibir de parte del Estado, 
según lo establece el artículo 7” de la Constitución de la 
República, como así también el derecho a presentarse ante 
los tribunales para pedir que se haga justicia. Frente a un 
mismo delito la Justicia actúa diferente; frente a una misma 
circunstancia hay ciudadanos que tienen la oportunidad de 
obtener justicia, y hay otros que no. Solo ese hecho violen- 
ta la Constitución; no está amparado en ningún artículo de 
nuestra Carta. No estamos hablando de una amnistía, sino 
de que en ciertas circunstancias el Estado persigue, y en 
otras no. ¿Quién lo determina? El poder político. 
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El tercer elemento que deseamos destacar tiene que ver 
con el artículo 8” que establece que todos somos iguales 
ante la ley. Puede darse la circunstancia de que, ante un 
delito y un procesamiento, se encarcele a civiles -como ya 
ha sucedido- pero no a militares y policías, lo que no parece 
lógico porque todos somos iguales ante la ley. 


Hay acciones y fundamentos que pretenden rebatir la 
inconstitucionalidad de la ley por diferentes medios. Uno 
de ellos tiene que ver con interpretaciones de personas muy 
calificadas, algunas integrantes de la Suprema Corte de 
Justicia, que consideran constitucional la Ley porque la 
asimilan a una amnistía indirecta. ¿Eso no violentaría la 
actitud que, en su momento, tuvieron el Partido Nacional y 
el Frente Amplio, que no estaban de acuerdo en votar una 
amnistía, por lo que no se obtuvieron las mayorías corres- 
pondientes? De no ser así, si hubiera habido una amnistía, 
nadie entendería que hoy hubiera policías y militares pre- 
sos. ¿Cómo se puede entender eso? ¿Alguien me puede 
explicar cómo, si es que hubo una amnistía, hoy hay milita- 
res y policías presos? Lo cierto es que nadie considera que 
sea una amnistía. En primer lugar, porque no había nadie 
procesado ni condenado; en segundo término, porque no 
seconocía a los autores de los delitos y, finalmente, porque 
ni siquiera se habían abierto las causas de sus expedientes 
y no fueron juzgados. 


Frente a nuevas informaciones, investigaciones y con- 
sultas al Poder Ejecutivo, este Gobierno progresista ha 
entendido, de diferentes maneras y por distintos fundamen- 
tos, que las causas que se han elevado no se enmarcan 
dentro de la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado, a la que considera inconstitucional. Pero, ante las 
consultas, abre una opinión expresa. Si hubiera habido una 
amnistía, nadie más consultaría y la Suprema Corte de 
Justicia no le hubiera dado trámite al Poder Ejecutivo, en 
cuyo caso este no se allanaría o no diría que en tal o cual 
causa no corresponde la aplicación de la Ley de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado, pues consideraría que 
hubo una amnistía. 


Ese argumento, señor Presidente, cae por su propio 
peso. La situación es que no hay una amnistía, sino una Ley 
de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado, un 
cercenamiento de la Justicia. Teniendo en cuenta los tiem- 
pos que vienen, es hora de que, independientemente de la 
voluntad y la opinión esgrimidas en el pasado, el conjunto 
de la población se sume para decir: “Ya está; basta. ¿A quién 
estamos protegiendo? Demos lugar a que la Justicia se 
expida en todos los casos y en todas las circunstancias”. 


Se ha sostenido como argumento: “¿Para qué discutir la 
constitucionalidad de esta Ley si muchos de los delitos han 
prescripto?”. Si la Suprema Corte de Justicia consulta sobre 
si puede haber o no fundamentos como para que se plantee 
este tema en el Parlamento o si se presenta en algún 
momento la posibilidad de discutirlo, lo haremos -no tene- 
mos ningún problema-, entre otras cosas, porque ya hay 
antecedentes en cuanto a que no hay prescripción pues 
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durante la dictadura la gente estaba impedida de presentar- 
se en los ámbitos correspondientes a clamar por Justicia. 


Estamos convencidos de que muchas de estas leyes no 
prescriben. Insistiremos en dar nuestros argumentos y si la 
Suprema Corte de Justicia nos consulta, daremos nuestra 
opinión. Es más, si alguien quiere instalar ese debate, que 
nos convoque porque no tenemos problemas en presentar 
todos los argumentos al respecto. 


Alguien ha expresado, señor Presidente, que más allá de 
la inconstitucionalidad de la ley y de los argumentos a los 
que hemos aludido, hubo un recurso de revocación vía 
referendo que no fue exitoso. Los que queríamos anular la 
ley, en esa circunstancia no lo logramos. 


Ahora bien, el carácter de referendo, ¿le quita el valor 
constitucional o inconstitucional de la ley? ¿Qué sucedería 
si el Parlamento de la República, trastocando todos los 
valores y el artículo 26 de la Constitución, aprobara la pena 
de muerte o votara mañana una ley reimplantando la escla- 
vitud? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perdón, señor Legislador, pero 
ha llegado a la Mesa una moción para que se prorrogue el 
tiempo de que dispone. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

-75 en 83. Afirmativa. 

Puede continuar el señor Legislador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Si en esas circunstancias se vota- 
ra una ley aberrante como la de la esclavitud y hubiera un 
referendo con respecto a ella, ¿acaso ambas leyes no serían 
igualmente inconstitucionales, por más que en el referendo 
la mayoría no las revocara? Cuando se vota cercenando las 
potestades de justicia -no me refiero a los artículos estable- 
cidos en la Constitución con respecto a una amnistía o a un 
indulto-, al decir que la sociedad uruguaya no va a perseguir 
y que eso no lo dispone el Magistrado actuante, incluso a 
través de una autorización que se le pudiera dar en ciertas 
circunstancias y mecanismos, ¿no es lo mismo? ¿No sería 
tan inconstitucional, haya o no referendo? A mi entender, 
señor Presidente, esta ley es inconstitucional; se la mire por 
donde se la mire y se invoquen las razones que se invoquen. 


En la prensa, hace unos días, se llegó a la conclusión de 
que este tema lo ponía la Bancada oficialista porque tenía- 
mos diferencias. Pero, ¡por favor! Y si las tuviéramos, ¿cuál 
es el problema? Ante la consulta de la Suprema Corte de 
Justicia acerca de si esta ley es constitucional o inconsti- 
tucional, ¡nosotros podemos contestar o no! Por lo tanto, 
¿qué importa si estuviéramos todos peleados en la Bancada 
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de Gobierno? ¿Cuál es el problema? ¿Cuál es el fundamento? 
Esa no es la razón; la razón es que la Suprema Corte de 
Justicia nos hace una pregunta y nosotros podemos con- 
testar o no. Y si contestamos, ¿es constitucional o incons- 
titucional? ¿Tiene efectos jurídicos? No los tiene; es la 
Corte la que lo va a determinar. ¿Tiene efectos políticos? Sí, 
los tiene; no somos tontos y lo sabemos. Sin embargo, 
¿alguien puede creer que levantamos alo largo y ancho del 
país toda nuestra voz diciendo que es inconstitucional, 
pero cuando la Suprema Corte de Justicia nos pregunta 
sobre ello, acá nos lavamos las manos y no decimos nada? 
No parece lógico. Así estuviéramos en minoría y tuviera 
razón la oposición. ¡Cómo no vamos a levantar nuestra voz 
para exponer los argumentos jurídicos y nuestra convicción 
acerca de la inconstitucionalidad de la ley! 


Señor Presidente: se ha dicho que la Ley de Caducidad 
es producto de un andamiaje que se utilizó en la salida de 
la dictadura. Respeto mucho las opiniones, pero supongo 
que en su momento los Legisladores no eran tontos. ¿Para 
qué se votó una ley de amnistía a principios de marzo de 
1985, donde expresamente se excluía a los militares y poli- 
cias porque no estaban juzgados, y un año y medio después 
-casi dos- se votó la Ley de Caducidad? Quiere decir que 
cuando se votó la Ley de Amnistía -y esta ley no fue de 
carácter general porque no se consideraron los hechos de 
sangre- se computaron las penas tomando tres días por uno. 
Cabe recordar que en algunos casos los juicios se llevaron 
adelante, concluyendo en condena, pero muchas de las 
personas que formaron parte de esos hechos no volvieron 
a prisión porque habían cumplido con creces ante la socie- 
dad, a través de la tortura, la falta de garantías, la incomu- 
nicación y el encierro de que habían sido objeto. Me pre- 
gunto para qué se votó que se excluía a militares y policías 
si ya se sabía que se iba a requerir de un andamiaje común 
un año y medio después, como fue el votar la Ley de 
Caducidad. ¿Con qué fin se implementó una Comisión en la 
Cámara de Representantes que trabajó sobre el tema de los 
desaparecidos y sobre la muerte y asesinato en Buenos 
Aires, con responsabilidades de la dictadura militar urugua- 
ya, de los Legisladores Héctor Gutiérrez Ruiz y Zelmar 
Michelini? ¿Para qué lo hicieron? Si el Partido Colorado 
estaba convencido de que el andamiaje de la pacificación 
pasaba por eso, ¿por qué actuó en dirección contraria? Si el 
Partido Nacional entendió -que no formó parte del Pacto del 
Club Naval, y que cuando todos levantamos la mano por la 
libertad de Wilson para muchos era un preso más pero para 
nosotros un negociador menos, cuya ausencia debilitaba la 
situación- que el andamiaje de la salida iba por otro lado y 
que ese era imperfecto -como efectivamente lo fue-, ¿por 
qué esperó un año y medio y votó la Ley de Caducidad? 
Pasó lo mismo con el Frente Amplio. ¿Para qué iba a votar 
las leyes que votó -no sólo me refiero a la Ley de Amnistía 
sino también al Pacto de San José de Costa Rica-, para qué 
habilitar las Comisiones Investigadoras, para qué clamar 
por justicia si luego debía actuar en dirección contraria? No 
es así, señor Presidente. Se discuta como se discuta la 
salida, tengan razón quienes la tengan, en ese momento el 
camino de la paz iba de la mano con el de la justicia y sólo 
por la presión militar de que iban a desconocer los poderes 
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republicanos y del Estado, nuevamente tuvimos que ceder 
a esa presión. 


Señor Presidente: ¿no es hora de que si esa ley fue 
votada bajo esas circunstancias, restablezcamos nuestro 
orden constitucional y jurídico eliminándola de nuestra 
normativa? Es más; demos un paso más diciendo con res- 
ponsabilidad lo que pensamos sobre esa ley, quizá ya no 
para derogarla en el día de mañana sino directamente para 
anularla, lo que, obviamente, será motivo de otro debate, al 
cual no nos negamos. Pero esto de que hubo presión, señor 
Presidente, que no se lo adjudiquen a alguno de los señores 
Legisladores del Frente Amplio o a quien habla, sino que 
deberían remitirse a la versión taquigráfica. Nuestros Legis- 
ladores -y hablo de todos- no tenían “pelos en la lengua”. 
Por supuesto, muchos de los que estamos acá no compar- 
tíamos los fundamentos, pero Gonzalo Aguirre -quien fue 
Vicepresidente de la República y que a veces comparte las 
bancas en este Parlamento- no tenía “pelos en la lengua” ni 
se callaba, y expresamente reconocía que había una situa- 
ción de hecho. Es más, puedo leer cada frase de lo que dijo. 
No hubo una actitud de ocultar los hechos, aunque es cierto 
que nadie habló de amnistía; fue rechazada por el Partido 
Nacional y el Frente Amplio en los meses anteriores, pero 
en el debate, en el que se habló sin “pelos en la lengua” y 
todos expresaron lo que deseaban, nadie se refirió a una 
amnistía. Puedo leer cada frase de lo que expresó el enton- 
ces Senador Carlos Julio Pereyra, pero se me puede decir 
que lo traigo a colación porque él condujo una posición - 
mucho más que yo, que era muy joven en ese entonces- con 
la que concuerdo plenamente. De todas maneras, él expre- 
saba que la presión no venía del sindicato de la aguja o de 
cualquier otro, sino del militar, de aquel que tenía las armas, 
de aquel en el que habiamos depositado las armas de la 
República y que, con uniforme, nos decía una y otra vez que 
no se iba a presentar en los Juzgados de nuestra Justicia. 


Puedo nombrar a varios de los que hicieron uso de la 
palabra -el entonces Senador Ferreira también habló de la 
situación existente y de la crisis institucional-, pero quiero 
mencionar a uno en particular, a alguien a quien conozco; 
sé el desgarro que vivió por dentro este hombre noble, de 
buena fe, perseguido, apaleado, que dejó todo. Es alguien 
del Partido Nacional y con el que hemos estado en posicio- 
nes distintas, que se ha jugado por sus convicciones, como 
me he jugado yo, señor Presidente. Siendo yo un botija y 
encontrándome en su casa en momentos en que habían 
amenazado de muerte a personas queridas, se puso en 
riesgo así mismo, asu familia y su patrimonio para amparar 
y defender, con solidaridad, en plena dictadura, a otros que 
estaban siendo perseguidos. Estoy hablando del entonces 
Senador Zumarán, que realizó una exposición más extensa, 
pero que en su parte medular, con desgarro, decía lo si- 
guiente: “Señor Presidente: el señor Senador Batalla que, 
además de colega, es amigo personal, ha dicho reiterada- 
mente que vamos a votar una decisión empujados por una 
presión. Creo que es cierto; yo, al menos, me siento presio- 
nado. Tengo cuarenta y seis años -no sé si es una vida corta 
o larga, dependerá de la edad que tengan los demás- y creo 
que en este tiempo nunca me he sentido más coaccionado 
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que ahora. Todos sabemos que el lunes se va a consumar un 
hecho que ha sido previamente anunciado. Ocurre que los 
señores militares han resuelto corporativamente no ir a 
declarar, no presentarse ante la Justicia. Esto, repito, lo 
conocemos todos”. Más adelante continúa diciendo: “Per- 
donen la pasión y los decibeles, pero se trata de cosas muy 
hondas. Se dice que hay presión; ¡claro que la hay! ¿A quién 
se le pudo ocurrir que no existe presión? ¿Cómo se puede 
pensar que el Partido Nacional, que juró y perjuró para decir 
que no, ahora dice que sí y no es bajo una presión insopor- 
table?”. 


Es un hombre de bien, señor Presidente, un hombre 
digno, un hombre noble; su convicción le decía que tenía 
que votar eso, aunque lo hacía con desgarro. Sabía que 
estaba cercenando la Justicia, que había amigos suyos que 
eran víctimas y que si se aprobaba ese proyecto de ley no 
se iba a hacer justicia. Seguramente, también sabía que era 
inconstitucional. Tomó el camino que sentía que para él era 
el mejor, quizás con el propósito de afianzar la paz, pero hoy 
le tenemos que decir que esa presión no es de por vida. En 
algún momento, el Estado va a asumir su competencia y le 
va a decir “No” a esa presión, restableciendo el orden que 
nunca debió romperse, con ese don de justicia de la socie- 
dad uruguaya que nos enorgullece dentro y fuera de fron- 
teras, para que ese desgarro que vivieron mujeres y hom- 
bres de buena fe -incluso, muchos de ellos no votaron igual 
que nosotros en el plebiscito- pueda, al final de este largo 
camino, ser superado. 


Que no se nos diga que por la lógica de los hechos -que 
es fuente de Derecho- tuvo que hacerse aquello, porque 
más allá del debate jurídico, llevó a una aberración jurídica. 
Es más, podría decir que la lógica de los hechos nos lleva 
a reestablecer en todo su imperio el poder de la Justicia: no 
más Jueces que tengan que preguntar al Poder Ejecutivo 
qué hacer y qué no hacer. Esta tendría que ser una bandera 
de todos y no de tal o cual Legislador o ciudadano. Si se hizo 
y se dijo lo que se dijo, y si personas tan nobles como 
Zumarán votaron de ese modo, pensando que le hacían un 
bien a la patria con ese sentido pacificador, ¿no es hora de 
reestablecer la Justicia todos juntos, del brazo, para así 
decirle al mundo que hay un país pequeño, con un gran 
espíritu y poder de justicia, donde todos somos iguales ante 
la ley? ¿No es el momento de decir que no hay ninguna ley 
en el país que determine que el poder político decide a quién 
se juzga y a quien no? ¿No es hora de decir que no hay nadie 
que haya cometido violaciones de derechos humanos y 
aberraciones que esté exento de sus responsabilidades 
públicas, aplicándosele todas las garantías del debido pro- 
ceso? No queremos que aquel que deba ser juzgado no 
tenga las garantías del debido proceso, que no se pueda 
defender, que padezca lo que padecieron sus víctimas, ni 
que esté fuera de la Constitución y de las leyes. ¡Vaya si se 
ha hecho una contribución enorme por parte de todos 
aquellos que pensamos diferente alo que se plasmó el 22 de 
diciembre de 1986, que seguimos nuestra lucha por los 
caminos de la paz, levantando nuestra voz en soledad un día 
sí y otro también, reclamando que aparecieran Simón y los 
otros niños desaparecidos, que se buscara en los cuarteles 
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los restos de los desaparecidos que no tenían nada que ver 
con la Ley de Caducidad, que se amplió a niveles inusita- 
dos! Ya no solo no se investigaba ni se perseguía a los que 
habían cometido delitos de lesa humanidad, sino que a 
sabiendas de que había restos en los cuarteles, el Estado 
uruguayo no tenía ese don de piedad, esa actitud de clemen- 
cla para que quienes buscaban los restos de sus seres 
queridos pudieran enterrarlos, si se encontraban en esas 
dependencias militares. Fue muy duro, señor Presidente; 
póngase cada uno en ese lugar. Algunos familiares me dicen 
que pasaban todos los días por el Batallón N* 3 en el 
ómnibus y sabían que sus padres o sus hermanos estaban 
allí; sin embargo, el Estado uruguayo, aquel del que nos 
sentíamos orgullosos, les decía que ni siquiera podían dar 
con los restos de su familia, porque un Presidente, sea cual 
sea, había determinado que no se podía investigar. 


No hay lógica de los hechos, señor Presidente, pero para 
quienes sí la hay, entonces aquí hay otra: algunos han dicho 
que hay nuevos antecedentes, nuevos hechos, nuevas 
informaciones que no estaban en el momento de votar la Ley 
de Caducidad, como las referentes al segundo vuelo o a los 
casos de Gelman y tantos más. Supongo que alguna vez 
vamos a saber qué pasó con Trabal y la responsabilidad que 
ala dictadura le compete en ese crimen, porque no crean que 
la acción asesina fue solo contra algunos individuos u 
organizaciones de la izquierda. Si esos nuevos hechos, 
señor Presidente, ayudan a sumar voluntades para que de 
una vez por todas se investigue y los Tribunales puedan 
juzgar, enhorabuena. No me siento dueño de la verdad; sé 
que puede haber matices, opiniones, fundamentos distin- 
tos a los míos. Puedo entender una lógica en ese momento 
-aunque no la comparta, aunque no la apoye, aunque la 
critique, aunque luche contra ella- de que algunos estuvie- 
ran por el camino de la paz, ¡pero 22 años después, me 
pregunto qué le debe la sociedad uruguaya a veinte y pico 
de militares asesinos, que pusieron en la indignidad a la 
República por más de doce años, llevándose por delante 
todo, matando, asesinando, haciendo desaparecer, vejan- 
do a las personas, teniendo rehenes, cambiando la identi- 
dad de niños, violando mujeres, violando hombres, y ha- 
ciendo que se aprobara una Ley de Caducidad con las 
presiones que hubo en el año 1986! ¿Qué les debemos 22 
años después? No se trata de una colectividad política o de 
cada uno de los que estamos aquí, que podemos haber 
tenido una opinión más dura, más directa o con fundamen- 
tos más fuertes contra la Ley de Caducidad; lo que me 
pregunto es qué le debe cada uno de nosotros, hombres y 
mujeres de esta República, a esa veintena de militares. 
¡Basta, por favor! ¡Eliminemos la Ley de Caducidad de una 
vez por todas y que los Tribunales puedan juzgar! ¡Solté- 
mosles las manos a los Jueces de una vez por todas! ¿Qué 
les deben el Partido Nacional, el Partido Colorado y el 
Frente Amplio a una manga de militares? ¡No los defenda- 
mos más: que la Justicia actúe, con todas las garantías del 
debido proceso! 


Considero que hace bien el señor Presidente en decir 
que esto es inconstitucional, allanándose a lo que dice la 
Fiscal, y en convocar a esta Asamblea General; hace bien la 
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Asamblea General en pronunciarse, en no lavarse las manos 
y en dar un fundamento institucional escueto de por qué se 
allana a lo que expresa la Fiscal. Creo que deben leerse los 
fundamentos de la Fiscal y compenetrarse del asunto, pues 
se ha dicho que ni ella misma podría plantear la 
inconstitucionalidad. ¿Qué se desea? ¿Que la plantee Nibia 
Sabalsagaray, que fue asesinada? ¿No es hora de levantar 
la voz por ella y por todos los que cayeron, aunque luego 
la Suprema Corte de Justicia no se base en nuestra opinión, 
la descarte, diga que es improcedente o se pregunte para 
qué nos consultó? ¿No es el momento de levantar nuestros 
corazones, independientemente de la acción partidaria de 
cada uno? ¿No es el momento, también, de decirle a Wilson, 
a quien aprecié -que se jugó toda la vida contra la dictadu- 
ra-, que al final la Justicia reinó porque hubo un Parlamento 
que, nuevamente, reivindicando su figura y su nombre 
-¡quién no va a reivindicar la figura de Wilson Ferreira 
Aldunate, con todas las dudas, diferencias y angustias que 
puede haber tenido! -, con el voto de todos, o de una mayoría 
amplia y generosa, pudo cerrar el capítulo y decir, de una 
vez por todas, basta a la Ley de Caducidad? 


No les debemos nada a los militares, señor Presidente. 
Mi voz y la de muchos se van a seguir levantando para que 
esta acción de la Justicia se restablezca de una vez por 
todas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Legislador Sanguinetti. 


SEÑOR SANGUINETTI.- En el día de hoy nos ha convo- 
cado el señor Presidente para debatir si se debe o no dar una 
respuesta al traslado conferido por la Suprema Corte de 
Justicia. Cabe acotar que en otros casos no se ha utilizado 
este procedimiento; es más, en este mismo Período ha 
habido recursos de inconstitucionalidad sobre temas 
impositivos y otros, pero no se ha procedido de esta mane- 
ra. En este caso sí se hace así y es evidente que existe una 
razón política para ello, que puedo respetar, pero que no 
justifico. 


El Presidente dice que los servicios jurídicos del Poder 
Legislativo han expresado que no tenemos legitimación 
pasiva y que, en consecuencia, no tenemos competencia 
para opinar. Esto no lo dicen solamente los servicios jurí- 
dicos del Poder Legislativo, pues la propia Fiscal Guianze 
-que es la que ha iniciado el procedimiento de 
inconstitucionalidad-, bajo su propia firma, expresa que no 
debe darse traslado ni al Poder Ejecutivo ni al Poder Legis- 
lativo, porque no son parte en este juicio. De modo que no 
se trata simplemente de que unos abogados del Poder 
Legislativo sostengan, con coherencia -como lo han soste- 
nido siempre-, que este Poder no es parte en un juicio de 
esta naturaleza. 


Por otra parte, también sostiene este argumento el Fiscal 
de Corte, quien aceptaría un traslado hacia el Poder Ejecu- 
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tivo, pero no al Poder Legislativo. Quiere decir que ni uno 
ni otro -ni el Fiscal que ha desencadenado este procedi- 
miento, ni el Fiscal de Corte- creen que el Poder Legislativo 
tenga competencia para opinar en este tema que, como dice 
la Constitución, es de jurisdicción exclusiva y originaria de 
la Suprema Corte de Justicia. 


Esto me parece muy importante, diría que prácticamente 
definitorio, en cuanto a lo que debe ser nuestra actitud, 
aunque la mayoría tenga hoy los votos necesarios para 
apoyar esta declaración que el señor Presidente propone y 
que no compartimos sustantivamente por estas razones, 
apoyados en la opinión de la Fiscal Guianze, del Fiscal de 
Corte, de nuestros propios servicios jurídicos y de los 
precedentes en este mismo Período de esta Asamblea Gene- 
ral y del Presidente. Quiere decir que no hay ninguna duda 
de que aquí se hace una excepción en virtud de una consi- 
deración política, que puedo entender y respetar, pero no 
compartir. 


Lo malo de este procedimiento es que nuevamente se 
genera en el país la idea de que se va a resolver algo, de que 
se van a tomar decisiones de alguna trascendencia, cuando 
es notorio que aquí solamente se podrá aprobar una decla- 
ración política propiciada por la Bancada de Gobierno, y no 
más que eso: un pronunciamiento que no es vinculante, que 
no obliga a nadie, que no tiene ningún sentido, salvo el de 
una declaración política como las tantas que, a lo largo de 
estos más de veinte años, hemos hecho todos. No es este 
un debate que se inicia hoy, lleva muchos años en los que 
el país sigue enzarzado, con sus instituciones envueltas en 
estos mecanismos y vericuetos jurídicos que la opinión 
pública no tiene por qué entender y que, a veces, mira con 
asombro o incluso con distancia, porque realmente cuesta 
comprender lo que está pasando. A tal punto es así que el 
partido de gobierno ha dicho reiteradamente que respetaría 
y que aplicaría la Ley de Caducidad de la Pretensión Puni- 
tiva del Estado; lo dijo el señor Presidente de la República 
el día que asumió el cargo y también después, cuando 
manifestó que ese era su compromiso electoral; lo explicitó 
el doctor Gonzalo Fernández -su principal asesor y hoy 
Canciller de la República-, afirmando que la Ley de Caduci- 
dad había terminado con este debate y que se debía acabar 
con las fantasías penales. En fin, se declaró todo eso 
durante mucho tiempo. 


Es más, en el mismo expediente en el que se desata esta 
discusión, el Poder Ejecutivo dio su opinión diciendo que 
la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado 
regía y que, por tanto, el caso estaba comprendido. Ahora 
da una vuelta y dice que no. Entonces, nos vamos enzarzan- 
do en un debate jurídico que, en nuestro caso, no tiene otra 
consecuencia que la de tener un carácter político. Acá no se 
va a resolver nada, no se va a cambiar nada, ni tampoco se 
dará un paso histórico, sino que, reitero, simplemente se 
hará una declaración política en la que el partido de gobier- 
no, que opinaba de una manera, ahora se pronunciará en 
otro sentido y nosotros diremos lo que siempre hemos 
expresado, con la tranquilidad de conciencia y la fuerza 
moral de todo lo que hemos hecho para luchar contra la 
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dictadura desde el primer día y para restablecer la democra- 
cia más tarde, en paz y en libertad, en una transición que el 
mundo entero ha considerado ejemplar y que, comparada 
con la de todos los vecinos de aquel tiempo y de aquella 
época, restalló mucho más en su ejemplaridad. 


De modo que hoy este Cuerpo no debería ingresar a 
debatir este tema y dar la sensación al país de que acá se está 
decidiendo algo con criterio jurídico porque, desde ese 
punto de vista, esto no tiene ningún valor y simplemente, 
reitero, se estará haciendo -si es que se hace- una declara- 
ción política y no más que eso. 


En cuanto al procedimiento en sí, creo que empieza con 
un recurso de inconstitucionalidad que plantea la Fiscal de 
Segundo Turno sin competencia para ello, pues la Consti- 
tución es bien clara en cuanto a que los recursos de 
inconstitucionalidad pueden ser presentados por cualquier 
ciudadano que tenga un interés directo, personal y legítimo 
en la materia en cuestión. La Fiscal podrá alegar la legitimi- 
dad con un criterio muy amplio y entender que es directa su 
responsabilidad en un asunto de causa pública, pero no 
invocar -evidentemente- un interés personal, porque no lo 
tiene ni puede tenerlo. En consecuencia, partimos de un 
recurso que en un expediente ya clausurado -y, por ende, 
caducada la acción penal- se intenta reabrir por este meca- 
nismo. 


La Suprema Corte de Justicia no daba traslado a los 
poderes políticos de estos recursos, pero desde hace un 
tiempo ha cambiado un poco el criterio y lo da alguna vez; 
en este caso lo ha hecho y por esa causa es que este 
expediente viene a dar aquí, pero entiendo, con toda convic- 
ción, que el Poder Legislativo no debería hacer un pronun- 
ciamiento a este respecto. 


La llamada “falta de legitimación pasiva” ha sido eviden- 
te y así lo sostienen el Fiscal de Corte y Procurador General 
de la Nación, la Fiscal que promueve estas acciones y 
nuestros asesores jurídicos. Sin embargo, se sigue adelan- 
te. De este modo, entonces, lo que empieza a estar en juego 
es el Estado de Derecho, esto es, la regularidad jurídica de 
nuestro propio Estado, para el cual -aparentemente- la cosa 
juzgada no existe más, la prescripción no existe más y las 
amnistías votadas no existen más. Así pues, vamos desli- 
zándonos -sin atribuir mala fe, esa ha sido la consecuencia- 
por un terreno que nos lleva mucho más allá de la legalidad 
y la constitucionalidad. 


Esta Ley, tan discutida, tiene la máxima legitimidad que 
nunca tuvo otra ley. No sólo la votó el Parlamento -con una 
mayoría importante- y la declaró constitucional la Suprema 
Corte de Justicia sino que, además, tuvo un referendo 
popular en su favor. Ahora bien, dado que esta Ley fue 
avalada por todas las expresiones de la institucionalidad 
política, ¿qué ha cambiado a lo largo de los años para que 
esto sea distinto? Es más, la propia Suprema Corte de 
Justicia ha seguido sosteniendo -hasta ahora- su 
constitucionalidad. Recuerdo que en el primer pronuncia- 
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miento -que contó con el voto conforme de tres de sus 
integrantes mientras que dos votaron en contra- los dictá- 
menes de ambas partes eran muy buenos. En este sentido, 
considero que la defensa de la constitucionalidad de la Ley 
realizada por el doctor Tommasino en la sentencia que 
representaba a la mayoría es brillante, y que la reserva de los 
otros dos Jueces es seria y válida. Naturalmente, si bien me 
inclino por la fuerza de la primera -y no de la segunda-, 
respeto a ambas. Es aquí donde rige el gran principio de 
interpretación en esta materia: el de la presunción de 
constitucionalidad de la ley, que solo tiene lugar cuando la 
inconstitucionalidad es flagrante y clara. O sea que cuando 
hay dos interpretaciones razonables en direcciones contra- 
rias, se prefiere siempre aquella que esté a favor de la 
constitucionalidad de la ley. Aclaro que esto no solo lo digo 
yo, sino que en el mismo sentido se han expresado la 
Suprema Corte de Justicia y todos los juristas que han 
abordado el tema. Creemos que esto es así y por eso siempre 
hemos defendido la constitucionalidad de esta Ley que, en 
su tiempo, fue de pacificación, como lo fue la otra amnistía 
que se votó en marzo de 1985, caducando también la acción 
punitiva del Estado para aquellos que, en el curso de un 
movimiento de insurrección o de revolución o como quiera 
llamársele -no es mi intención reabrir un debate sobre esta 
cuestión- habían cometido delitos. Mucha gente fue bien 
juzgada y procesada, otra fue mal juzgada y procesada y 
hubo alrededor de veinte crímenes no aclarados de los que 
no resultó nadie preso. En definitiva, esta fue una solución 
pacificadora en la cual todos tuvimos que hacer transaccio- 
nes. Por eso es que, a veces, miradas las cosas a la distancia, 
uno se encuentra con lo que podrían ser aparentes contra- 
dicciones entre uno y otro criterio. Ocurre que hubo perma- 
nentes transacciones, durante las cuales todos renuncia- 
mos a puntos de vista, de un lado y del otro. Por ejemplo, 
en el primer caso yo no era partidario de una amnistía 
general, a diferencia de otros; sin embargo, buscamos el 
camino del medio -tal como se acaba de señalar en Sala- en 
virtud del cual ciertos delitos no se amnistiaban pero igual 
se liberaba a la persona procesada por un mecanismo de 
cómputo privilegiado de los días de cárcel. Es decir que 
todos fuimos haciendo transacciones en la búsqueda de 
aquellas soluciones que nos aseguraran lo fundamental: la 
libertad de expresión, la libertad de funcionamiento 
institucional, la vigencia plena de los Derechos Humanos y 
el ejercicio de una democracia como la que felizmente pudi- 
mos reconstruir con el esfuerzo de todos y que nos ha 
permitido transitar en paz durante veinte y tantos años. 


Se esgrimió más de una vez, entonces, el argumento de 
que la sensación de impunidad iba a perpetuar un ejército 
en permanente sublevación, “autonomizado” y que no iba 
a respetar el poder público, pero los hechos dijeron lo 
contrario. ¿En aquel momento, alguien podía pensar, legíti- 
mamente, que esto pudiera ser así? Otros apostábamos a 
que el tiempo, la serenidad del juicio y el lento proceso de 
cambio de actores -que modificaría, naturalmente, las es- 
tructuras del propio ejército-, iban a generar otra situación, 
y así fue. No hubo un ejército “autonomizado” sino comple- 
tamente subordinado hasta el día de hoy; no tuvimos rebe- 
liones ni episodios como los que vivieron Argentina y otros 
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países, ni tuvimos que aceptar, como Chile, que el propio 
dictador siguiera de Comandante en Jefe del Ejército por 
años y luego hasta de Senador. 


En fin, todas estas circunstancias son las que podemos 
mirar con serenidad de juicio; todo este proceso nos dio un 
legado de pacifica reconstrucción de las instituciones na- 
cionales, para lo cual todos hemos hecho enormes esfuer- 
zos, cada uno desde su ángulo. 


Con relación a la constitucionalidad de la ley, se ha 
discutido mucho y los argumentos siguen siendo los mis- 
mos; por lo que podríamos repetirlos. Se habla de que se 
viola el principio de separación de Poderes; nosotros lo 
vemos a la inversa: quien puede lo más, puede también lo 
menos. El Poder Legislativo podía votar una amnistía gene- 
ral e irrestricta, pero no lo hizo y optó por establecer una 
cuestión previa, que es esa opinión del Poder Ejecutivo. 
Podía no haberlo hecho, pero lo hizo y estaba en su derecho 
de hacerlo. Podrá decirse que fue una buena o mala solu- 
ción, pero no inconstitucional, porque quien decreta la 
amnistía no es quien responde a esa consulta, sino la ley; 
es la ley la que decreta la amnistía. 


De modo que no hay una violación del principio de 
separación de Poderes. El Parlamento pudo haber estable- 
cido una amnistía sin ninguna condición; pero, simplemen- 
te, estableció una amnistía que es la que ha permitido que 
hubiera distintas tramitaciones en estos casos. 


A su vez, se dice que esta solución es discriminatoria y 
que viola el principio de igualdad ante la ley. Sería 
discriminatoria en la medida en que el criterio de discrimina- 
ción fuera inconstitucional. Una ley no puede discriminar 
en función de sexo, de raza o de ideas políticas pero, a partir 
de allí, discrimina todo el tiempo. Por ejemplo, todas las 
leyes tributarias discriminan. Si hoy se votara una amnistía 
a los productores de la cuenca lechera exonerándolos de 
impuestos, eso no agraviaría el principio de igualdad, sino 
que simplemente se atendería una situación particular con 
generalidad. Sería violatorio si se refiriera a una persona, 
pero al dirigirse a un grupo de personas unidas por una 
determinada situación -como se hace todo el tiempo en la 
aplicación de las leyes-, no existe ninguna violación de este 
principio. 


Lo mismo podría haberse dicho de la amnistía anterior, 
cuando se estaba amnistiando, justamente, a aquellos que 
hubieran cometido determinados delitos en el curso de esas 
acciones que en su momento el Parlamento declaró “guerra 
interna”. Era solo a ellos a quienes se amnistiaba; ¿a quié- 
nes otros seiba a amnistiar? ¿Se discriminaba? Bueno, sí, se 
discriminaba en el sentido de que estaba dirigida solo a ese 
grupo de gente y no se hacía una amnistía general. Sería 
ridículo, absurdo, que se amnistiara a quienes no habían 
cometido ningún delito o a quienes no estuvieran procesa- 
dos o requeridos. 


De manera que la constitucionalidad la podemos discutir 
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mucho y con muy buenas razones; la sentencia del doctor 
Tommasino es un documento de enorme claridad y fuerza 
jurídica al respecto. Pero además de ello, pasados los años 
y llegados al punto en que nos encontramos, cada vez está 
más claro el éxito de lo que fue la transición institucional del 
país -más allá de detalles y soluciones que no siempre 
fueron perfectas-, porque no se sale del golpe de Estado, de 
la pérdida del Estado de Derecho, de la arbitrariedad, con 
soluciones perfectas. El propio acto institucional que con- 
voca a las elecciones es un acto irregular, pero ¿de qué otro 
modo se podía salir de la situación? No se puede salir de una 
situación de anormalidad con los recursos y los procedi- 
mientos de la normalidad; es ilógico e inviable. 


El país y todas las fuerzas políticas salimos sobre aque- 
llas bases y cada uno contribuyó del modo en que creyó que 
lo debía hacer. Es más: el Pacto del Club Naval, que abrió el 
camino a las elecciones, nos encontró a la Unión Cívica, al 
Frente Amplio y al Partido Colorado; la primera ley de 
amnistía, nos encontró a todos los Partidos; la Ley de 
Pacificación Nacional, que restauró los derechos de todos 
los funcionarios públicos destituidos o postergados, tam- 
bién la votamos todos; y a la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado, la votamos el Partido Nacio- 
nal y el Partido Colorado. 


De algún modo, todos hemos contribuido a construir 
esta paz, con sacrificios, a veces, de una opinión, de una 
convicción, pero una vez más cabe reiterar la clásica distin- 
ción de Max Weber sobre la ética de la convicción y la ética 
de la responsabilidad. En concreto, la ética de la convicción 
es aquella en función de la cual se actúa con el criterio en 
el cual se cree, desligándose de todas las consecuencias de 
la acción, mientras que la ética de la responsabilidad es la 
que examina, además de la propia convicción, las conse- 
cuencias del hecho y, en función del bien común, actúa. 
Según Weber, esta última es la ética de los políticos y es la 
que ha inspirado todos los pasos que se dieron en estas 
soluciones de pacificación que se adoptaron. Dichas deci- 
siones no han sido unánimes -nunca lo son-; han sido 
mayoritarias y acompañadas por el pueblo y por los poderes 
públicos. De esto no hay ninguna duda, y hasta aquí hemos 
llegado por ello. Lamento las contradicciones, porque que 
el Poder Ejecutivo en este mismo caso dijera hace tres años 
que la ley era aplicable y ahora diga que no lo es por ser 
inconstitucional, constituye una contradicción que no le 
hace bien a dicho Poder, a las instituciones, ni a la regula- 
ridad jurídica del Estado de Derecho que queremos compar- 
tir. Esto lo tendremos que terminar algún día aunque, por 
supuesto, siempre será materia de debate abierto. Todavía 
estamos discutiendo episodios de nuestra historia que 
datan de hace ciento cincuenta años; se lo seguirá haciendo 
y siempre podrá haber opiniones diversas. 


Creo que, para los actores, lo que más nos importa es 
justamente la responsabilidad con que actuamos; esa ética 
de la responsabilidad que nos dice que, desde el 1? de marzo 
de 1985 hasta el presente, hemos gozado de todas las 
libertades y no hemos tenido que lamentar ninguna muerte 
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ni herida por circunstancias de tipo político y que el país 
recuperó en profundidad todas las características de su 
vieja democracia con el concurso general. 


Todos hemos actuado bajo ese espíritu, cada uno po- 
niendo su esfuerzo -unos más, otros menos-; algunos tuvi- 
mos más responsabilidades, porque tuvimos que tomar 
decisiones en momentos que eran muy difíciles, y no se 
puede aplicar la óptica de hoy a otros momentos. ¿Tensio- 
nes y presiones? Siempre las hay en los poderes públicos. 
Diría que no hay decreto gubernamental ni medida de go- 
bierno que no soporte algún tipo de presión. Todos los días 
los gobiernos adoptan, por ejemplo, decisiones en el terre- 
no económico y se ven presionados -a veces muy fuerte- 
mente- de un lado o de otro de intereses poderosos, y se 
tiene que elegir entre el interés general y esos intereses 
particulares que se manifiestan. Los Poderes constituidos 
siempre se desenvuelven dentro de un cúmulo de presiones 
y de circunstancias que son las que actúan y, justamente, 
allí está la libertad de criterio para no perder de vista cuál 
es el fin superior, que ha sido siempre la vigencia del Estado 
de Derecho, la democracia, la paz y la justicia. A su vez, el 
criterio de la justicia establece la necesidad de tratar de 
igual forma las circunstancias análogas. Es así que para 
todos los episodios de violencia de ese periodo amargo se 
encontró la misma solución generosa, tanto para quienes 
estuvieron del lado de la insurrección como para quienes 
cometieron las tantas aberraciones que se llevaron a cabo 
durante el golpe de Estado. 


Nosotros hemos vivido todas esas instancias y enfren- 
tamos el golpe de Estado desde febrero de 1973. En aquella 
ocasión, hubo muchas personas que, con buena fe -no 
puedo pensar otra cosa-, se extraviaron y creyeron que 
existía la posibilidad de un gobierno militar y civil. Eso no 
lo vamos a condenar hoy, porque se trata de episodios que 
sucedieron en un contexto muy difícil, en el que el camino 
a seguir no estaba tan claro. Nosotros lo sentimos de otro 
modo y estuvimos en contra de aquella irrupción militar de 
febrero de 1973, como también lo estuvimos en todas las 
instancias posteriores. En aquel momento, nos quedamos 
en el país enfrentando la situación, sufriendo proscripcio- 
nes y persecuciones, aunque no es esta la ocasión para 
historiarlas porque no venimos aquí a pretender el monopo- 
lio o la exclusividad de los efectos de aquellos sucesos. 


Muchos sufrimos aquí adentro; otros lo hicieron afuera, 
y luego el Estado hizo todo lo que pudo. Restauró carreras 
funcionales y hasta indemnizó con dinero a personas que 
habían sido injustamente secuestradas o presas en aque- 
llos años, reparando todo aquello que era reparable. Natu- 
ralmente, no podía llevar adelante una acción milagrosa y 
devolver la vida a quienes la habían perdido, de un lado y 
del otro e, inclusive, a aquellos que ni siquiera habían 
estado involucrados pero que también cayeron. 


Esas circunstancias son las que nos mueven a seguir 
pensando que el país hizo una ejemplar transición, sobre 
todo inspirado en aquellos años en el proceso español, que 
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también se hizo sobre la base de la generosidad e intentando 
encontrar un punto a partir del cual no se reincidiera en el 
camino de la pasión, de la venganza, de la revancha y de los 
debates encarnizados que reiteraran los enconos que pro- 
dujeron aquellas dramáticas consecuencias. 


Ese es el tema de fondo, aunque la discusión podrá ser 
interminable y eterna, ya que la historia la seguirá analizan- 
do durante toda la vida. Porque así como todavía seguimos 
discutiendo los episodios de 1825, de 1865, de 1875, de 1933 
y de 1942, los historiadores continuarán haciéndolo. Sin 
embargo, nuestra generación, que ya está dando paso a otra 
que vendrá después y que no conoció estos episodios, 
tiene derecho a poder vivir mirando hacia adelante y a que 
no se la siga convocando a asambleas de fantasmas y a 
enconos históricos que ya no tienen lugar. 


Señor Presidente: en este espíritu, nuestro Partido en 
general y quien habla en particular, no solamente creemos 
que la ley es constitucional sino, además, que este no es 
nuestro debate hoy. Eso lo tendrá que decidir la Suprema 
Corte de Justicia, la que invariablemente ha sostenido la 
constitucionalidad de la ley, no solamente desde 1986, sino 
también en este período. No hace mucho tiempo e integrada 
la Suprema Corte de Justicia por la misma mayoría que tiene 
hoy, se dio un caso muy notorio por el cual abogó a favor de 
la constitucionalidad de la norma. Por tanto, cabe presumir que 
al final terminemos enfrentándonos a la misma conclusión, ya 
que otra decisión sería muy extraña y arbitraria. 


En lo personal, considero que no deberíamos estar aquí 
opinando, debatiendo y discutiendo sobre este asunto, 
sino expresando que no somos competentes y que no 
tenemos derecho a ejercer una presión política -de algún 
modo esta sí es una presión política- sobre una Corte que, 
en un año electoral, debería poder resolver con toda la 
serenidad del caso. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Legislador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL.- Señor Presidente: la dictadura mi- 
litar que le tocó sufrir al país desde junio de 1973 hasta el 
1% de marzo de 1985, cuando se recupera la democracia y la 
vigencia del sistema constitucional, sin duda que fue un 
azote tremendo que golpeó muy duro a nuestra sociedad, 
que la sacudió en lo más profundo y hondo, entre otras 
razones porque el Uruguay tenía una tradición democrática 
y un respeto por el ejercicio de las libertades seguramente 
incomparables en la región, siendo visto en el mundo como 
un ejemplo de democracia permanente. Y tan duros fueron 
esos años y tan graves las consecuencias y secuelas que la 
dictadura dejó al país que, lamentablemente, después de 
casi 25 años, todavía estamos viviendo y sufriendo los 
dolores de aquellos tiempos. Es así que cada vez que 
ingresó una nueva Administración, un nuevo Poder Ejecu- 
tivo en su integración, una nueva representación parlamen- 
taria, ese gobierno de turno ha debido aprobar distintas 
normas que, en su conjunto, tuvieron el propósito de lograr 
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equilibrios y, en la medida de lo posible, llevar las cosas a 
su lugar y compensar los dolores sufridos por tanta gente 
durante tanto tiempo, aun cuando se sabe que hay cosas y 
casos que, desgraciadamente, no tienen solución. 


Señor Presidente: las causas que llevaron a la dictadura 
militar son muchas, pero no hay duda de que el clima que se 
vivía en la región, la aparición de la subversión en el 
Uruguay y la última etapa de un gobierno democrático que 
tuvo visos autoritarios importantes, marcaron toda una 
época. Quizás, estos sean los hechos que hoy se ven con 
mayor nitidez como los elementos principales que, lamenta- 
blemente, llevaron al golpe de Estado que se produjo el 27 
de junio de 1973. Nosotros, como Partido Nacional, tenemos 
el orgullo de poder señalar que cuando apareció la subver- 
sión en el país, nos paramos frente a ella y la condenamos; 
que cuando el gobierno democrático que finaliza su manda- 
to en 1971 atravesó por circunstancias en las cuales puso 
de manifiesto distintos visos de autoritarismo, también el 
Partido Nacional se plantó frente a aquel gobierno; y, desde 
luego, a partir del 27 de junio de 1973 -más bien, diría desde 
la noche del 26 de junio de 1973, cuando Wilson Ferreira 
Aldunate, en el Senado de la República, declara al Partido 
Nacional como el vengador de la República contra el atro- 
pello a las instituciones que en ese momento cometía el 
señor Bordaberry-, nuestro Partido se para en la cancha al 
frente de las acciones que durante muchos años nos tuvie- 
ron como principales protagonistas en la lucha contra la 
dictadura militar y todo lo que ella significó. 


Esto lo digo con gran convencimiento, señor Presidente, 
no solamente en nombre de Unidad Nacional -que me ha 
conferido el honor de hacer algunas manifestaciones en 
esta circunstancia-, sino también de toda una generación 
que integramos miles y miles de muchachas y muchachos, 
algunos hoy Legisladores de nuestra colectividad política, 
que vivimos, sufrimos y conocimos profundamente lo que 
significaron esos doce años, que transcurrieron desde 1973 
a 1985. Ese período nos tuvo como protagonistas perma- 
nentes, siguiendo el liderazgo de Wilson Ferreira Aldunate, 
desarrollando una acción clandestina en la lucha contra la 
dictadura militar, participando para nuestro orgullo, como 
miles y miles de compatriotas en este país, de aquella 
magnífica demostración de democracia que hizo el Uruguay 
al mundo cuando en noviembre de 1980 se logra triunfar en 
un plebiscito convocado por la dictadura militar. 


En definitiva, señor Presidente, si de lo que se trata es 
de convocar a una Asamblea General para ver quién comba- 
tió más a la dictadura militar, quién defiende más los dere- 
chos humanos, quién está más de acuerdo con la democra- 
cla y con la protección de las libertades, en eso no le 
cedemos el lugar a nadie. Si de esos temas hay que hablar, 
lo podemos hacer con propiedad y con sentido contempo- 
ráneo e histórico, porque esa ha sido la lucha de nuestro 
Partido a lo largo de toda su historia o, por lo menos, una 
característica propia durante buena parte de su historia. Me 
refiero a la lucha por las libertades públicas y por la defensa 
de los derechos de los demás partidos políticos. 
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Diría, además, que siempre actuamos con un sentido 
positivo; siempre tratando de aportar a la República y al 
país, instrumentos y elementos que contribuyeran a sortear 
las dificultades que se fueron presentando durante todos 
estos años: las de la dictadura y las que vinieron después, 
en una transición signada por el llamado Pacto del Club 
Naval. El plebiscito de 1980, luego el resultado de las 
elecciones internas de 1982, la concentración en el Obelisco 
que se realiza posteriormente “Por un Uruguay sin exclusio- 
nes”, fueron todas demostraciones de una enorme partici- 
pación popular que iban arrinconando a la dictadura militar 
y que la estaban echando. Cuando nos decían a los blancos 
en forma de acusación que pretendíamos desestabilizar a 
las instituciones de 1983 y 1984, Wilson manifestaba: “No 
pretendemos desestabilizar nada. Nosotros los venimos a 
echar”. Bajo esas consignas actuamos durante ese tiempo. 
Y cuando se llegó a la elección nacional, en la que nos tocó 
participar en una circunstancia especial y única, como fue 
la instalación del primer Gobierno democrático de la época, 
el 1? de marzo de 1985, el país necesitó tanto de ideas, de 
instrumentos y de soluciones para esa época de transición 
-para ver si podía cicatrizar las heridas y darle estabilidad 
alas instituciones, tratando de evitar la repetición de quie- 
bres institucionales que el Uruguay no quería más-, como 
del concurso del Partido Nacional. Precisamente, allí estuvo 
presente para aportar todas las soluciones que estuvieran 
asualcance, aun cuando como producto de las mismas tuvo 
que pagar algún costo político, como efectivamente suce- 
dió en más de una circunstancia. 


Diría que la transición que va de 1985 a 1990 se basó en 
tres grandes leyes que permitieron al país ir avanzando -y 
no con pocas dificultades- durante todo ese tiempo: la Ley 
de Amnistía para los presos políticos, la Ley de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado y la ley que dio solu- 
ción a la situación de los funcionarios públicos malamente 
destituidos durante el régimen militar. Cabe destacar que el 
Partido Nacional participó e intervino en la elaboración de 
dichas normas y que las tres contaron con el voto de los 
Legisladores del Partido Nacional, lo cual no sucedió con 
los demás partidos. 


Cuando se aprueba la Ley de Amnistía para los presos 
políticos -y a la que hizo referencia el señor Legislador 
Michelini-, la posición legítima del Partido Político que 
había ganado las elecciones era de tener algún criterio 
restrictivo en cuanto al alcance de la misma. El Partido 
Nacional, a instancias de Wilson -quien ya lo había adelan- 
tado en su discurso en la explanada municipal-, dijo: “No- 
sotros le vamos a hacer un favor al Gobierno, porque no 
queremos que ejerza su Administración con presos políti- 
cos”. Se aprobó, entonces, una ley de amnistía para los 
presos políticos -que no contó con el apoyo de todos los 
partidos, por lo menos en su totalidad, pero sí del Partido 
Nacional-, en función de la cual al otro día de la promulgación 
no había más presos políticos en el país. No quedó uno solo 
en las cárceles del Uruguay. La Ley de Caducidad era la 
contrapartida o el equilibrio para asegurar el período de 
transición, para defender la estabilidad institucional y para 
culminar lo que otros -no nosotros- habían empezado en el 
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Club Naval. Por otra parte, la ley de restitución de los 
funcionarios públicos era otra norma de vida que el país 
necesitaba porque en forma espuria, con mala fe, se había 
perseguido a miles y miles de compatriotas que, por pensar 
distinto, se habían quedado sin sus trabajos. 


En las tres leyes, fundamentales para la consolidación 
de la transición, participó el Partido Nacional y allí no se 
cobraron cuentas y no le pasamos al Partido Colorado ni al 
Frente Amplio la factura de que nos habían impedido ganar 
la elección metiendo preso a nuestro candidato, porque 
proscriptos en la elección de 1984 hubo muchos, impedidos 
de participar en ella como candidatos, también, pero diri- 
gente principal de los partidos políticos, proscripto y pre- 
so, hubo uno sólo: Wilson Ferreira Aldunate. Ni siquiera el 
General Líber Seregni tuvo esas limitaciones debido a que 
felizmente recuperó su libertad antes de las elecciones 
nacionales, fue protagonista de la campaña electoral, pudo 
hacer uso de la palabra y ocupar los estrados en todas las 
instancias de octubre y de noviembre de 1984. Claro, ahí es 
donde aparece la grandeza de este ciudadano al que el señor 
Legislador Michelini hacía referencia hace unos instantes 
pero condenaba ayer, ¡porque hay que decir las cosas como 
son! Cuando Wilson estaba vivo, ¡bien que se encargaban 
de acusarlo de todo lo que podían, empezando por decir que 
la ESSO lo financiaba y siguiendo por tantas y tantas cosas 
que se declararon por aquellos años! ¡Claro, hoy queda 
lindo y está bien hablar a favor de Wilson Ferreira Aldunate! 


Como decía, señor Presidente, de este modo se fueron 
cimentando las bases para que Uruguay pudiera ir recupe- 
rando sus libertades, consolidando sus instituciones, dán- 
dole estabilidad al sistema constitucional y previendo que 
no se repitieran aquellos hechos del pasado que trajeron 
tanto dolor y dificultades. 


SEÑOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Legislador? 


SEÑOR GALLINAL.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Le- 
gislador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señor Presidente: creo que como Legis- 
lador que votó la Ley de Caducidad es necesario que no 
permanezca en silencio, fundamentalmente, acerca de cómo 
vi todos los episodios de esa época. En ese sentido, quiero 
hacer una referencia personal y otra de tipo político. 


El señor Legislador Gallinal viene narrando algo que 
hasta ahora no hemos podido dilucidar, que históricamente 
queda como un gran signo de interrogación: ¿¿por qué no se 
creyó en la movilización popular? ¿Por qué se abandonó la 
movilización popular? En 1980 todos peleamos, sin prensa, 
para que se votara por el “No”. Hubo solamente un debate 
televisivo que repercutió en la opinión de la gente. También 
se produjo aquel recordado acto en el barrio Cordón, al que 
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convocó el Partido Nacional, donde mucha gente fue a 
pelear por la libertad. Incluso creo recordar que muchos 
integrantes del Frente Amplio -que hoy ocupan algunas 
Bancas en este recinto- también concurrieron. Creíamos en 
la movilización popular. 


En 1982, cuando hubo elecciones internas convocadas 
por la dictadura, ya no por nosotros, se pretendió influir 
para que las fracciones opositoras en los partidos tradicio- 
nales aparecieran, y ganamos nuevamente. Naturalmente 
no únicamente con nuestros votos sino con apoyo de todo 
el mundo. Todos recordamos las elecciones internas. Y en 
1983 hicimos la mayor movilización de pueblo que haya 
recordado esta historia en el obelisco ¿Recordamos o no ese 
slogan? “Por un Uruguay sin excluidos”. Fue el camino que 
elegimos varios Partidos Políticos. Indudablemente, el Frente 
Amplio estaba en ese movimiento, al igual que lo estaban el 
Partido Nacional y también el Partido Colorado -claro que 
sí-; todos los Partidos estaban allí en noviembre de 1983, 
por un Uruguay sin excluidos. En junio viene Wilson al país 
y lo llevan preso. No puedo dejar de reconocer que hubo 
apoyo de todos los partidos políticos en esa movilización 
callejera del 16 de junio por la libertad de Wilson, pero en 
especial del Frente Amplio. De todas formas Wilson fue 
preso. 


El doctor Sanguinetti había dicho a Wilson Ferreira, en 
una reunión política realizada en Bolivia, que ese no era el 
camino que el Partido Colorado quería. Lamentablemente no 
está en Sala en este momento, pero se ha hecho pública esa 
conversación en la que discreparon y en la que el doctor 
Sanguinetti, frontalmente, dijo al Partido Nacional que no 
creía en la movilización popular, que había que sentarse a 
negociar con la dictadura militar. Wilson y el Partido Nacio- 
nal no lo veían de esa forma; creíamos en la fuerza de la 
movilización popular, sabíamos que no íbamos a tener en 
esa concepción al Partido Colorado y al doctor Sanguinetti, 
pero sí creíamos que teníamos al Frente Amplio al lado, que 
creía en la movilización popular y en debilitar a la dicta- 
dura. 


(Suena el timbre indicador del tiempo) 


-Solicito una nueva interrupción para terminar mi pensa- 
miento, señor Presidente, y pido disculpas a la Mesa y al 
orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar interrumpiendo 
el señor Legislador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Muchas gracias, señor Legislador 
Gallinal y demás Legisladores. 


Fue en 1983 que hicimos el acto del Obelisco y que 
Wilson fue preso. Inmediatamente después, en agosto, se 
pacta con los militares. ¿Por qué? ¿Qué le llevó a una fuerza 
política, a la que le reconozco la credibilidad y la moviliza- 
ción popular, a no creer más en ella, a abandonarla y a creer 
que la negociación con la dictadura, que estaba fuerte 
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todavía, que no estaba débil, era el camino? Todavía no lo 
ha dicho nadie de esa fuerza política. ¿Qué les llevó a 
abandonar esa movilización en la calle, que era el camino 
que los blancos pensábamos que podía debilitar a la dicta- 
dura, para luego negociar y pactar? De pronto se pacta, se 
negocia. Algún señor Senador y algún señor Diputado del 
Frente Amplio me ha dicho -no tengo derecho a revelar 
quiénes-, con honestidad intelectual, que ellos están en 
contra del Pacto. Muchos de ellos estaban presos y no 
podíamos saber su opinión, pero cabe preguntarse por qué 
estaban en contra del Pacto. Si el Pacto del Club Naval 
solamente dio la posibilidad de elecciones, todos estaría- 
mos de acuerdo. Sin embargo hay Legisladores del Frente 
Amplio que, en reserva, nos han dicho que están en contra 
del Pacto, que nunca estuvieron de acuerdo con él, que no 
hubieran negociado y pactado con los militares, que creían 
en la movilización popular. Entonces, si eso es así, es por 
qué se pactó algo que no los conforma; si sólo se pactaron 
elecciones, estaríamos todos de acuerdo. Como dijo Wilson 
en su momento: ¿De qué tanto hablaron en el Club Naval si 
no es del tema de los derechos humanos? Porque la llave se 
la dejaban al portero. Y después ¿qué negociaron? ¿Qué 
pactaron? Incluso, cabe recordar la confesión del General 
Medina en su época quien dijo: “Nadie entrega todo a 
cambio de nada”. 


Entonces, creo que -podríamos decir que en forma sub- 
yacente- se inició un camino que no era el nuestro; no era 
el que creíamos que debíamos recorrer como salida, y pen- 
samos que el Frente Amplio era un socio en esa concepción, 
en eso de cómo presionar a la dictadura. ¡Cuánta fue 
nuestra sorpresa al ver que quien posibilita esa salida no es 
el Partido Colorado, sino la presencia del Frente Amplio a 
costa de líderes y candidatos presos! Nosotros no elegimos 
este camino, pero indudablemente generó condiciones al 
negociar con una fuerza usurpadora del poder fuerte -tal 
como era la dictadura-, aunque la habíamos empezado a 
debilitar. Acá no se trata de hablar de impunidad, sino del 
proceso de salida que no es el del Partido Nacional sino del 
Frente Amplio y del Partido Colorado, que no terminó de 
concluir; y por eso el Partido Colorado de esa época nos 
ofreció un proyecto de amnistía a los militares que no 
estuvimos dispuestos a votar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a poner a votación una 
moción llegada a la Mesa, presentada por el señor Legisla- 
dor Lapaz, en el sentido de que se otorgue un tiempo 
complementario al señor Legislador Gallinal. 


Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
-80en 83. Afirmativa. 


Ahora sí puede continuar el señor Legislador Heber 
porque, de lo contrario, ambos señores Legisladores se van 
a quedar sin tiempo. 
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SEÑOR HEBER.- Pido disculpas al Cuerpo por esta inter- 
vención realizada por medio de interrupciones. 


Esa es la pregunta que todavía sobrevuela: ¿por qué la 
fuerza política vinculada a la movilización popular y sindi- 
cal no cree en sus propias fuerzas y se sienta a negociar 
cuando estábamos por debilitarlos? Quizás hubiéramos 
demorado uno o dos años más, pero hubiera sido una salida 
no condicionada y no como esta que sí lo fue. ¿Lo descu- 
brieron ahora 25 ó 30 años después? No, señor Presidente. 
Lo dijo Wilson en la Explanada Municipal: “No es nuestro 
camino, no es nuestra salida, sino la que eligió la mayoría 
de los partidos políticos, y ahí vamos a estar apuntalando 
para no retroceder en democracia y en libertad”. Y eso fue 
lo que hicimos después con la Ley de Caducidad, que no es 
más que el no retroceso de la democracia y la libertad. 


Señor Presidente: acá el señor Legislador Michelini ha 
citado casos que son muy dolorosos. Yo no hablo de “mis 
muertos” o “de los muertos” sino de “nuestros muertos”, ya 
sean del Frente Amplio, del Partido Nacional o del Partido 
Colorado; no importa, murieron en defensa de la libertad. 
Nunca he hablado de este tema en Sala -no he querido 
hacerlo para que no se confunda con el rol que tenemos 
como Representantes-, pero quiero decir muy claramente 
que siento orgullo de que nuestras casas hayan sido blanco 
de ataques de gente de la dictadura o asociada a la dictadu- 
ra. El caso de nuestra madre no tiene una clara connotación 
de si hubo atrás terrorismo de Estado, pero yo creo que sí, 
que hubo vinculación de los servicios de inteligencia y de 
la dictadura para tapar, para ocultar los autores materiales 
e intelectuales del caso. Sin embargo, considero que si voto 
una Ley de Caducidad para que se pueda dar vuelta una 
página dolorosa de nuestra historia, quizás éticamente no 
corresponda que en mi caso personal busque tener una 
distinción con respecto a las otras personas que no tienen 
la posibilidad de saber quiénes son los responsables de 
estas muertes. Creo que fue un momento de violencia, en el 
que se perdieron los puntos de referencia de todo el mundo, 
más allá de que entiendo que el terrorismo de Estado que 
vivimos en nuestro país no es equiparable con lo que pudo 
haber sido en su momento la subversión. Es sabido que 
nosotros la condenamos y la enfrentamos, pero en lo per- 
sonal no comparto la tesis de los dos demonios, que trata 
de equiparar a unos y aotros. No es lo mismo; ¡claro que no 
es lo mismo! El terrorismo de Estado fue horrible. Pero la Ley 
de Caducidad le da al Presidente de la República la potestad 
de discernir la lógica de una guerra interna espantosa, como 
la que vivimos, de los horrores, de los espantos, de las 
aberraciones. El señor Legislador Michelini señalaba que 
han surgido nuevos datos, como los relativos a los vuelos 
de la muerte -de cuya existencia nos hemos enterado en 
estos años y con respecto a los cuales hay confesión 
militar-, pero el Presidente de la República está en perfectas 
condiciones de excluir del amparo de la Ley de Caducidad 
a quienes por móviles, ni siquiera políticos, sino económi- 
cos -como sabemos que existieron-, cometieron este tipo de 
aberraciones. Aplicando la ley se puede condenar a quienes 
son responsables de esto; simplemente falta la decisión 
política, que está en manos del Presidente de la República. 
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Para mí, esto es una garantía, y yo no he cuestionado -como 
tampoco lo ha hecho mi Partido- ni una sola decisión del 
doctor Vázquez en esta materia. Hemos respaldado su ac- 
ción cuando ha dicho que determinados casos no están 
incluidos en la Ley de Caducidad, porque no son parte de 
una lógica -si es que la hay en el enfrentamiento interno- 
donde hay muertos de un lado y del otro, sino que se trata 
de aberraciones y horrores, como exterminio o secuestros 
de niños. Muy lejos está de haber un amparo legal o una 
impunidad para ese tipo de casos. 


En definitiva, señor Presidente, queríamos también dar 
nuestra opinión, porque no rehuimos el debate. Creemos 
que, como ha dicho el señor Legislador Gallinal, esta Asam- 
blea General no tiene legitimidad para dar una opinión en 
esta materia, pero si se quiere discutir este tema, aquí 
estamos para debatir, siempre con preguntas sin contestar, 
que quedan en el pasado y con respecto a las cuales 
seguramente hoy tampoco vamos a tener respuesta. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL .- Señor Presidente: si bien en abril 
de 1989 el pueblo uruguayo, a través de un referendo, 
ratificó la vigencia de la Ley de Caducidad, todos somos 
conscientes de que aquellas tres leyes que permitieron la 
transición no eran suficientes para dar satisfacción y res- 
puesta a las profundas heridas que quedaban después de 
tantos años. De hecho, los sucesivos Parlamentos y Gobier- 
nos fueron aprobando nuevas normas que pretendían se- 
guir amortiguando el impacto terrible que nos había dejado 
la herencia de la dictadura militar. Se aprobaron algunas 
normas que modificaron la primera ley sobre los funciona- 
rios públicos, generando nuevos derechos, y otras con 
respecto a los que fueron beneficiados por la amnistía; a su 
vez, se establecieron nuevas causales de jubilación me- 
diante las cuales se podía completar los años de distintas 
formas y se dieron pensiones especiales e indemnizaciones, 
que respondían a un objetivo de esas caracteristicas. Esto 
quiere decir que el pasaje de los años iba facilitando un 
clima para tratar de cicatrizar las heridas. El primer Gobierno 
pudo hacer algo al respecto y el segundo más, incremen- 
tándose las posibilidades de accionar. Hoy es el Gobierno 
del Frente Amplio, con el doctor Vázquez a la cabeza -como 
bien señalaba el Legislador Heber- que, en aplicación de la 
ley de caducidad, permite avanzar en una materia en la que 
se hacía necesario avanzar. Han aparecido hechos nuevos 
que, a nuestro parecer, ponen de manifiesto que, si se 
pretende amparar bajo la ley de caducidad a quienes se- 
cuestraron niños, a quienes participaron de los vuelos de 
la muerte o a quienes se movieron por móviles económicos 
o de extorsión es un error, porque lejos del espíritu, el ánimo 
y el contenido de la ley de caducidad está el amparar 
situaciones de esas caracteristicas. Por eso, precisamente, 
el actual Gobierno la ha aplicado y en muchos casos ha 
avanzado unos cuantos pasos más que lo que se había 
hecho en Administraciones anteriores. 


Entonces, aquí llega este traslado, pero el Parlamento es 
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absolutamente incompetente para entender en esta materia. 
La declaración de inconstitucionalidad de las leyes está 
reservada exclusivamente a la Suprema Corte de Justicia; a 
pesar de ello, la Suprema Corte de Justicia da traslado y al 
respecto, el Senador Michelini pregunta alegremente si 
nosotros nos vamos a lavar las manos. Creo que el Senador 
Michelini debería darse cuenta de que, si es cierta la tesis 
de hoy, el próximo 1% de marzo su Gobierno cumple cuatro 
años lavándose las manos, porque tiene las mayorías par- 
lamentarias necesarias para derogar la ley de caducidad y, 
sin embargo, no se recurre a ese mecanismo. Esa es la 
manera de seguir y seguir, con los ojos en la nuca, sin 
buscar nunca la solución que hay que buscar. ¿Por qué no 
se convocó, en cuatro años, una vez al Senado o ala Cámara 
de Diputados para derogar la ley de caducidad, si se cree 
que es inconstitucional? Se quiere atropellar la Constitu- 
ción y jugar permanentemente con el estado de Derecho; si 
ahora el Parlamento declara una inconstitucionalidad, en el 
día de mañana un Juez podrá aprobar una ley; con este 
Gobierno todo vale, no hay estado de Derecho, no hay 
defensa de los derechos y así no hay país que tenga futuro 
para defender y para avanzar. 


SEÑOR CARDOSO.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Legislador? 


SEÑOR GALLINAL.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Le- 
gislador. 


SEÑOR CARDOSO.- Este argumento que ha introducido 
el Senador Gallinal nos parece central en este debate. Com- 
partimos lo que se ha expresado aquí con respecto a que la 
Asamblea General y el Presidente han procedido de forma 
distinta ante causas iguales. Digo esto porque la Asamblea 
General ha sido convocada por el Poder Judicial para expre- 
sarse sobre otras inconstitucionalidades, pero no fuimos 
convocados a un debate. Entonces, este debate tiene una 
razón y un fundamento político, que es poder reabrir nue- 
vamente, en un año electoral, el escenario de confrontación 
que nos heredó el pasado ya distante, de más de 20 años, 
que generó la Ley de Caducidad. Este debate se hace para 
que muchos de aquellos que han hecho política con los 
derechos humanos, que han sido electos haciendo discur- 
sos de mucha sensibilidad con respecto a los derechos 
humanos, vuelvan este año a hacerlo. 


La derogación es un acto legítimo y absolutamente 
posible de hacer en el Parlamento. El Parlamento podría 
contestar hoy a la Suprema Corte de Justicia que la ley sobre 
la que nos está consultando ha sido derogada, porque basta 
el pronunciamiento de una mayoría parlamentaria para ha- 
cerlo. La mayoría del Frente Amplio -compuesta por 50 
Diputados y 15 Senadores- en cada una de las Cámaras 
alcanza para derogarla y, entonces, se habrá quitado la 
norma de nuestro marco jurídico. 


En cuanto a otros efectos, es decir, la anulación, el 
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camino plebiscitario una vez más respecto a la ley, es un 
asunto jurídico que no debatiremos en este seno porque no 
es un ámbito de debate jurídico. No es cierto que al Parla- 
mento se venga a debatir jurídicamente, porque éste se 
expresa políticamente; lo que pudiera hacer, no sólo con 
respecto a la Suprema Corte de Justicia sino también a la 
opinión pública, es derogar la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado. Sin embargo, el Parlamento 
no lo ha hecho ni la ha derogado pese a tener esa mayoría 
frenteamplista. He redactado un proyecto de ley proponien- 
do la derogación de dicha ley, pero no han querido utilizar 
ese argumento porque, obviamente, en los medios de comu- 
nicación y en este año electoral, tendremos planteado este 
debate una vez más. Hay quienes lo usan políticamente; eso 
es innegable e incuestionable. Se podrá decir que esto 
agravia, pero no es así, porque durante mucho tiempo 
hemos visto hacer campaña exclusivamente con la política 
referida a los derechos humanos. 


¿Por qué no se deroga la ley? Porque, entonces, se quita 
un argumento ante la opinión pública. No voy a hablar de 
los efectos jurídicos en cuanto a la diferencia entre “anular” 
y “derogar”, pero para nosotros el instrumento “ley de 
caducidad” cumplió el objetivo para el que fue votado y 
para el momento en que fue aprobado. Por supuesto que no 
tiene el mismo efecto veintiún años después, ya que hoy no 
estamos ante la misma situación. Las circunstancias para 
las que se votó fueron aquellas de 1986; para ellas cumplió 
su objetivo y estamos orgullosos de la participación que 
tuvo el Partido Nacional. Seguramente, ahora se va a 
reinventar lo de la anulación y, entonces, los leguleyos 
jurídicos empiezan a hablar de ese tema como si no hubiera 
existido, como si los efectos causados no hubieran aconte- 
cido, pero lo cierto es que sucedieron. La historia va a 
registrar que la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva 
del Estado funcionó durante veinte años -fundamentalmen- 
te en los primeros cinco años, que fue cuando se la necesitó- 
como un instrumento político para resolver una circunstan- 
cia en el marco de otros mecanismos, como por ejemplo la 
ley de amnistía o la de restitución de los funcionarios 
públicos. Eso no lo cambiarán pese a lo que se diga en este 
ámbito y se escriba lo que sea, porque aconteció, fue verdad 
y sirvió. Yo, que voté “Amarillo” porque creí que mi Partido 
había hecho bien y se debía mantener la ley para ese 
momento, digo que hoy es probable que ya no sea necesa- 
ria. Entonces, deroguen y será un mensaje político mucho 
más fuerte que cualquier otro. Insisto: deróguenla, que 
tienen la mayoría suficiente para hacerlo. 


Nada más. Muchas gracias señor Legislador . 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continúa en uso de la palabra el 
señor Legislador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL .- Señor Presidente: para aprobar las 
leyes y para derogarlas está el Poder Legislativo, y para 
declararlas inconstitucionales está la Suprema Corte de 
Justicia. Ahí está en juego el principio de la separación de 
los Poderes del Estado, que tienen competencias exclusivas 
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e intransferibles, así como también lo está la independencia 
del Poder Judicial. 


Nadie nos llamó el día que llegó una notificación de que 
era inconstitucional o que había demanda de 
inconstitucionalidad por el IRPF. No se citó a la Asamblea 
General por la inconstitucionalidad del IRPF. 


SEÑOR GAMOU.- ¡Cómo le duele! 


SEÑOR GALLINAL.- Es claro que me duele, pero mucho 
más le duele a los que tienen que pagarlo todos los días. 
Seguramente, en la campaña electoral, terminarán propo- 
niendo su modificación. 


Insisto en que no nos llamaron ese día. ¿Ahora vamos a 
atropellar a las instituciones sustituyendo al Poder Judicial 
en una acción que le es propia, cuando el Parlamento tiene, 
si quiere, las potestades y las mayorías necesarias para 
derogar la ley? ¿Qué necesidad hay de declararla inconsti- 
tucional si tienen los votos necesarios para dejarla sin 
efecto? Pero no, al juego político sirve, al “circo político” 
sirve hacer lo que se está realizando. Por ello vamos a dar 
lectura a una declaración que queremos quede registrada en 
la versión taquigráfica, y que dice: “La Bancada de Unidad 
Nacional, declara: 


1%) Que la declaración de inconstitucionalidad de una 
Ley es competencia exclusiva del Poder Judicial. 


2%) Que si el Frente Amplio considera que la Ley es 
inconstitucional, el camino que le otorga la Constitución es 
el de la derogación de la misma, para la cual el Gobierno 
dispone de las mayorías parlamentarias necesarias; sin 
necesidad de violar Principios Supremos como la separa- 
ción de los Poderes del Estado y la Independencia del Poder 
Judicial. 


3%) Que el Gobierno no tiene derecho a manipular las 
instituciones y debilitar permanentemente y con fines ex- 
clusivamente político electorales el Estado de Derecho. 


47) Que el aporte generoso de Wilson Ferreira Aldunate 
que ayudó al País en momentos difíciles, a pesar que desde 
el Club Naval, prisión mediante, se le excluyó de las instan- 
cias electorales de 1984, está por encima de las pequeñeces 
que hoy inspiran a convocar esta Asamblea”. Firman los 
Legisladores de Unidad Nacional. 


Ahora bien, como nosotros no nos vamos a hacer cóm- 
plices de un atropello a la Constitución, como significaría 
un pronunciamiento del Parlamento sobre la constitu- 
cionalidad de una ley, nos retiramos de Sala. 


(Así se hace) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Legislador Posada. 
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SEÑOR POSADA.- Señor Presidente: “Es imperioso sal- 
dar cuanto antes y de la mejor manera esta rémora del 
pasado, y claro que lo podemos hacer, entre todos lo 
podemos hacer, porque el Uruguay somos todos, porque 
todos juntos vamos a poder, porque todos queremos vivir 
en paz, todos queremos vivir en Justicia, porque tenemos 
que encarar el futuro que las uruguayas y los uruguayos 
reclaman y merecen, y entre todos seguro que lo vamos a 
poder hacer, para que la paz real, la concordia, todos los 
uruguayos juntos iremos hacia ese futuro, para que nues- 
tros hijos, para que nuestros nietos tengan mejores tiempos 
que los que nos han tocado vivir a nosotros, para que 
nuestros antepasados, desde vaya a saber dónde se enor- 
gullezcan de lo que hicimos en este presente histórico”. 
Estas palabras expresadas el 1% de marzo por el señor 
Presidente de la República, el doctor Tabaré Vázquez, expre- 
saban ciertamente un compromiso, un compromiso de 
reencuentro entre todos los uruguayos y ¡vaya si nosotros, 
desde el Partido Independiente, aplaudimos que el que 
ocupa la primera magistratura de la República se comprome- 
tiera en este sentido! 


En este mismo discurso desde la escalinata del Poder 
Legislativo, el señor Presidente de la República expresaba: 
“En tal sentido nuestro gobierno cumplirá el mandato esta- 
blecido en el Artículo 4” de la Ley número 15.848, procuran- 
do agotar la investigación sobre lo sucedido con los dete- 
nidos desaparecidos e investigando al efecto en los esta- 
blecimientos militares correspondientes”. De hecho, diría 
que hasta el presente esos objetivos se han venido cum- 
pliendo, porque la aplicación del artículo 4” es, entre otras 
cosas, lo que posibilitó que la Justicia se expidiera y proce- 
sara a militares que habían cometido delitos de lesa huma- 
nidad, atroces delitos de lesa humanidad. Vale decir que si 
algo queremos en este sentido expresar, es nuestro apoyo 
alo que ha sido la política en materia de Derechos Humanos, 
instalada a partir del 1? de marzo, que ha demostrado que la 
aplicación del artículo 4”, en el sentido que está establecido 
en la propia Ley, permite el juzgamiento de delitos de lesa 
humanidad, particularmente aquellos que fueron cometidos 
fuera del territorio nacional. 


Por tanto, señor Presidente, la verdad es que esta con- 
vocatoria del día de hoy nos llama a sorpresa. Para ser 
precisos con respecto a lo que ha sido la cronología de los 
hechos, no ha llamado a sorpresa el pronunciamiento del 
propio Poder Ejecutivo, es decir, la nota que envía en 
representación del Estado uruguayo -del Poder Ejecuti- 
vo-, el Secretario de la Presidencia de la República. Ese 
pronunciamiento se allana alo que fue el planteo realizado, 
la excepción interpuesta -y comunicada a la Suprema Corte 
de Justicia-, como recurso de inconstitucionalidad, por una 
Fiscal integrante del Ministerio Público y Fiscal. 


Aquí tenemos, entonces, el primer hecho contradictorio 
sobre el cual, de alguna manera, ya se ha reflexionado. A 
este respecto, lo que está claro es que en el marco de la 
Constitución de la República, tenemos enormes dudas de 
que una Fiscal, que tiene independencia técnica pero que 
jerárquicamente responde al propio Poder Ejecutivo, pueda 
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presentar un recurso de inconstitucionalidad porque esa 
posibilidad no está prevista en la propios artículos de la 
Constitución que se refieren, precisamente, a los recursos 
de inconstitucionalidad. 


Nos llama a sorpresa, señor Presidente, que el Poder 
Ejecutivo, si entiende que esta ley es inconstitucional, no 
plantee, en definitiva, su derogación. ¿Por qué, si entiende 
que los artículos 1%, 2% y 4% son inconstitucionales, no ha 
planteado su derogación? ¿Por qué los sigue aplicando? 


Realmente, creo que esto no tiene una respuesta lógica, 
como tampoco la tiene que hoy se pretenda registrar el 
primer antecedente por el cual, al ser consultado por la 
Suprema Corte de Justicia, el Parlamento establece un cri- 
terio distinto al que ha venido sustentando, invariablemen- 
te, cada vez que ha sido consultado respecto a la 
inconstitucionalidad de otras leyes. En todos y cada uno 
de esos casos, la respuesta del Poder Legislativo fue que no 
tenía legitimación pasiva para opinar. Así pasó, por ejem- 
plo, con la acción de inconstitucionalidad que plantearon 
varios ciudadanos -y que nosotros apoyamos- con relación 
a lo que fue la aprobación de la ley que creó el Parlamento 
del MERCOSUR. 


(Dialogados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Mesa solicita un poco de 
silencio para proteger al señor Legislador Posada en el uso 
de la palabra. 


SEÑOR POSADA .- Gracias, señor Presidente. 


En consecuencia, realmente no compartimos que este 
tema haya sido sometido a la consideración de la Asamblea 
General. De hecho, hemos presentado a la Mesa de la 
Asamblea General, una propuesta de resolución que esta- 
blece lo siguiente: “Ante el traslado de excepción de 
inconstitucionalidad, cursado por la Suprema Corte de Jus- 
ticia al Poder Legislativo, la Asamblea General resuelve 
comunicar a la misma, que carece de legitimación pasiva 
para opinar acerca de la inconstitucionalidad de los artícu- 
los 1%, 2* y 4%, de la Ley N” 15.848, de 22 de diciembre de 
1986”. 


Hacemos esto, señor Presidente, a pesar de que muchos 
de los integrantes de nuestro Partido, el Partido Indepen- 
diente, consideramos que la Ley N” 15.848 -en sus artículos 
1%, 2* y 4”- es inconstitucional, pero la esencia de un Estado 
de Derecho es cumplir lo que manda la Constitución y la ley 
mientras no sea derogada. Por tanto, lo que debería hacerse 
es lo que está planteado en este proyecto de resolución. 
Debemos asumir una decisión que ya ha sido tomada por el 
propio Presidente de la Asamblea General cuando, en otras 
circunstancias y en representación de todos -a nuestro 
juicio ajustada a Derecho-, ha expresado que carece de 
legitimación pasiva para opinar acerca de la constitu- 
cionalidad de las leyes. Esto, que es válido para otras leyes, 
también lo es para la Ley de Caducidad de la Pretensión 
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Punitiva del Estado. De más está decir que si, en definitiva, 
se considera la posibilidad de derogar la ley de caducidad, 
vamos a considerarlo y vamos a actuar en consecuencia con 
nuestras propias convicciones. Es más, cuando en el año 
2005 se manejó públicamente la existencia de algunos 
proyectos, que a nuestro juicio torcían lo que había sido esa 
decisión, quien habla propuso, lisa y llanamente, la deroga- 
ción de la ley de caducidad. Consecuentemente, señor 
Presidente, nuestra actuación girará en torno a lo que 
establece el Estado de Derecho y atenta a respetar las 
garantías de ese contrato que se ha establecido entre todos 
los uruguayos. Digo esto porque cuando no se respeta el 
Estado de Derecho pasan cosas como las que ocurrieron en 
el país en el pasado. Cuando no se respeta el Estado de 
Derecho, se actúa impunemente y se cometen crímenes de 
lesa humanidad como los que nos horrorizan a todos los 
uruguayos. 


Por estas razones, queremos expresar nuestro conven- 
cimiento de que la Asamblea General debe manifestarse 
estableciendo claramente que no tiene legitimación pasiva 
para opinar respecto al tema planteado por la Suprema Corte 
de Justicia. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la lista de ora- 
dores, tiene la palabra el señor Legislador Roballo. 


SEÑOR ROBALLO.- Se han manejado muchas opiniones 
sobre este tema en los días previos a esta reunión y, 
concretamente, hemos recibido algunas acusaciones res- 
pecto a que queremos generar un escenario político en 
torno a este tema y nosotros las rechazamos. 


Creemos que conviene aclarar cuál ha sido el procedi- 
miento por el que llegamos a esta instancia. Precisamente, 
no es porque el Poder Ejecutivo haya enviado un proyecto 
de ley, tampoco se genera esta situación en la órbita del 
Poder Legislativo, sino que es en el ámbito del Poder 
Judicial, a través de un procedimiento regulado por el 
Código General del Proceso -Proceso de inconstitucionali- 
dad de las leyes-, en el que la Fiscal Letrada en lo Penal de 
Segundo Turno, doctora Mirtha Guianze, opone la excep- 
ción de inconstitucionalidad. Este procedimiento se sus- 
tancia ante la Suprema Corte de Justicia y la misma decidió, 
apesar de la posición de la propia Fiscal, darle traslado a los 
Poderes Legislativo y Ejecutivo. Entonces, rechazamos la 
acusación de intentar generar un escenario, porque esta 
Casa no fue el lugar donde se propuso iniciar la discusión. 
Tampoco vamos a ingresar en la polémica sobre si tenemos 
o no legitimación pasiva porque no estamos ante una de- 
manda civil por responsabilidad extracontractual, por un 
accidente de tránsito, o a una demanda laboral por cobro de 
rubros salariales, sino que se trata de una excepción de 
inconstitucionalidad respecto a la Ley de Caducidad. 
Consideramos que tampoco se puede anteponer un aspecto 
de derecho adjetivo, procesal, por sobre un tema caro, 
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sustancial y fundamental. Este es un órgano que hace a la 
vida jurídica de la República pero es un ámbito esencialmen- 
te político y los ciudadanos no entenderían -tampoco lo 
entenderíamos nosotros- las razones de un 
autocercenamiento con relación a un tema tan importante 
como este. 


Por lo tanto, el Poder Ejecutivo no es incongruente y 
tampoco lo es el Poder Legislativo. También aclaro que 
rechazamos la acusación de querer interferir indebidamente 
en el pronunciamiento de otro Poder, puesto que no somos 
nosotros los que estamos planteando el tema, sino que es 
el propio Poder Judicial el que nos pide opinión por medio 
del traslado de demanda. Ante esto, no miramos para otro 
lado, no nos amparamos en subterfugios procesales y tam- 
poco nos retiramos de Sala. Por el contrario, damos nuestra 
opinión y respaldamos al señor Presidente de la Asamblea 
General porque esta ley es inconstitucional. 


El señor Senador Michelini se expresó sobre varios 
aspectos políticos relativos a este tema -que compartimos- 
y, con la intención de permitir que otros compañeros Legis- 
ladores se expresen, vamos a limitar el tiempo de nuestra 
exposición y lo vamos a hacer, a pesar de que luego de las 
últimas intervenciones nos sentimos tentados a tomar otro 
camino. En lo personal, nos vamos a limitar a referirnos a 
ciertos aspectos jurídicos y, en especial, a la razón por la 
que entendemos que esta ley es inconstitucional. Con 
relación a esto, aprovecho para hacer un reconocimiento a 
las organizaciones de familiares y de derechos humanos 
que han trabajado históricamente en estos puntos como, 
por ejemplo, SERPAJ y, especialmente, IELSUR, cuya Sala 
de Abogados integré en su momento, junto a los doctores 
Ottonelli, Pan y Camaño, entre otros a quienes además 
agradezco los datos aportados sobre las ultimas evaluacio- 
nes del tema en los ámbitos internacionales. 


Específicamente, los artículos 3” y 4* de la Ley de Cadu- 
cidad de la Pretensión Punitiva del Estado violan 
flagrantemente el principio de separación de Poderes, con- 
sagrado en los artículos 82, 83, 149 y 233 de nuestra Cons- 
titución, ya que implican un cercenamiento de poderes 
jurídicos esenciales, que son privativos de la función juris- 
diccional. Decimos esto porque el Poder Ejecutivo no puede 
condicionar la acción judicial. A su vez, señor Presidente, 
se vulneran derechos fundamentales como el derecho a la 
verdad y a la información. La Ley de Caducidad ha tenido 
como propósito evitar lainvestigación y la correspondiente 
sanción a los responsables de las graves violaciones de los 
derechos humanos y a quienes practicaron tratos inhuma- 
nos, crueles y degradantes, y procedieron a la detención y 
posterior desaparición forzada, suprimiendo el derecho de 
las víctimas del terrorismo de Estado a la información y a la 
verdad. Pero, además, se priva al resto de la sociedad en su 
conjunto de los mismos derechos porque el derecho a la 
verdad tiene carácter individual y, a la vez, colectivo, reco- 
nocido por la doctrina y jurisprudencia internacional, de la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos y también 
por la doctrina nacional. Está claro que el derecho de las 
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víctimas también es un derecho de la sociedad y por eso 
sostenemos esta postura. 


En su momento, el doctor Adolfo Gelsi Bidart, en un 
trabajo publicado en el año 1987 sobre el tema, expresaba: 
porque cuando se dice que es darle a cada uno lo que 
corresponde, estamos indicando también que hay que darle 
a cada uno la verdad. Nada se hace en el mundo que sirva 
sino está edificado sobre la verdad. Por eso, aquella frase 
de la Revolución de Mayo: *El pueblo quiere saber de qué 
se trata”, resuena permanentemente en la vida de las socie- 
dades democráticas. El pueblo quiere saber cómo se lo 
gobierna, el pueblo quiere saber qué ha pasado, por qué 
ocurrió tal o cual hecho. Y este querer del pueblo está 
incluido en la Justicia, porque dar a cada uno lo suyo es, 
también, dar a cada uno la verdad. Nada, reiteramos, se 
edifica en la vida social como en la vida individual, fuera de 
la verdad. Así en el momento actual -recordamos que Gelsi 
Bidart escribió esto en 1987- “en nuestro país está claro que 
aún hay cosas que todavía queremos saber y que es nece- 
sario saber para seguir adelante en nuestro camino”. Todo 
es cita textual de un trabajo de Gelsi. La obra es De Dere- 
chos, Deberes y Garantías del Hombre Común, Fundación 
de Cultura Universitaria, 1? Edición, Noviembre de 1987, 
capítulo VI Justicia y Verdad (num. 13-pág.98 y99). 


Por otro lado, señor Presidente, esta ley se opone a los 
principios generales de Derecho, que han sido integrados 
al ordenamiento jurídico interno y que están 
indisolublemente unidos y vinculados a nuestro acervo 
jurídico y cultural. Estos valores universales nunca fueron 
ajenos en nuestro ordenamiento jurídico; la Doctrina y la 
Jurisprudencia así lo han manifestado. Si bien podría citar 
algunas expresiones significativas sobre este punto, no 
voy a aburrir a la Asamblea General dando lectura a las 
mismas. De todos modos, me permito hacer referencia a un 
comentario del doctor Ricardo Pérez Manrique, publicado 
en la Revista de la Judicatura, en agosto de 2000, sobre la 
Sentencia N” 139/97 de la Suprema Corte de Justicia, a 
propósito de la cual expresó: “Muy por el contrario, ni la 
enumeración de derechos, deberes y garantías hecha por la 
Constitución es limitativa, en tanto dicha lista o inventario 
no excluye los otros que son inherentes a la personalidad 
humana (Artículo 72 de la Constitución de la República), ni 
la falta de reglamentación respectiva permitirá se les deje de 
aplicar habida cuenta de que ello puede suplirse recurrien- 
do alos fundamentos de las leyes análogas, alos principios 
generales del Derecho y a las Doctrinas generalmente admi- 
tidas (Artículo 332 de la Constitución), alo que debe sumar- 
se, lógicamente, la normativa internacional a la que ha 
adherido el país según la cual, por ejemplo, ninguna dispo- 
sición de la Convención Americana de Derechos Humanos 
puede ser interpretada para excluir otros derechos y garan- 
tías que son inherentes al ser humano”. 


Asimismo, entendemos que también se avanza en la 
Jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia -porque esto 
constituye parte de un proceso- a través de una sentencia 
que comenta el mismo autor, la N* 675/94, relativa a la 
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Convención de los Derechos del Niño, donde reconoce, 
implícitamente, que dicha Convención es autoejecutable. 


A su vez, señor Presidente, de alguna manera el Parla- 
mento ha ido incorporando a la legislación interna los 
instrumentos internacionales de Derechos Humanos, y la 
Ley de Caducidad es violatoria de varios tratados de Dere- 
chos Humanos vigentes en nuestro ordenamiento jurídico, 
incluso al momento de sancionarse dicha Ley. En tal senti- 
do, podemos citar el Pacto Internacional de Derechos Civi- 
les y Políticos, ratificado por la Ley N* 13.751; la Conven- 
ción Interamericana sobre Derechos Humanos, ratificada en 
1985 por la Ley N* 15.737; la Convención contra la Tortura 
y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, 
ratificada por la Ley N* 15.798; la Convención Interamericana 
para Prevenir y Sancionar la Tortura, ratificada en 1985; la 
Carta de la Organización de los Estados Americanos de 
1945; la Carta de la Naciones Unidas, entre otros. Los 
tratados constituyen obligaciones jurídicas vinculantes y 
el Estado uruguayo no puede desligarse de las obligaciones 
internacionales asumidas por el simple mecanismo de apro- 
bar una ley, como en este caso la de impunidad. Porlo tanto, 
la Ley N” 15.848 también está cercenando la obligación 
judicial de investigar; por cierto, obligación propia de los 
Magistrados y del Ministerio Público. 


A esta altura, y después de citar varias normas consti- 
tucionales que fueron vulneradas, así como instrumentos 
internacionales relacionados con los Derechos Humanos 
que forman parte de nuestro ordenamiento jurídico, me 
parece que conviene aclarar los términos en que se hizo la 
incorporación de dichos instrumentos. Por nuestra parte, 
afiliándonos a prestigiosas doctrinas nacionales, entende- 
mos que la ubicación jerárquica de las normas de Derechos 
Humanos internacionales en nuestro ordenamiento jurídico 
interno es, sin dudas, de rango constitucional. Por eso, 
decimos que la violación de todos estos instrumentos inter- 
nacionales también es una violación de nuestra Constitu- 
ción. El hecho de que el Uruguay no cuente con una cláu- 
sula constitucional expresa que establezca la recepción de 
los Tratados de Derechos Humanos con tal rango -tal como 
ocurre en Argentina, Colombia, Perú, entre otros países- no 
es un impedimento, porque contiene una cláusula de dere- 
chos implícitos, establecidos en el artículo 72 de la Consti- 
tución de la República, en el que claramente se reconocen 
otros derechos como parte integrante de la misma, a pesar 
de que no están enumerados en ella. Esta cláusula es la que, 
justamente, permite dar base jurídica cierta para afirmar el 
rango constitucional de los Derechos Humanos. 


En el plano local, hacía referencia a una calificada Doc- 
trina constitucionalista que comparte esta conclusión, al 
sostener que la sola ratificación de un Tratado de derechos 
humanos implica la incorporación de sus normas con un 
rango constitucional. En este sentido, el profesor Martín 
Risso comparte la afirmación de Cajarville en cuanto a que 
la inclusión de un derecho en un Tratado internacional 
ratificado por la República es el argumento más fuerte para 
sostener que se trata de un derecho inherente a la persona- 
lidad humana, tal como se establece en el artículo 72 de la 
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Constitución de la República. De este modo, se pueden 
resolver los problemas interpretativos que surgen de esta 
cláusula de derechos implicitos, y en función de ello con- 
cluye: la prueba más contundente de que un derecho es 
inherente a la persona humana surge justamente de su 
inclusión en Tratados internacionales referidos a los Dere- 
chos Humanos. Por lo tanto, la constatación de que un 
derecho es reconocido como fundamental en Tratados in- 
ternacionales sobre derechos humanos ratificados por nues- 
tro país, pone de manifiesto sin mayores dificultades dicho 
carácter y por ende habrá que reconocer que dicho derecho 
tiene rango constitucional, conforme al artículo 72 de la 
Constitución de la República. (Risso, Martín, Derecho Cons- 
titucional, T. 1.,P.351 y ss, FCU, Montevideo, 2005). 


De lo expuesto se desprende, señor Presidente, que la 
carga de la argumentación se desplaza a quien pretenda que 
un derecho humano reconocido en un Tratado y pese a 
dicha regulación, no es inherente a la personalidad humana 
y por ende carece de rango constitucional, conforme a la 
norma citada. 


En definitiva, los derechos humanos no establecidos a 
texto expreso en la Constitución, pero contenidos en Trata- 
dos internacionales ratificados por la República, tendrán no 
solo rango supralegal, sino jerarquía constitucional, tal 
como lo impone el mencionado artículo 72, salvo demostra- 
ción en contrario. 


A esto hay que agregar la inclusión en diversos Trata- 
dos de la cláusula de la protección más favorable, por la que 
se establece que las normas internacionales no pueden ser 
interpretadas como limitaciones de las normas de derecho 
interno, sino que solamente pueden ampliar tal protección. 


A nuestro entender, señor Presidente, estos elementos 
son contundentes en cuanto al tema de fondo, es decir, la 
constitucionalidad o no de la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado, aspecto que, por supuesto, 
va a resolver la Suprema Corte de Justicia. De todas mane- 
ras, no queríamos dejar de expresar nuestra opinión en este 
ámbito. 


Por estas razones, consideramos que la norma es incons- 
titucional y vamos a acompañar el allanamiento que se 
propone ala pretensión de la señora Fiscal Mirtha Guianze. 


SEÑOR BRENTA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Legislador? 


SEÑOR ROBALLO.- No sé como estoy de tiempo, señor 
Presidente; capaz que necesito que se me prorrogue el 
tiempo de que dispongo, pero con gusto le concedo la 
interrupción al señor Legislador Brenta y luego al señor 
Legislador Ríos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Legislador Roballo dis- 
pone de 14 minutos. Puede interrumpir el señor Legislador 
Brenta. 
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SEÑOR BRENTA.- Gracias, señor Presidente y señor 
Legislador. 


Luego de la brillante intervención de los compañeros del 
Frente Amplio que nos han precedido en el uso de la 
palabra, creo que hay poco para agregar desde el punto de 
vista jurídico en lo relativo a la inconstitucionalidad de la 
Ley de Caducidad. De todas maneras, hace pocos minutos 
se hicieron apreciaciones en Sala por parte de Legisladores, 
que lamentablemente no están presentes en este momento, 
que no podemos dejar pasar como, por ejemplo, las perma- 
nentes referencias -tal como se hizo durante los cuatro días 
de sesión en que se debatió la Ley de Caducidad en el año 
1986- al llamado Acuerdo o Pacto del Club Naval. Nosotros, 
señor Presidente, por aquellos años, junto a muchos de los 
que están en Sala en la Bancada del Frente Amplio, integrá- 
bamos una organización política denominada “Izquierda 
Democrática Independiente”, que en su momento se mani- 
festó contraria al Pacto del Club Naval, tal como lo sostuvo 
en el seno del Frente Amplio y en el marco del debate de su 
Plenario Nacional, que finalmente aprobó por mayoría los 
pasos que se habían dado en el marco de dicho Acuerdo. 


Discutimos una cuestión táctica, señor Presidente, 
que precisamente tenía que ver con el marco en el cual se iba 
a desarrollar la salida de la dictadura, así como hasta dónde 
la movilización popular podía ampliar y abrir las puertas a 
la máxima democratización de la sociedad uruguaya. Nunca, 
repito, nunca discutimos sobre la base de algún tipo de 
acuerdo que no fuera conocido por la sociedad uruguaya. 
Nunca tuvimos la más mínima duda de que el Frente Amplio 
no había realizado ninguna clase de acuerdo en el Club 
Naval que no fuera de conocimiento de sus máximas auto- 
ridades que, obviamente, integraban compañeros de nues- 
tra fuerza política. Nos bastó la frase del General Líber 
Seregni, cuando en el acto del Frente Amplio, el 10 de 
agosto de 1984, dijo enfáticamente: “No hay nada de con- 
trapartida. No hay nada verbal o secreto que le reconozca 
a la dictadura derecho alguno. Nada”. Pero también lo dijo 
el entonces Senador Batalla: “Creo que no se trata de 
examinar guiñadas, omisiones, gestos y palabras que no se 
dijeron -y que, por otra parte, nadie recuerda haberlas 
expresado- para señalar que en el Pacto del Club Naval se 
ha acordado la impunidad. Allí no hubo absolutamente 
ningún acuerdo que la implicara. Más aún, señor Presiden- 
te, expreso que en un acuerdo en donde se pacta el tránsito 
de la dictadura a la democracia, lo lógico y natural era que 
todos supusiéramos que cuando la democracia llegara, nos 
encontraríamos sometidos en forma similar a un orden jurí- 
dico, porque los ciudadanos somos iguales ante la ley. El 
propio Comandante en Jefe, señor Presidente,” -decía el 
entonces Senador Batalla- “en varias declaraciones mani- 
festó -y nos dijo a muchos- que nadie prometió la impuni- 
dad, ni a nadie se le habría solicitado. Yo,” -continuaba 
diciendo Batalla- “que tengo el máximo respeto por el Co- 
mandante en Jefe del Ejército, manifiesto que me señalen 
una expresión suya que indique que allí se pactó la impuni- 
dad. Lo que él ha afirmado -y respeto su interpretación que 
considero sumamente equivocada- es que ellos salieron 
con la impresión de que allí se había pactado la impunidad. 
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Pero, señor Presidente, todos los hechos posteriores, cuan- 
do los partidos políticos en la CONAPRO dicen que vana 
hacer funcionar la Justicia para que se encuentre la verdad 
de lo ocurrido durante la dictadura, cuando llega la Ley de 
Pacificación Nacional y todos en el artículo 5” excluimos 
expresamente a quienes como funcionarios participaron en 
la represión de la subversión, nos llevan a pensar que o se 
les mentía o se les miente ahora. Por eso, señor Presidente,” 
-decía Batalla- “aunque respetamos la posición del Partido 
Nacional y del Partido Colorado de sostener lo que quieran, 
no podemos admitir, de ninguna manera, que se pretenda 
que el fundamento de su acción nace en el Acuerdo del Club 
Naval; entendemos que ahí está la excusa de una acción y 
en absoluto su fundamento”. 


Se nos ha dicho, señor Presidente, que no apostamos a 
la movilización popular. Aquí estamos discutiendo en base 
a un recurso de inconstitucionalidad.... 


(Suena el timbre indicador del tiempo) 


SEÑOR BRENTA.- ¿Me permite una nueva interrupción, 
señor Legislador? 


SEÑOR ROBALLO.- Con mucho gusto. 


SENOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Le- 
gislador Brenta. 


SEÑOR BRENTA.- Como decía, señor Presidente, aquí 
estamos discutiendo en base a una solicitud de declaración 
de inconstitucionalidad en el caso de Nibia Sabalsagaray. 
Quien habla tenía quince años cuando sucedieron estos 
hechos y en el liceo Miranda, al que concurría, a pocos 
pasos de este Palacio Legislativo, organizamos una pintada 
en los baños -era lo que se podía hacer en esa época- que 
terminó con varios de nosotros en el Departamento $5, 
Información e Inteligencia, de la Jefatura de Policía de 
Montevideo, y luego en el “Alvarez Cortez”, una dependen- 
cia de aquellos años del Instituto del Niño. ¡Siempre apos- 
tamos a la movilización popular! No solo lo hicimos en el año 
1983; lo hicimos en el año 1973, cuando convocamos a los 
trabajadores a la huelga general, y en 1974, cuando llama- 
mos a movilizarse el 1? de mayo, o el 27 de junio, contra la 
dictadura en medio de la represión. En los años 1975, 1976 
y 1977 apostamos a la movilización de esta fuerza política y 
lo hicimos también en 1983. Apostamos a movilizarnos en 
oportunidad del “voto verde” para terminar con la impuni- 
dad. Nadie puede decir que esta fuerza política abandonó 
la movilización; nadie podía decir que había que esperar 
doce años y que la salida iba a ser sin condicionamientos, 
porque los que morían en las cárceles de la dictadura eran 
presos políticos, la mayoría de los cuales pertenecían tam- 
bién a esta fuerza política y eso -todos sabíamos- estaba en 
juego. ¡Cuidado con poner sobre la mesa quién puso más en 
estos años, señor Presidente! Estamos convencidos de que 
hay que dar un debate histórico, y para ello también hay que 
recordar al General Aguerrondo y la declaración del estado 
de guerra interno. Eso también atañe al Partido Nacional. 
¡Como me gustaría que estuvieran en Sala para discutir cuál 
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fue la conducta de su Partido y de muchos de sus militantes 
durante el golpe de Estado, y posteriormente, cuando mu- 
chos de ellos integraron el Consejo de Estado! 


(Ocupa la Presidencia el señor Legislador Arana) 


-Nuestra postura, desde el inicio de este proceso, fue en 
contra de la Ley de Caducidad, declarando su inconsti- 
tucionalidad con la máxima consecuencia para salvaguardar 
los derechos humanos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RIOS.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Legislador? 


SEÑOR ROBALLO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Puede 
interrumpir el señor Legislador Ríos. 


SEÑOR RIOS.- Señor Presidente; en el desarrollo de la 
sesión del día de hoy hemos ido eliminando algunos aspec- 
tos para no ser reiterativos. Creo que fue correcta la deci- 
sión de plantear este debate en un ámbito eminentemente 
político, pues estamos ante una discusión también eminen- 
temente política. Insisto, estamos ante un tema político que 
la sociedad no ha sabido -entre comillas- “digerir” y sobre 
el cual existen situaciones que aún no han sido resueltas. 


Recientemente se habló en Sala con ironía y con un tono 
de voz tan alto que parecía que se manejaba la verdad 
absoluta. El Partido Nacional, en un acto autoritario, pegó 
cuatro gritos y se fue de Sala, creyendo tener por eso la 
razón. Eso es antidemocrático y totalitario porque no respe- 
ta las normas de esta Casa. Fuimos votados por la gente para 
discutir e intercambiar ideas, para escucharnos e ir evolu- 
cionando en una sociedad mejor, tanto los que pensamos de 
una misma forma, como los que no. Como fuerza política, no 
vamos a admitir que un partido, como el Partido Nacional, 
por más serio que sea, nos diga qué es lo que tenemos que 
hacer. Hoy en este país la fuerza mayoritaria es el Frente 
Amplio y no precisamos que ningún partido venga a decir- 
nos qué tenemos que hacer con nuestros votos y cuál es la 
estrategia parlamentaria que tenemos que llevar adelante. 


Es muy fácil tirar adjetivos y denostar para luego irse de 
Sala y no dar la discusión, que transita por el camino que 
decía nuestro compañero Brenta. Entonces, despacito con 
los adjetivos y miremos bien la historia. Este Gobierno es 
republicano, democrático y defensor de la Constitución, 
como no lo fueron otros, y lo que hacemos con nuestras 
mayorías parlamentarias, que emergieron del voto popular, 
es resorte exclusivo del Frente Amplio; no vamos a admitir 
que quienes han quedado en minoría por el resultado de las 
últimas elecciones vengan -entre comillas- “a darnos palma- 
das” sobre lo que tenemos que hacer. 
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Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Puede 
continuar el señor Legislador Roballo. 


SEÑOR ROBALLO..- He terminado, señor Presidente. Es 
cuanto quería expresar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Tiene la 
palabra el señor Legislador García Pintos. 


SEÑOR GARCIA PINTOS.- Señor Presidente: es cierto lo 
que acaba de decir el señor Legislador Ríos en cuanto a que 
nadie tiene por qué decirle a los partidos de Gobierno lo que 
tienen que hacer con un tema de estos. En este caso tienen 
la mayoría y, por lo tanto, van a obtener la aprobación de lo 
que ya tenemos sobre nuestras bancas de trabajo y que, 
lógicamente, nosotros no compartimos. Eso va a salir apro- 
bado sólo porque tienen la mayoría, pero eso no quiere decir 
que tengan la razón. 


El señor Presidente de la Asamblea General tiene razón 
al decir que es normal que la Suprema Corte de Justicia 
remita, como en esta oportunidad, mensajes de esta natura- 
leza; pero el año pasado, un tema tributario que mucho 
afectó a la ciudadanía, no vino al Parlamento. Sin embargo 
ahora, pocos días después de que la Fiscal en lo Penal, 
doctora Guianze, diera a conocer este tema a la opinión 
pública -en realidad, tiene más tiempo de elaboración-, se 
anuncia que ingresa a la discusión de la Asamblea General. 
Está bien que así sea, porque esta es una Casa política. 
Nosotros estuvimos cuando se inició esta sesión, la hemos 
seguido palmo a palmo y también vamos a estar cuando se 
vote, para hacerlo negativamente y apoyar, en cambio, una 
iniciativa que estamos promoviendo nosotros. 


Estas pocas palabras que he dicho en este par de minu- 
tos tienen un corolario: esta es una cuestión puramente 
política y de campaña electoral. Este es un año electoral y 
el tema de los Derechos Humanos, en el que, lógicamente, 
la Ley de Caducidad es un componente importante, le ha 
dado rédito político al Frente Amplio por lo menos a lo largo 
delos últimos veinte años. Realmente, el tema de los Dere- 
chos Humanos -dicho con respeto- ha sido un negocio 
político. 


A pesar de que el país hoy tiene muchos problemas -para 
enumerar solo dos, voy a mencionar el de la sequía, cuyas 
consecuencias todavía no han empezado a golpear, pero 
que lo van a hacer, y el de la seguridad pública-, de alguna 
manera, durante una semana o diez días ellos van a quedar 
cubiertos por un velo, por una suerte de cortina de humo, 
que es este tema que hoy tenemos a consideración. 


Hace muchos años -y si no recuerdo mal-, la Suprema 
Corte de Justicia, según la sentencia 184 del año 1988 -por 
mayoría, tal como aquí se ha dicho-, declaró la constitucio- 
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nalidad de la norma que cita ahora la asesoría jurídica del 
Poder Legislativo. Uno podría decir que, normalmente, siem- 
pre hacen referencia a la defensa de las leyes, pero en esta 
oportunidad dice más, lo que significa que lo que se vaya 
a votar -aquí tenemos el proyecto de resolución- es contra- 
rio alo que se piensa en esa oficina de este Poder del Estado. 


Estamos hablando de una Ley de Caducidad, señor 
Presidente, que cobró vigencia en esta Casa; después se 
cuestionó su constitucionalidad, pero la Suprema Corte de 
Justicia entendió que era absolutamente constitucional. En 
el año 1989 fue sometida a plebiscito, después de una 
recolección -impresionante en el tiempo y en la militancia- 
de firmas, que llegaron justo, pero llegaron; hoy un amigo 
me recordaba que en la Vuelta Ciclista del Uruguay había 
veinte camionetas haciendo la campaña por el “voto ver- 
de”. Sin embargo, cerca del 60% de la población, en aquel 
plebiscito de abril de 1989, entendió que la ley debía man- 
tenerse porque lo que anidaba en el sentimiento de aquella 
cantidad de compatriotas que concurrieron a las urnas era 
que había que dar vuelta la página de la historia porque ya 
no podíamos seguir enfrentados. Y así fue, aquello fue 
como un bálsamo y el país cambió; parecía como que de 
alguna manera los enfrentamientos se iban deslizando hacia 
cuestiones políticas normales. Pero aquello cambió, hasta 
que después se produjo un rebrote de aquellos estrategas 
que, desde las organizaciones -y hay que reconocerlo- 
autodeterminadas “de Derechos Humanos”, arrancaron con 
fuerza con aquellos temas y fueron profundizando en aquel 
negocio político de los Derechos Humanos. 


Señor Presidente: está claro que en el país hubo dos 
amnistías. Una fue la Ley de Amnistía del año 1985, que 
puso en libertad a quienes estaban presos por haberse 
violentado contra la Constitución, contra las leyes del país 
y contra las instituciones democráticas; la otra fue la Ley de 
Caducidad, contra la cual se ha hecho una campaña impre- 
sionante. Es preciso reconocer que esta ley no tiene el 
mismo blindaje de aquella primera Ley de Amnistía, y por 
eso está hoy en esta situación. A través de su artículo 4” 
-lo que algunos gobiernos no concedieron-, el actual Go- 
bierno encontró la forma de hacer vulnerable esta Ley de 
Caducidad, rompiendo precisamente el espíritu que siempre 
la animó. Hoy se decía, y con razón, que nadie da algo 
importante a cambio de nada, lo que está implícito en aquella 
salida en paz que tuvo el país y que después, lógicamente, 
por razones políticas, empezó a cambiar. Hubo dos amnis- 
tías, pero los hechos derivaron en que en el país haya una 
amnistía irrecíproca. 


Señor Presidente: todo esto forma parte del mismo anda- 
miaje de premiar a unos y castigar a otros, de la revancha, 
del odio, de la venganza contra aquellos que en su momen- 
to, defendiendo las instituciones democráticas y al amparo 
de Gobiernos constitucionales que dieron las órdenes, 
enfrentaron a la subversión, a la que derrotaron militarmen- 
te, porque politicamente la derrotó el pueblo en 1971. Mili- 
tarmente, fueron los servidores de la Policía y de las Fuerzas 
Armadas los que la derrotaron. ¿Es aquello, tal vez, de los 
dos demonios? ¿Es aquello que tiene que ver con los 
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muertos de primera y los de segunda categoría? ¿Es aquello 
a lo que no le pudimos entrar, ni siquiera con un proyecto 
de todo corazón, que fue el de la reparación económica a los 
familiares de todas las víctimas? Bien podíamos haberlo 
preparado solamente para los familiares de las personas que 
fueron asesinadas por la guerrilla, pero lo redactamos para 
que comprendiera y alcanzara a los familiares de todas las 
personas fallecidas, ya fuera de un lado o del otro, porque 
entendíamos que la reparación no era solamente material, 
sino que también era moral y servía para tender una mano 
a fin de dar vuelta la página de la historia. Pero hay gente 
a la que eso no le sirve, hay gente a la que le sirve el 
enfrentamiento. Esta Asamblea General de hoy es fruto, 
precisamente, de ese enfrentamiento, y en el año electoral, 
además, algunos pretenden que les dé rédito político, aun- 
que creo que no va a ser así. Es el mismo procedimiento de 
odio y de revancha que vimos el año pasado, cuando se 
aprobó la Ley del Archivo Nacional de la Memoria. Hay que 
transmitirle a la opinión pública, señor Presidente, que todo 
esto forma parte de la misma estructura. Entonces, debemos 
complementar lo que acabamos de decir señalando para el 
Archivo Nacional de la Memoria, que la memoria en este 
país empieza en determinada fecha. Pero resulta que, por 
ejemplo, los asesinatos atroces de Pascasio Báez, de la 
limpiadora del bowling de Carrasco -aquella mujer humilde 
ala que los guerrilleros le pusieron un explosivo y le tiraron 
el techo de hormigón arriba de la cabeza-, de los cuatro 
soldados o de aquel policía que mataron en el 5 de AMDET, 
cuando era la empresa municipal, no forman parte de la 
memoria. Estos hechos quedaron afuera ex profeso, porque 
aquí lo que interesa es que unos eran buenos, aunque 
hubieran puesto bombas y hubieran asesinado por la espal- 
da, y otros eran malos. Ese es el mismo concepto, el mismo 
espíritu que anima a esta Asamblea General: tender una 
cortina de humo por una semana o diez días, para distraer la 
atención de la opinión pública respecto de asuntos que son, 
hoy por hoy, mucho más importantes. Y nombramos sola- 
mente dos: el problema de la sequía y el problema de la 
inseguridad, a los que ya se viene sumando rápidamente el 
problema de la pérdida de fuentes de trabajo. Hoy, quien 
habló en primer lugar en esta Asamblea General dijo -y 
nosotros somos respetuosos de las cosas que se dicen- que 
hay que levantar la voz por las víctimas. Y yo digo: ¿solo por 
las víctimas de un lado? ¿Y las víctimas inocentes del otro 
lado? Por las víctimas de la guerrilla, ¿no hay que levantar 
una voz? ¿O es que hay que hacer una campaña para derogar 
la otra ley de amnistía? Esa ley ya cumplió sus efectos, al 
igual que los cumplió esta también, instantáneamente. Todo 
esto que se está haciendo en este Gobierno -me refiero a la 
gente que perdió la libertad y que está siendo investigada- 
es absolutamente contrario a Derecho. Se está haciendo 
trizas la Ley de Caducidad; esa es la realidad. Pero además, 
señor Presidente, lo que indigna a la opinión pública, cuan- 
do está informada, es que se le diga hoy una cosa y mañana 
otra. 


Voy a dar lectura a algo que se expresó el 6 de febrero de 
2004 -también año electoral-, hace aproximadamente cinco 
años. Se dijo: “Si defendemos la democracia directa, sl 
defendemos la opinión que el pueblo debe dar en instancias 
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fundamentales para el país lo tenemos que defender en 
todas las instancias, cuando esa resolución nos es favora- 
ble y también cuando nos es adversa. Y fue adversa para los 
intereses de quienes queríamos derogar la ley de impuni- 
dad. 


Por tanto, vamos a respetar esa ley de caducidad pero 
vamos a exigir el cumplimiento de toda la ley, fundamental- 
mente del artículo cuarto que establece que tenemos que 
conocer qué ha pasado con los ciudadanos presos, desapa- 
recidos, adultos y niños hasta el último y no descansaremos 
hasta saber qué ha pasado con cada uno de estos ciudada- 
nos”. Esto se decía, repito, el 6 de febrero de 2004. Pienso 
que no se puede ser tan desvergonzado en la vida política 
de un país y decir hace cinco años lo contrario a lo que se 
dice hoy día. 


Otra prueba importante en todo esto es el proyecto de 
ley interpretativo del 17 de noviembre de 2005 -caratulado 
Carpeta N* 390/05- firmado por Legisladores del Frente 
Amplio. Me pregunto por qué se presentó aquel proyecto 
de ley interpretativo de algo que ahora se dice que es 
inconstitucional. No se puede dejar esta pelota boyando en 
el área chica, pues alguien va a terminar pasando la cuenta. 
Entonces, el 17 de noviembre de 2005 era constitucional y 
ahora es inconstitucional. Esto es una vergúenza, señor 
Presidente, porque si es inconstitucional hoy, en aquel 
entonces también debía serlo. 


Lo que di lectura anteriormente, que se decía en un diario 
de la capital el 6 de febrero de 2004, son expresiones del 
actual Presidente de la República. ¿Por qué dijo esto? En- 
tonces, resulta que hace cinco años esto era constitucional, 
pero hoy es inconstitucional. Reitero que no se puede ser 
tan desvergonzado, señor Presidente; esto no le entra a la 
gente en la cabeza, es una burla, una farsa, un circo -como 
se ha expresado- que se hace porque estamos en año 
electoral. ¿Alguien puede desmentir lo que estoy diciendo? 


También tengo en mi poder un reportaje realizado por la 
periodista Sonia Breccia en su programa “Primera Voz”, en 
1410 AM Libre. Allí el Presidente Vázquez dijo textualmente: 
“El defender la consulta popular implica defender también 
el resultado de esa consulta, no implica defender el resul- 
tado cuando es favorable a nuestra posición y no defender- 
lo cuando no es favorable a nuestra posición, implica defen- 
der en todo momento lo que es la opinión de la gente”, 
agrego yo, hoy también, pero hoy esto desapareció. Con- 
tinúa: “En este caso el pueblo se expidió por mantener la Ley 
de Caducidad”. O sea que es “vox populi, vox Dei” cuando 
nos conviene. Repito que no se puede ser tan desvergon- 
zado en la vida política, pues hay que tener coherencia. 


La Diputada Cocco, del departamento de Salto, tuvo 
hace un par de horas un gesto conmigo que mucho le 
agradecí: me obsequió una medalla proveniente de un fami- 
liar, que tiene la figura de ese gran Presidente de la Repú- 
blica que fue Jorge Pacheco Areco. En esta medalla, de 1968, 
está grabado lo siguiente: “Alguien dijo: *El Presidente del 
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Uruguay, don Jorge Pacheco Areco, es medalla sin rever- 
so”. Esa es una cuestión fundamental. Acá el tema es que 
hay dos caras en una misma moneda -no como aquel 
Presidente-, porque en 2004 se muestra esta cara de la 
moneda y cinco años después se muestra la otra. Repito una 
vez más: esto es verdaderamente vergonzoso. Es lo que 
hace a los estadistas y lo que descalifica a aquellos que 
tienen lo que tradicionalmente se llama doble discurso, que 
precisamente es a lo que estamos asistiendo hoy, porque lo 
que se expresó hace unos meses, unos años antes o hace 
cinco años es todo lo contrario a lo que se manifiesta ahora. 
Hace cinco años la decisión era constitucional y había que 
respetar el pronunciamiento del pueblo, pero hoy no impor- 
tan ese plebiscito, aquel discurso ni el de hace tres meses, 
así como tampoco aquel proyecto de ley interpretativo que 
naufragó en el Parlamento; hoy importa tender una cortina 
de humo para que la gente pierda una semana, diez días, se 
aleje de los problemas que tiene el país y se introduzca, a 
través de los medios de prensa -que lo que hacen es cumplir 
con su trabajo-, en este tema que nada va a modificar la vida 
de sus habitantes. 


Voy a finalizar mis palabras porque, en realidad, desde 
el punto de vista jurídico-constitucional el tema es muy 
claro. Sobre él ha hecho uso de la palabra gente muy 
capacitada, pero también se ha visto en la prensa en los 
últimos días. No hay vuelta que darle; ahora la decisión es 
de quien debe ser: la Suprema Corte de Justicia. Esta 
situación es como la que se planteó con la tormenta del 
domingo pasado, porque luego de registrarse fuertes vien- 
tos y de caer mucha agua, al día siguiente amainaron, dejó 
de llover, salió nuevamente el sol y la gente volvió a la vida 
normal. Con esto sucederá exactamente lo mismo. Volver a 
la vida normal en este año electoral significa que, a pesar de 
la pérdida de estos días en materia de oscurecimiento que 
se intenta dar respecto de los problemas de la gente, ésta 
volverá a calibrar nuevamente el problema de la sequía, el 
de la caída de las fuentes de trabajo y el de la inseguridad 
pública. Esa es la realidad que hoy tenemos. Y una cosa 
habrá de calibrar la gente -esperamos haberlo trasmitido 
bien-: no se puede ser tan desvergonzado en la vida política 
como para tener estas actitudes y decir que hoy esto es 
verde y mañana amarillo. 


Señor Presidente: estuve presente cuando comenzó esta 
sesión y durante su desarrollo; ahora estoy haciendo uso 
de la palabra y estaré cuando se vote, sabiendo que el 
resultado será uno, pero permaneceremos acá para dar la 
cara porque es lo que entiendo coherente y lo que corres- 
ponde. 


SEÑORA PAYSSE.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Legislador? 


SEÑOR GARCIA PINTOS.- Con mucho gusto, si el 
tiempo aún me asiste. 


SEÑOR PRESIDENTE (Arq. Mariano Arana).- Señor Le- 
gislador: le quedan ocho minutos. 
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Puede interrumpir la señora Legisladora Payssé. 


SEÑORA PAYSSE.- Señor Presidente: voy a hacer una 
síntesis de lo que me hubiera gustado expresar, porque es 
lo que hemos acordado. 


En primer lugar, quiero aclarar que si ser desvergonzado 
es plantear lo que tiene que ver con principios éticos y de 
derechos humanos, que se me ponga en la lista de los 
desvergonzados o, mejor dicho, de las desvergonzadas. 


(Ocupa la Presidencia el señor Rodolfo Nin Novoa) 


-En segundo término, debo puntualizar que estamos 
asistiendo a una reunión en la que no me voy a internar en 
temas estrictamente jurídicos porque me siento representa- 
da, en cuanto al apoyo al señor Presidente, por las palabras 
pronunciadas por el señor Legislador Michelini, y segura- 
mente por otros compañeros que saben más que quien habla 
en materia jurídica. Sin embargo, voy a internarme en algu- 
nos temas que me parecen fundamentales y que tienen que 
ver con algunas expresiones que se han vertido en esta Sala, 
así como con ciertos aspectos vinculados a los derechos 
humanos. 


El señor Legislador Michelini decía en su intervención 
que podía haber elegido muchos argumentos para poner 
sobre la mesa, así como también que había tomado de la 
sesión de 1986 las palabras pronunciadas por el doctor 
Zumarán. Quiero decir que en los materiales para las clases 
del curso de Derechos Humanos, el Profesor Adjunto Emilio 
Biasco analiza la posición en minoría de la doctora Jacinta 
Balbela, que reitera cuando comparece en este Parlamento 
a propósito de ser consultada por la ley interpretativa, 
manifestando en esa oportunidad que, dado que ella consi- 
dera que la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del 
Estado es inconstitucional, también considera que lo es la 
ley interpretativa. Entonces, refiriéndose al dictamen que 
en esa oportunidad la doctora Balbela argumentaba o 
explicitaba, me voy a permitir citar la intervención del escri- 
bano Dardo Ortiz, del Partido Nacional, cuando en la foja 97 
de dicho Diario de Sesiones, dice: “Qué es esto? ¿Una 
amnistía, un perdón, una preclusión, una gracia? Existen 
variadas etiquetas que seguramente motivarán espléndidas 
monografías de nuestros más distinguidos juristas. No 
estoy muy seguro de qué se trata y, además, siempre he 
tenido cierta alergia a las etiquetas y alos encasillamientos". 
Si bien su intervención continúa, no me voy a extender en 
ella porque quiero aludir a otros puntos. 


En este poco tiempo de que dispongo, quiero dejar 
sentadas algunas cosas vinculadas a los derechos. ¿Por 
qué estamos debatiendo sobre este tema hoy en este ámbi- 
to? Porque este tema sigue vigente. ¿Y por qué sigue 
vigente? Porque hay cosas que no se han solucionado; 
porque los delitos de lesa humanidad siguen teniendo 
vigencia y porque yo quiero que Luisa Cuesta sepa qué 
pasó con su hijo y porque quiero que Macarena sepa qué 
pasó con Claudia. Quiero que todos los que todavía no 
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tienen respuestas sepan -y me uno a ellos porque formo 
parte de esta sociedad- qué fue lo que ocurrió. 


A continuación, me voy a limitar a hacer una pequeñísi- 
ma intervención sobre el informe anual de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, del 2 de octubre de 
1992, donde sí hubo reclamos de ciudadanos uruguayos. 
Concretamente fueron seis las peticiones, pero cada una de 
ellas comprendía a muchas más personas. En ese sentido, 
quiero decir que oportunamente no sólo se dio recibo a 
estas peticiones, sino que el Estado uruguayo hizo una 
defensa tétrica y patética de lo que en ese momento consi- 
deraba. 


Voy a finalizar diciendo -en uso de esta interrupción que 
me concedió el señor Legislador García Pintos, que mucho 
agradezco- algunas cosas vinculadas a las conclusiones de 
ese informe. Allí se dice en el punto: “46. Al promulgar y 
aplicar la Ley, el Gobierno uruguayo no cumplió con la 
obligación de garantizar el respeto a los derechos recono- 
cidos en el artículo 8.1, infringió esos derechos y violó la 
Convención”. Luego se expresa en el punto: “51. Al sancio- 
nar la Ley, el Uruguay dejó de cumplir plenamente con la 
obligación estipulada en el artículo 1.1 y violó los derechos 
de los denunciantes reconocidos en la Convención”, que 
nosotros suscribimos. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


-Si el señor Legislador me concede una prórroga, me 
gustaría referirme a otro punto. 


SEÑOR GARCIA PINTOS.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha expirado el término de que 
disponía el señor Legislador, por lo que deberá votarse una 
moción de orden para otorgarle un tiempo complementario. 


Se va a votar. 

(Se vota:) 

- 65 en 68. Afirmativa. 

Puede continuar la señora Legisladora Payssé. 
SEÑORA PAYSSE.- Muchas gracias. 


Concluyo, entonces, señalando lo que se dice en el 
informe: “Por las consideraciones precedentes, la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos 


1. Concluye que la Ley 15.848, del 22 de diciembre de 
1986, es incompatible con el artículo XVIII (Derecho de 
justicia) de la Declaración Americana de los Derechos y 
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Deberes del Hombre, y los artículos 1, 8 y 25 de la Conven- 
ción Americana sobre Derechos Humanos. 


2. Recomienda al Gobierno del Uruguay que otorgue a 
las víctimas peticionarias, o a sus derecho-habientes, una 
justa compensación por las violaciones a las que se hace 
referencia en el párrafo precedente. 


3. Recomienda al Gobierno del Uruguay la adopción de 
las medidas necesarias para esclarecer los hechos e indivi- 
dualizar a los responsables de las violaciones de derechos 
humanos ocurridas durante el período de facto”. 


Señor Presidente: en eso estamos. El Archivo de la 
Memoria, la creación de la Institución Nacional de Dere- 
chos Humanos, que un señor Legislador -que ahora hizo 
abandono de Sala- se dio el lujo, el 10 de diciembre -fecha 
en que conmemorábamos el 60* Aniversario de la Declara- 
ción de los Derechos Humanos-, de ningunear -así puede 
constar en la versión taquigráfica-, son señales que esta- 
mos dando para que estas cosas sean como deben ser. 


Entonces, señor Presidente, sin más trámite, agradezco 
la interrupción que se me ha concedido. Aclaro que ya no 
voy a hacer uso de la palabra -estaba anotada para hacerlo- 
y recuerdo, además, que este es un tema de derechos. Si bien 
el señor Presidente puso a consideración -hecho que mucho 
valoro- una situación en particular, es la Suprema Corte de 
Justicia la que solicita esta instancia; no es que él un día se 
haya levantado iluminado y se le haya ocurrido decirle a la 
Suprema Corte de Justicia qué pensaba, sino que es esa 
institución la que reclama esta consulta. Entonces, el señor 
Presidente, en un acto democrático, plantea la situación al 
Cuerpo. 


Aprovecho -ya que aquí se ha hablado de tantas cosas- 
para mencionar algo que para mí es fundamental: la defensa 
de los Derechos Humanos y su vigencia plena en mi país. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador García Pintos. 


SEÑOR GARCIA PINTOS.- Gracias, señor Presidente. A 
veces es bueno conceder una interrupción -debemos hacer- 
lo-, no sólo porque un colega así lo solicite, sino también 
porque uno tiene tiempo para reflexionar. 


Enrelación a lo último que ha dicho la señora Legislado- 
ra Daniela Payssé, respecto del Archivo Nacional de la 
Memoria, pienso que otra cosa hubiera sido, inclusive para 
nosotros, si no hubiera tenido esa fecha y si no hubiera sido 
confeccionado y aprobado con un objetivo, que era el de 
incluir a algunas personas, a las que les pasó lo que todos 
sabemos, y de dejar afuera a otras, que también todos 
sabemos lo que les pasó. Para el Estado, por esa ley, en lo 
que a ese Archivo se refiere, nos damos cuenta de que hay 
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personas que no existen; ¿no hay memoria para ellos? Que 
la memoria la haga la prensa. Porque para la mujer a la que 
le tiraron el techo de hormigón encima de la cabeza y la 
mataron, como eso fue antes de determinada fecha, enton- 
ces, para esa infeliz no hay memoria en ese Archivo; la hay 
para determinadas personas. 


Con ese mismo criterio, por aquel proyecto que presen- 
tamos y que el Presidente de la República hizo suyo, ¡las 
cosas que nos dijeron! Para esa conferencia de prensa, 
señor Presidente, nosotros invitamos a las organizaciones 
autodenominadas de Derechos Humanos, pero no vinieron; 
fue un acto hasta fraterno, si se quiere, pensando en el 
futuro. Y -repito- ¡las cosas que nos dijeron a través de los 
medios de prensa!, porque no era la reconciliación el obje- 
tivo. El objetivo era el encono, el odio y la revancha. 


El Presidente de la República, entonces, envía el proyec- 
to de ley -que no era otro que el nuestro- al Parlamento, y 
por razones de constitucionalidad, por aquello de que a 
Rentas Generales no le podemos generar un gasto sin 
financiárselo, el que pone el gasto es el Poder Ejecutivo, 
porque el Presidente Vázquez estaba de acuerdo. Pero cuan- 
do llega, acá se rompe la tabla. También sonó algún hueso, 
espiritualmente hablando, que era del Poder Ejecutivo, 
porque fue tal la presión sobre los Legisladores, que ese 
proyecto de ley sigue hoy con una barra de hielo encima. El 
objetivo de esainiciativa era reparar económica, material y 
moralmente a los familiares de todas las víctimas, señor 
Presidente, porque para nosotros, una vez que la persona 
está muerta, merece todo el respeto. 


¡Pero no! El objetivo era otro: era el negocio político de 
los Derechos Humanos, eso sí. Sucedió como con Bulevar 
Artigas, que una mano va para allá y la otra para acá, pero 
en este caso las dos manos iban para el mismo lugar: la 
cancha flechada. Y esto sucedió así. 


Nosotros no vamos a votar, señor Presidente, lo que se 
nos ha repartido, que lleva el nombre del señor Presidente 
de la Asamblea General. Con el mayor respeto, repito, no lo 
vamos a votar porque esta es una cuestión que no debió 
haberse tratado de esta manera. 


A su vez, también decimos que en parte coincidimos y en 
parte no respecto del tema de la no existencia de interés 
personal por parte de la Fiscal. Aquí tengo alguna diferen- 
cia: con respecto al interés personal, es cierto que ella no es 
familiar, no es persona directamente afectada ni tiene un 
familiar desaparecido, pero -¿sabe una cosa?- lo que no 
debió haber pasado en este país es que la Fiscal Guianze 
estuviera en todos estos casos, porque ella no puede 
mantener una equidistancia ni ser imparcial puesto que, 
desde muy joven, tuvo enfrentamientos con aquellos que 
estaban en el Gobierno. Ella le faltó el respeto al Presidente 
de la época, el 18 de mayo de 1969 en el desfile de Las 
Piedras, delante de los escolares y, además, tiene un familiar 
muy directo que fue procesado por integrar una organiza- 
ción subversiva. Eso, lógicamente, impide que se pueda ver 
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objetiva e imparcialmente todos estos casos. Sinceramente, 
señor Presidente, esto no debió haber sucedido y, sin 
embargo, pasó en este país. ¿Por qué? Porque, a nuestro 
juicio, un Fiscal -en este caso una Fiscal-, como un Juez, 
deben tener una prudente distancia de involucramiento. Y 
acá, es involucramiento el de la Fiscal Guianze en todos 
estos asuntos. Esto va más allá del mal ejemplo que dio 
cuando fue víctima del robo de un celular y transó con los 
delincuentes. Sé que mis dichos pueden molestar, pero es 
la realidad y forma parte de lo que rodea al tema de la Ley 
de Caducidad. 


Para terminar, quiero expresar que no vamos a votar el 
documento que lleva el nombre del Presidente de la Asam- 
blea. Además, quiero subrayar que este es un tema político, 
pero no un tema político por lo alto, sino para ganar tiempo 
en año electoral, tratar de distraer la atención de la gente 
de los graves problemas que tiene y extender una cortina de 
humo sobre un asunto que ya es historia. Acá se han dicho 
muchas cosas, pero esto ya forma parte de la historia. 
Ahora, si para algunos es negocio político, se lo van a 
trasmitir no solamente a sus hijos sino también a sus nietos. 
Esto es de no terminar más, pero es lo que tenemos arriba de 
la mesa. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- ¿Me permite una 
interrupción, señor Legislador? 


SEÑOR GARCIA PINTOS.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Le- 
gislador Fernández Huidobro. 


SEÑOR FERNANDEZ HUIDOBRO.- Señor Presidente: 
he solicitado esta interrupción por economía de tiempo. 
Prometo ser breve y cumplir la promesa. 


Me anoto para salvar al idioma de algunas torturas a las 
que viene siendo sometido en Sala desde hace largo rato. 
Me parece que estamos torturando al idioma. 


Acáse habla, por ejemplo, de los subversivos de un lado 
y de los que estaban del otro, de las víctimas de la guerrilla 
y de las víctimas del terrorismo de Estado, de que hubo una 
amnistía para los guerrilleros y otra para los terroristas de 
Estado. Me parece que en el Uruguay, por la edad que 
tenemos, absolutamente todos sabemos que los que estu- 
vieron presos no eran todos guerrilleros, ni mucho menos. 
Macarena no pertenecía a ninguna guerrilla ni organización 
subversiva. Como el señor Presidente sabe, conocí todas 
las cárceles de la época, y en ellas, luego de recorrerlas, vi 
mucha más gente ajena a la guerrilla presa, apaleada, tortu- 
rada, que guerrilleros. ¡Ojalá los hubiera podido reclutar a 
todos para la guerrilla! Hubiéramos ganado. El Senador 
Rubio, ¿era guerrillero? El viejo Héctor Rodríguez, ¿era 
guerrillero? Pero, ¿de qué país estamos hablando? Nibia, 
¿era guerrillera? ¿Era subversiva? La Fiscal Mirtha Guianze, 
en el desfile de Las Piedras en el año 1969, ¿era subversiva? 
¿Y no puede ser Fiscal por eso, porque le faltó el respeto al 
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Presidente? Por esas causas era que iba presa la gente. A 
esa gente la torturaban, la despedazaban, la encapuchaban, 
la mataban. El MLN Tupamaros tiene muchos menos muer- 
tos en Argentina que los GAU -Grupos de Acción Unifica- 
dora-, o que el Partido por la Victoria del Pueblo. Ese fue el 
disparate más grande que se dio acá, porque uno sabía por 
qué estaba preso; no era por ser de la Asociación Cristiana 
de Jóvenes ni porque me habían agarrado circulando a 
contramano en una calle. Pero cuando miraba por las ven- 
tanas del Penal de Libertad, cuando volví a él luego de una 
vuelta de trece años alrededor del país, veía alos dirigentes 
del Partido Comunista con su mameluco, y después los 
compañeros me dijeron que se habían comido flor de tortura 
y flor de cana. ¿Y qué habian hecho? No sé, quizás cometer 
el delito de ser comunistas y de pertenecer a un partido legal 
del Uruguay. Entonces, la amnistía se decretó para reparar 
mínimamente esa tremenda injusticia. A nosotros no nos 
amnistiaron sino que, por esa misma ley, nos reprocesaron 
y debido a las condiciones carcelarias nos contaron tres 
días por uno cumplido. A mí me reprocesó el Tribunal de 
Apelaciones y resulté culpable, pero quedé libre porque 
sobraba tiempo para pagar. Es así que hoy sigo en libertad 
y tengo un crédito de cárcel a mi favor que quizás, si me 
enojo, lo use. 


(Hilaridad) 


Entonces, vamos a poner al idioma en su debido lugar, 
porque si atodos los presos que se amnistiaron los llama- 
mos subversivos, estamos torturando al idioma y a la rea- 
lidad que todo el país conoce. 


Para terminar, aclaro que mi intención era poner el idioma 
en su lugar, porque también lo estaban subvirtiendo. No 
permitamos que todavía esa especie ideológica que preten- 
de prohibir el idioma, subvertirlo y llamar subversivo a 
cualquiera, siga imperando aquí en Sala luego de tantos y 
tantos años. No lo permitamos con nuestro silencio. 


Lamento que el señor Legislador Heber no esté presente 
-destaco que admiro y hasta envidio su fogosidad a veces 
simulada con un gran arte- porque quisiera señalar una 
gaffe que algo le va a costar en la interna de su propio 
partido. Hablando de la pelea que el Partido Nacional dio 
contra la dictadura -como el que más-, dijo que gracias a la 
lucha que se produjo en las elecciones de 1982 las fraccio- 
nes opositoras habían ganado. ¿Opositoras? ¿Y cuál era la 
del gobierno? Quiere decir que en la interna del Partido 
Nacional había una Bancada digamos oficialista, pro dicta- 
dura. Frente a esto, se me pusieron los pelos de punta y me 
quedé pensando: ¡menos mal que estos ganaron, que Heber, 
que era un chiquilín, ganó! ¡Imagine, señor Presidente, qué 
habría sucedido si hubieran perdido! Esta es la razón por la 
que digo que ese reconocimiento le va a costar una sanción. 
Al mismo tiempo, reconoció que una fracción de ese Partido 
del que tanto decía que había luchado contra la dictadura, 
tuvo que desalojar en una peleada elección interna, a las 
fracciones oficialistas prodictadura. Bueno, en el Frente 
Amplio eso no lo tuvimos. 
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Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador García Pintos. 


SEÑOR GARCIA PINTOS.- Luego de escuchar lo último 
que acaba de decir el señor Legislador Fernández Huidobro, 
por supuesto que debo suponer que él no estaba en la Curva 
de Maroñas el 9 de febrero de 1973. Sin embargo, quiero 
recordarle que cuando los mandos militares emitieron los 
Comunicados Nos. 4 y 7, hubo gente de la izquierda 
-Incluida la CNT, porque el PIT todavía no existía- y dirigen- 
tes políticos de primer nivel de varios partidos de izquierda, 
que les hizo la claque. Entonces, como se verá, en todas las 
cacerolas se cuecen chauchas. 


Por otro lado, el señor Legislador dice que había gente 
a la que no conocía y ante esto debo recordar que su 
organización era grande y que además había otras. También 
hubo gente que perdió la vida y que nada tenían que ver. No 
nos vamos a poner a discutir eso, pero nuevamente voy a 
recordarle que aquella humilde limpiadora del bowling no 
era policía femenina y el peón Pascacio Báez no era soldado 
del ejército. Por lo tanto, señor Presidente, seguimos por un 
camino que nos conduce hacia la nada, pero es lo que hay 
sobre la mesa y es lo que la izquierda quiere discutir. Para 
eso estamos hoy aquí, aunque hay una cuestión fundamen- 
tal en todo esto. Si el señor Legislador Fernández Huidobro, 
en aquellos años, hubiera optado por la carrera política en 
lugar de las armas, distintas serían las cosas. Además, debe 
quedar claro que no se enfrentó a una dictadura, porque en 
ese entonces no había. Hoy, alos chiquilines, se les preten- 
de meter en la cabeza que la guerrilla se alzó contra una 
dictadura militar y eso es una absoluta mentira. Ni siquiera 
había un gobierno presidencialista cuando surge la guerri- 
lla, sino que había gobiernos colegiados para que luego, sí, 
con el cambio de la Constitución a través de la reforma 
naranja en 1966, asumiera el General Gestido el 1? de marzo 
de 1967 y, a su muerte, el señor Pacheco Areco. Está claro 
que en esa época no había ninguna dictadura. Entonces, 
señor Presidente, si no hubiéramos tomado los “fierros” 
otro hubiera sido el cantar para el país, y no hubiéramos 
dejado de ser lo que éramos. ¿Sabe qué es lo que preocupa, 
molesta e indigna? Que quienes levantaron las manos con- 
tra otros compatriotas y contra las instituciones, son los 
que hoy se presentan como los ángeles, como las víctimas. 
Y si bien en algún momento les tocó serlo, primero fueron 
victimarios. Insisto, si no hubiera pasado eso en el país, si 
hubiéramos seguido con los domingos de asado, fútbol y la 
discusión política, pero sin romper la cabeza al hermano, el 
Uruguay no hubiera retrocedido todo lo que retrocedió. Esa 
es la realidad que tenemos arriba de la Mesa. 


En definitiva, creo que es bueno lo que ha hecho el señor 
Presidente porque nos permite manifestar estas cosas que, 
de otro modo, es muy difícil expresar. Además, es importan- 
te que esto llegue a la gente joven, que no tiene idea cabal 
de lo que sucedió porque, incluso, en este caso, a contra- 
mano de la historia y de la realidad, quienes iniciaron la 
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guerra y la perdieron política y militarmente, hoy escriben 
la historia. 


Señor Presidente: en virtud de que ningún otro Legisla- 
dor me solicita una interrupción, doy por finalizada mi 
intervención. 


SEÑORA COCCO.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra la señora Legis- 
ladora. 


SEÑORA COCCO.- En realidad, voy a contestar dos 
alusiones, una personal y otra política. 


En primer lugar, debo destacar que gracias a la lucha de 
muchas y muchos hoy estamos en un Estado de Derecho y 
democrático. Entonces, por cortesía parlamentaria, al en- 
contrar esa medalla, consideré que el único que en el Parla- 
mento podría apreciarla era el señor Legislador García Pintos 
y por ese motivo, al comienzo de la sesión, se la obsequié. 
Estoy segura de que si él hubiera encontrado alguna página 
o foto de Vivian Trías, de José Pedro Cardoso o de Emilio 
Frugoni, también hubiera buscado a quien regalarla. Natu- 
ralmente, hubiera tenido un problema porque somos más 
quienes deseamos tener algún recuerdo de esos entraña- 
bles compañeros. 


En segundo término, la alusión política que deseo con- 
testar, es la siguiente. El señor Presidente de la República, 
doctor Tabaré Vázquez, lo que hace al responder a la Supre- 
ma Corte de Justicia es cumplir con la Constitución y la ley, 
dando la opinión jurídica sobre la inconstitucionalidad de 
la ley. Allí no hay ninguna desvergúenza ni contradicción 
con lo que se ha venido haciendo, removiendo las raíces de 
los árboles. En tal sentido, recuerdo que al día siguiente al 
que algunos Legisladores dijeron que las raíces de los 
árboles no se habían removido sino que sólo había soplado 
un vientito, apareció el cadáver del compañero Ubagesner 
Chávez Sosa. No hay contradicción, porque lo que han 
hecho este Gobierno y el Poder Ejecutivo es cumplir a 
cabalidad con el artículo 4” de la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado, que muy prestos la votaron 
el Partido Nacional y el Partido Colorado, pero en ninguno 
de sus Gobiernos fueron capaces de aplicarlo, para saber 
qué pasó con todos y cada uno de nuestros desaparecidos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha llegado a la Mesa una moción 
de orden. Cabe advertir a los señores Legisladores que, 
como toda moción de orden, se pasa a votar directamente, 
pues no admite discusión. 


Léase. 


(Se lee:) 
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SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Visto que la Asamblea General carece de legitimación 
pasiva para decidir sobre las actuaciones referidas, 
mocionamos para que se levante la sesión sin tomar reso- 
lución sobre el tema de fondo, sobre el que sólo tiene 
competencia la Suprema Corte de Justicia. Firman los seño- 
res Legisladores Amorín, Abdala, Machado, Sanguinetti y 
Hackenbruch”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-8en75. Negativa. 


Continuando con la lista de oradores, tiene la palabra el 
señor Legislador Orrico. 


SEÑOR ORRICO..- Señor Presidente: no pensaba inter- 
venir para hacer alusiones políticas en la sesión de hoy, 
pues creía que la discusión tenía que ir por otro lado, es 
decir, el de determinar que había habido un traslado, que 
debía ser contestado y si era correcta la contestación brin- 
dada por el señor Presidente de la Asamblea General. Pero 
acá, en mi opinión, hubo una especie de embestida similar 
a la de la batalla de Tres Árboles, en la que se dijeron cosas, 
aullaron y se fueron; pues bien, voy a contestar sobre 
algunos conceptos, aun en ausencia de los señores Legis- 
ladores. 


En primer lugar, quiero decir que la Asamblea General no 
fue consultada sobre el tema del Impuesto a la Renta y es 
bueno que se sepa que lo que hubo fue -como corresponde 
y una vez dictada la sentencia- una comunicación de la 
Suprema Corte de Justicia al Poder Legislativo en la que se 
anunciaba la decisión que había tomado. Nada más. No 
hubo traslado. Por lo tanto, lo que el señor Legislador 
Gallinal ha dicho, así como lo ha dicho, es mentira; reitero, 
así como lo ha dicho, es mentira. 


En segundo término, ahora parece que quieren tener la 
bandera de la derogación de la Ley. He aprendido en esta 
Casa, hace mucho tiempo, que frecuentemente se padece de 
ignorancia, frecuentemente se padece de mala fe y, frecuen- 
temente también, de una combinación de ambas, que es lo 
que ha pasado aquí. Hay que ser muy ignorante y no saber 
siquiera las materias básicas de Introducción al Derecho o 
Derecho Civil [, para entender que la derogación de una ley 
siempre es hacia el futuro, o sea, la derogación de una ley 
no tiene efecto hacia atrás; y menos las leyes de esta 
naturaleza. Una ley de este tipo produce sus efectos y, en 
consecuencia, dado que sus disposiciones se presumen 
constitucionales hasta que no haya un fallo en contra, en 
este caso, la derogación no tiene ningún valor. 


Puedo llegar a admitir desde el punto de vista político 
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que hubiera sido adecuado que el Parlamento la derogara y 
poder decir que esta afrenta que tenemos en la legisla- 
ción uruguaya no existe más. Pero ello no significa que 
hubiera tenido efectos prácticos con relación al tema en 
discusión. 


Cuando se discutió el Pacto del Club Naval, yo también 
era muy joven, pero participé en las discusiones y entre 
otras cosas planteamos el tema de Wilson. Sin embargo, 
también quiero decir que nosotros tuvimos que ir a las 
elecciones sin Líber Seregni. Tuvimos 5.000 proscriptos en 
las elecciones de 1984, entre ellos, figuras tan importantes 
como la de Rodney Arismendi, el doctor Villar, Jaime Pérez 
y tantos otros nombres relevantes, sobre todo en un país 
que venía de años de dictadura y, en consecuencia, no era 
tan fácil crear nuevos líderes. De manera que esa situación 
la padecimos todos. 


Rechazo enfáticamente ese concepto de que la pacifica- 
ción se logró con la Ley de Amnistía, la Ley de Caducidad 
de la Pretensión Punitiva del Estado y la de Empleados 
Públicos. Eso no tiene nada que ver con nada. También me 
permito mencionar a Hugo Rodríguez -que está presente- o 
a Carlos Terzaghi, que fueron presos por socialistas y nada 
más que por ser tales; o al “manzana” Applebaum, que es un 
amigo de mi familia desde que yo tenía doce años, y cuyo 
único delito fue ser comunista, porque no tenía la menor 
idea de cómo se hacía una honda; es un ser lleno de bondad, 
a quien masacraron por comunista y por judío. Es bueno que 
esto se sepa porque también fueron antisemitas. Insisto: es 
bueno que eso se sepa. Pero no voy a comparar a estos 
compañeros míos y a tantos otros -entre los que se encuen- 
tran personas que no conozco, y que sé que también 
masacraron- con el señor Gavazzo, que vendía niños y 
violaba mujeres. Esto no es así, señor Presidente; esto no 
es comparable. Hay que comparar lo que se puede comparar 
y esto no lo es en absoluto. Mucho menos se puede com- 
parar con la reparación a un funcionario público que, indu- 
dablemente, poco tiene que ver con este tema. Creo que 
estas situaciones se deben aclarar. 


Es más: me parece muy bien que el Partido Nacional esté 
orgulloso de lo que pasó en el Obelisco, pero quiero aclarar 
también que antes hubo otra manifestación, que fue la 
primera de todas. En este caso, quiero agradecer a mi 
compañero el señor Legislador Pintado, que me recordó que 
la consigna de dicho acto, celebrado el 1? de mayo de 1983, 
organizado por los trabajadores del Uruguay -debo aclarar 
que eran trabajadores y trabajadoras porque, de lo contra- 
rio, la señora Legisladora Percovich me va a rezongar- era: 
libertad, salario, trabajo y amnistía. Insisto en que quiero 
dejar estas cosas muy claras porque me parece que hacen 
a esta discusión, por lo menos tal como se han planteado 
aquí. 


En cuanto a nuestro General Seregni, quiero recordar 
que la consigna que lanzó fue: movilización, negociación y 
concertación. Esto hicimos, señor Presidente y, entre otras 
cosas, por eso estamos acá. 
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Más allá de ese tema, debemos decir por qué estamos 
reunidos. El señor Presidente de la Asamblea General recibe 
una comunicación de la Suprema Corte de Justicia -un 
traslado- donde se le informa que una Fiscal ha planteado 
una excepción de inconstitucionalidad y así se lo comunica 
al señor Presidente para que éste, que lo puede hacer por sí, 
lo conteste. El señor Presidente, que es sensible y sabe que 
este no es un tema cualquiera, lo pone en conocimiento de 
la Asamblea General; no contesta por él y dice: señores 
Legisladores ustedes deben opinar sobre este tema. Y, 
¿cuál es el problema? El señor Legislador Gallinal, al referir- 
se a este tema, se dio el lujo de decir -y aclaro que cuando 
le pedí una interrupción, no me la dio y solamente hizo lo 
propio con Legisladores de su Partido- que poco menos 
estábamos presionando al Poder Judicial y que además 
teníamos una concepción tiránica del asunto -o algo por el 
estilo-, claramente no democrática. Eso es lo que quería 
decir. Sin embargo, acá tengo las declaraciones que indican 
que el viernes 20 de febrero de 2009, el doctor Leslie Van 
Rompaey -como todos saben hace 50 años que me honra con 
su amistad, aunque ahora lo cito no por amigo, sino porque 
es integrante de la Suprema Corte de Justicia- ante la pre- 
gunta “¿Cuál es su opinión acerca de que se realice un 
debate en la Asamblea General sobre la ley de caducidad?”, 
contesta: “La Suprema Corte de Justicia le transfirió trasla- 
do para que opinara en relación al recurso presentado y es 
ese Poder el que debe determinar qué respuesta brindará 
ante esa consulta”. El señor Presidente de la Asamblea 
General no fue a la Suprema Corte de Justicia y cuchillo en 
mano dijo: “Mándenme opinar de esto”, sino que fue dicho 
Órgano el que expresó que el Parlamento debía opinar sobre 
el tema. En definitiva, es una actitud que enaltece al señor 
Presidente, ya que en lugar de contestar por sí, contestará 
de acuerdo a lo que acá se decida. 


Por otra parte, el señor Legislador Lara Gilene -que 
tampoco se encuentra y es bastante común que no esté- 
salió a decir que se estaba ocultando el informe de Jurídica 
-cortina de humo; como un ataque al señor Vicepresidente 
de la República- y, ya que están presente tantos periodistas 
en Sala, es bueno que sepa y se traslade que dicho reporte 
se encuentra en el informe que se repartió cuando fuimos 
citados. En la documentación se encuentra el pedido de la 
Fiscal, la vista del Fiscal de Corte, el traslado y el informe 
correspondiente que, a estos efectos, consta de siete 
líneas. Las primeras cuatro líneas refieren a que habría 
fundamento para decir que no hay legitimación pasiva, y las 
otras tres, a que en algún fallo la Suprema Corte de Justicia 
había declarado la constitucionalidad. Así están plantea- 
das las cosas. 


Ahora bien; cuando nos remitimos a la historia de esta 
Ley, es decir, a cómo surgió esta Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado nos damos cuenta que esta 
Ley es la hija del miedo. No hay duda de que esto es así. Y 
esto no lo dice el Representante Orrico. El ex Señor Senador 
Paz Aguirre en su momento dijo que la Suprema Corte de 
Justicia, fallando en la contienda de competencias plantea- 
da sobre cual debe ser la sede en que se analicen o juzguen 
estos hechos -se está refiriendo a los delitos de tortura y 
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demás- ha dictado ya la sentencia y continuará haciéndolo 
sobre esa base en los días próximos. Esto refiere a que es 
competente la Justicia Penal Ordinaria. Por su parte, las 
Fuerzas Armadas han declarado que, más allá de la sujeción 
que hoy sienten hacia la Constitución y la Ley, por todos 
aquellos actos cumplidos por oficiales en el pasado, no 
aceptan el juzgamiento por la vía de los Juzgados Penales 
Ordinarios. En Uruguay se había debatido cuáles eran los 
Juzgados competentes en este tipo de delitos y la Suprema 
Corte de Justicia comenzó a emitir fallos en los que se decía 
que era competente la Justicia Ordinaria con lo cual puso 
su potestad al servicio de las más caras tradiciones nacio- 
nales por cuanto el artículo 19 del proyecto de Constitución 
artiguista de 1813 estableció que ningún habitante de esa 
provincia gozaría de fuero militar. Insisto, esto lo decía el 
artiguismo; se fue continuando y los grandes doctrinos de 
la época, tales como Martínez Moreno y otros, no tuvieron 
dudas de que esto era así. Eso se estaba dando y los 
señores dijeron que no iban air o, por lo menos, así lo explica 
el doctor Enrique Tarigo cuando dice que es evidente que 
hay una decisión de esas que se van formando, una decisión 
tácita que está manifiesta en el pensamiento de las Fuerzas 
Armadas de no concurrir a prestar declaración, sus inte- 
grantes, ante los Jueces de la Justicia Penal Ordinaria. Esto 
aparece muy bien reflejado en la intervención del entonces 
Senador García Costa quien dice claramente que se va a 
alterar el orden institucional de este país y una franja de la 
Constitución va a caer, nada menos que aquella que dice 
que el Poder Judicial tiene las potestades que le pertenecen 
para juzgar las actitudes y la vida de los ciudadanos de este 
país. Y así puedo seguir recordando intervenciones muy 
interesantes. Es más, el señor Legislador Michelini citaba 
las palabras pronunciadas por el ex señor Legislador 
Zumarán que resultaban muy claras. En su fallo discorde, el 
doctor Nicoliello manifiesta que la inconstitucionalidad de 
esta ley es tan grande que los propios individuos que la 
votaron dicen que es inconstitucional. Entonces, vamos a 
detenernos un minuto. Como soy político, puedo admitir los 
pactos para salir de una situación de hecho, pero lo que no 
puedo entender es que alguien diga que esta ley, integrada 
hoy al orden constitucional uruguayo, es armónica con la 
Constitución porque no lo es; directamente no lo es. 


Lo que se acordó en el Club Naval fue lo que se dijo. 
Desafío a quien quiera a leer las versiones taquigráficas de 
aquellas noches -de viernes a domingo de diciembre- para 
ver si alguien dijo que esto no se iba a castigar. En absoluto; 
eso no existió. Incluso personas como José Pedro Cardoso 
y otros que estuvieron en la negociación lo dijeron expre- 
samente. Pero hay un elemento que es muy importante. Se 
documentó en forma muy extensa en la discusión parlamen- 
taria que la ley se sancionaba para posibilitar que no se 
cumpliera con el artículo 253 de la Constitución, vale decir, 
con la disposición que establece la jurisdicción ordinaria, 
o sea que la Justicia pertenece a la Suprema Corte de 
Justicia y a los Juzgados y no al Poder Ejecutivo. Eso es lo 
que expresamente se dijo esa noche. Esta es la mayor prueba 
de inconstitucionalidad que puede haber. Además, la ley 
-en una cuestión que sería graciosa si no fuera tan trágica- 
serefiere ala lógica de los hechos. En primer lugar, la lógica 
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de los hechos no es fuente de Derecho -no existe ninguna 
fuente de Derecho que se llame de esa manera-, pero aún 
teniéndola en cuenta, posteriormente fue mal interpretada 
y no tengo ningún inconveniente en decir que fue hecho 
adrede. Voy a decir por qué sostengo esto. Yo me puedo recibir 
de alma podrida -miren que no lo soy- y admitir que se torture 
a este señor porque tiene conocimientos militares, para lograr 
que cante y así ahorrarme una cantidad de vidas y, además, 
destrozar la organización. Ahora bien, quiero saber en la lógica 
de qué hechos está que se violen mujeres, se roben niños 
y se mate a mujeres indefensas. Para eso no existe lógica de 
los hechos. Eso lo hace un reverendo alma podrida y punto; 
no hay otra cosa para decir. Después veremos en qué tipo 
de delito lo incluimos, pero ya sabemos que es delictivo. 
Entonces, reitero que no hay tal lógica de los hechos. 


Por otra parte, el artículo 3% mereció algunos comenta- 
rios que es bueno comentar acá. Aclaro que este artículo es 
el que dice que tendrá que ir al Poder Ejecutivo para que este 
decida si se puede proseguir o no. Cuando uno analiza la 
discusión de esta ley se encuentra con algo muy original: no 
hay ningún tipo de discusión jurídica. Nadie discute técni- 
camente la ley; nadie la defiende desde el punto de vista 
jurídico, a pesar de que en aquellas Cámaras había muchos 
más abogados que ahora y algunos de muy buen nivel, 
como los doctores Tarigo, García Costa o tantos otros. En 
esa oportunidad se dijo: “Hoy no hay discusión técnica 
sobre este proyecto. ¡Pobre proyecto si la hubiera! ¡Pobre 
iniciativa si aquí nos manejáramos con los fundamentos 
constitucionales y viéramos cómo cruje la Carta Magna con 
esto que se pretende transformar en ley!” Cruje la Carta 
Magna porque la van a violar. ¿Quién dijo esto? Y amandú 
Fau en momentos en que era discutida la Ley de Caducidad 
que hoy está a consideración aquí. Entonces, no tengamos 
ninguna duda de que la Constitución crujió. 


A su vez, quiero destacar la intervención del señor 
Senador Gargano en aquella sesión, porque creo que fue el 
que hizo la síntesis más clara de lo que estaba pasando. Él 
dijo: “En el artículo 3%, después de referirse a las excepcio- 
nes” (...) “se traslada la facultad de juzgar al Poder Ejecu- 
tivo, en una disposición groseramente inconstitucional” 
(...) “porque la determinación de si corresponde o no iniciar 
un proceso judicial, es decir, la verificación de si determi- 
nadas conductas quedan o no abarcadas por las normas 
penales, es labor estricta y típicamente jurisdiccional y no 
administrativa, y dicha función constitucional está estable- 
cida en el artículo 233 de la Constitución, que dispone que 
eso le compete a la Suprema Corte de Justicia, alos Tribu- 
nales y a los Juzgados”. 


Quiero decir que esta ley viola groseramente la separa- 
ción de Poderes o la división de Poderes, según la termino- 
logía que se quiera usar. Si quiero iniciar una acción cual- 
quiera -supongamos un divorcio-, no puede ser que tenga 
que consultar al Poder Ejecutivo para ver si me autoriza a 
iniciar la acción. Si hago una denuncia penal, ¿cómo puede 
ser que el Juez deba consultar al Poder Ejecutivo sobre si va 
a prosperar la acción? Esto no es así; claramente esta es una 
cuestión únicamente del Poder Judicial. 
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Acá se ha dicho que esto es una amnistía pero, con los 
debidos respetos, me parece disparatado afirmar algo así. 
La amnistía es un instituto consagrado en la Constitución 
y es una palabra que proviene del latín “amnestia” y éste del 
griego “amnestía”, que significa olvido, perdón. Esto sig- 
nifica que “amnistía” se refiere al delito y lo perdona. Ese es 
el concepto de amnistía. Sin embargo, esta ley dice que 
caduca la pretensión punitiva; no se mete con el delito. 
Simplemente dice que no se puede accionar. Son dos cosas 
diferentes y, por lo tanto, me parece que es un disparate 
calificar esto como una ley de amnistía. 


SEÑOR SALSAMENDI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor Legislador? 


SEÑOR ORRICO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Le- 
gislador Salsamendi. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Voy a ser lo más breve posible, 
señor Presidente; simplemente quiero reafirmar algunos de 
los planteos que se hicieron. 


En primer lugar, es un hecho que hoy, desde la oposi- 
ción, se planteó un debate con la Suprema Corte de Justicia. 
La oposición eligió discutir con la Suprema Corte de Justi- 
cla. Aquí se ha señalado que lo que la Suprema Corte de 
Justicia hizo está mal, y naturalmente que es una posición 
que se puede sostener, pero también merecemos un poco de 
respeto quienes entendemos que la Suprema Corte de Jus- 
ticia, en un tema jurídico, puede tener razón. Me parece que 
lo mínimo es que se nos conceda la posibilidad de que 
algunos consideremos que la Suprema Corte de Justicia de 
este país algo entiende de Derecho y sobre los trámites que 
tiene que darle a un caso determinado. Más aún: se presentó 
una moción que señala que el Ministerio Público y Fiscal no 
tenía legitimación. De manera que desde el Parlamento se 
está diciendo: “Señores de la Suprema Corte de Justicia, 
ustedes debieron rechazar la presentación realizada por el 
Ministerio Público y Fiscal”, es decir, por la doctora Guianze, 
por aquello que en 1969 -no sabemos qué fue- le hizo al 
señor Presidente en ejercicio en ese momento. Esto es lo que 
se está planteando aquí. Entonces, ¿se está defendiendo la 
independencia del Poder Judicial? Creo que, en realidad, lo 
que se nos está diciendo es que no discutamos sobre esto 
porque si alguno llega a decir que le parece que la ley es 
inconstitucional, está presionando al Poder Judicial. Ahora 
bien, para decir eso, se argumenta largamente que la ley es 
constitucional. De manera que se está haciendo un jueguito 
demasiado obvio. 


También se nos señaló por parte de un señor Legislador 
-que ocupa el cargo de Senador- que aceptaban todo tipo de 
debate y que lo iban a dar, tras lo cual se batieron en retirada 
y no tuvimos la oportunidad de dar ese debate con el que 
-diría- se nos amenazó o cuya posibilidad se nos ofreció. 
Lamentablemente, no pudo darse, sencillamente porque 
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quien lo planteó originalmente luego optó por el camino de 
retirarse de Sala. 


En definitiva, todo parece indicar que no se trata de que 
se hayan cambiado posiciones jurídicas, etcétera, porque 
está claro que este Parlamento no está declarando que la ley 
es constitucional ni inconstitucional. Lo que han cambiado 
son los hechos. Si se vuelve a decir, como se dijo, que la 
finalidad de la aprobación de la Ley de Caducidad era lograr 
terminar con el debate en el país, la demostración clara de 
que no se lo logró está palmariamente constituida en el día 
de hoy. Y no es un problema de lo que elijamos nosotros ni 
de lo que resolvamos. Es absolutamente evidente -lo han 
dicho todos los compañeros- que aquí no se va a aprobar 
una resolución que diga si la ley es constitucional o incons- 
titucional. Lo único que esta Asamblea General le dice a la 
Suprema Corte de Justicia, ante una requisitoria de su parte, 
es que no tenemos absolutamente nada que objetar al 
procedimiento que se viene siguiendo y, por tanto, enten- 
demos que el mismo debe proseguir hasta lograr que la 
misma se expida. Es tan simple como esto lo que estamos 
planteando. 


Creo que el Presidente de la Asamblea General actuó con 
toda corrección, como ya se ha señalado. 


En realidad, se han planteado aspectos muy laterales al 
debate que, obviamente, nos gustaría continuar analizando 
pero, en honor al tiempo de todos, finalizamos ahora nuestra 
intervención. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador Orrico. 


SEÑOR PINTADO.- Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR PINTADO.- Mociono en el sentido de que se 
prorrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presen- 
tada 


(Se vota:) 
-68en 71. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Legislador Orrico. 


SEÑORA LOPEZ.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Legislador? 


SEÑOR ORRICO.- Con mucho gusto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir la señora Le- 
gisladora López. 


SEÑORA LOPEZ.-Obviamente, miintervención iba a ser 
mucho más extensa, pero ahora será lo más sintética posible 
dado que me he sentido representada por las expresiones de 
mis compañeras y compañeros que, por supuesto, tienen 
mucha más experiencia que yo en estas lides. Dado que mi 
pasaje por aquí es esporádico, apelo a la generosidad de los 
compañeros para poder expresarme en una instancia que 
-reconozco- es histórica. Esta aberración jurídica que esta- 
mos tratando hoy tiene algo que me ha interesado mucho 
desde el punto de vista profesional, pues se puede observar 
una gran creatividad lingiística y semántica. El Legislador 
Fernández Huidobro decía que se está cambiando el idioma 
y es cierto ya que han cambiado los símbolos, los significa- 
dos y los significantes de las palabras. Por ejemplo, la 
expresión “pretensión punitiva del Estado” es un manto de 
cobertura para la palabra “impunidad”, que tiene un conte- 
nido mucho más fuerte y más grave. También me podría 
referir a la lógica de los hechos inserta en el marco jurídico, 
que de lógica no tiene nada. 


Pero, concretamente, me voy a referir a lo que para mí 
sería un adelanto de la fundamentación de mi voto. En el día 
de hoy la Asamblea General tomó conocimiento de la res- 
puesta que su Presidente dará a la Suprema Corte de Justi- 
cia, a solicitud de ella. Por ese motivo, no creemos que esto 
sea una presión sobre la Suprema Corte de Justicia, que es 
la que debe expedirse. A nuestro Parlamento se le notificó 
de la demanda, por lo que, a nuestro entender, debe respon- 
der. Creo que corresponde que el Parlamento se expida, 
porque -tal como siempre lo hemos sostenido- pensamos 
que la ley viola una serie de artículos de la Constitución que 
afectan la igualdad de las personas. Esto no quita que se 
pueda haber encarcelado en este Período de Gobierno, 
mediante la aplicación de ese artículo 4”, a violadores de 
derechos humanos como Bordaberry, el “Goyo” Alvarez y 
otros asesinos. Insisto en que esto ha sido utilizado en este 
Gobierno. Estos son temas ante los cuales los representan- 
tes de la ciudadanía no deben dejar de dar su opinión y por 
eso estamos aquí en este momento. 


También entendemos que la verdad no admite ninguna 
transacción; no cambiamos verdad por años de pena. 


A su vez, pensamos que la discusión a nivel parlamen- 
tario no violenta la independencia del Poder Judicial. En 
esta oportunidad, tal como indica el artículo 259 de la 
Constitución de la República, el fallo de la Suprema Corte de 
Justicia se referiría exclusivamente al caso concreto y sólo 
tendría efectos sobre los procedimientos que se hubieran 
pronunciado. 


En ese marco es que nuestro Presidente da una respues- 
ta adecuada en el ejercicio de sus potestades pero, no obstan- 
te, ha convocado a esta Asamblea General -como decían 
otros compañeros- en una actitud que respetamos y admi- 
ramos y, por supuesto, vamos a apoyar esta declaración. 
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Más allá de esto, a nuestro juicio los Legisladores 
debemos seguir afirmando la inconstitucionalidad de esta 
ley como forma de preservar, en nuestro ordenamiento 
jurídico, la coherencia con nuestros principios constitucio- 
nales. Obviamente, por una decisión simbólica recuperaría- 
mos la dignidad nacional que esta ley ofende. Asimismo, 
vamos a continuar -¡y cómo!- con la recolección de firmas 
para que la ciudadanía, diecinueve años más tarde, pueda 
expresarse esta vez por la verdad. ¿Por qué hacerlo hoy y no 
antes? Porque hoy las cosas son diferentes y estamos en un 
contexto de democracia plena, sin aquellos fantasmas que 
se agitaron para trasmitir al pueblo uruguayo el temor a la 
posibilidad de un quiebre institucional que volviera areite- 
rar los cruentos hechos que ensangrentaron a nuestra 
sociedad. Esas heridas, señor Presidente, todavía están 
abiertas; hay hijos que quieren saber dónde están los 
cuerpos de sus padres y madres que quieren saber dónde 
están sus hijos. Por lo tanto, para llegar a esa verdad 
necesitamos de la Justicia a fin de cerrar esas heridas y 
poder vivir en una paz, esta vez sí, auténtica. La Justicia, 
entonces, habría cumplido con sus objetivos primordiales: 
defender los derechos humanos y velar por la igualdad de 
los ciudadanos y las ciudadanas ante la ley. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador Orrico. 


SEÑOR LORIER.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Legislador? 


SEÑOR ORRICO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR LORIER.- Señor Presidente: queremos señalar 
nuestro total apoyo a la decisión que ha tomado el señor 
Presidente de la Asamblea General, porque entendemos que 
va en la misma línea que el Poder Ejecutivo de nuestro 
Gobierno frenteamplista y de la aplicación -a la que nos 
comprometimos- del artículo 4% de nuestro Programa de 
Gobierno, que ha permitido lograr una innumerable canti- 
dad de avances en materia de derechos humanos, de verdad 
y de justicia en este país. 


Además, entendemos que este debate es eminentemente 
político -¡cómo no! - porque también permite emocionalmente 
traer a este recinto la figura de Nibia Sabalsagaray, una 
“canarita” que vino de Nueva Helvecia, que era hija de un 
obrero y que fue presa por pintar “¡Abajo la dictadura en 
este país!”, mientras los militares fascistas -que algunos 
defienden- amparaban la liquidación de todos los sindica- 
tos, protegían a los Peirano y resguardaban la mayor tras- 
lación de ingresos que se haya conocido en toda la historia 
del país. Pero estos señores que defienden a los militares 
fascistas y ala dictadura, también deberían recordar que ese 
no fue un fenómeno pura y exclusivamente uruguayo, por- 
que hubo todo un operativo “Cono Sur” que llenó a los 
países de dictaduras de esa naturaleza. Esto tampoco fue 
algo pura y exclusivamente del Cono Sur, sino que también 
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tuvo que ver -se pueden consultar las actas que ahora están 
siendo públicas- el Departamento de Estado con una polí- 
tica continental de dominación liderada por los Kissinger y 
los Reagan en este continente. Entonces, nunca hemos 
confundido, cuando se habla de cuatro y siete y de tantas 
otras cosas, a los militares legalistas, los verdaderos mili- 
tares patriotas -comenzando por Artigas-, con los fascistas 
que hicieron el trabajo sucio de los grandes grupos econó- 
micos, como los Peirano, para que se llenaran de guita, de 
riqueza y empobrecieran cada vez más a nuestro país. Pero 
además, entendemos que este debate es importante porque 
permite traer a la ciudadanía el hecho político más grande y 
trascendente que se está desarrollando en nuestros días. 
Concretamente, me refiero a que ya tenemos 210.000 firmas 
para anular la Ley de Caducidad. Esto es algo que también 
tenemos que decir, porque constituye un hecho político 
muy importante. ¡Hay que recoger 210.000 firmas! ¡Hay que 
trillar para llegar a eso! ¡Hay que organizarse! Eso es apelar 
a la movilización popular; eso es apelar a nuestra gente para 
que luego, en octubre, se defina acerca de la anulación o no 
de esta ley. Esto nos reafirma que aquí entra aire fresco, el 
alre de ese pueblo que el domingo próximo va a salir a hacer 
otra gran patriada de recolección para llegar a las 250.000 
firmas y el otro domingo -sepámoslo ya- volverá a recorrer 
todo el país para alcanzar las 300.000 firmas que necesita- 
mos para asegurarnos de que, efectivamente, se produzca 
este referendo. Estas cosas son las importantes y las que 
están pasando en este país. De todos los lugares vienen 
esas firmas y de todos los lugares surgen estas cuestiones. 
No debemos olvidar que este debate -como bien se dijo- es 
eminentemente político y tiene que ver con el futuro. Hay 
decenas y centenares de militares que quieren desligarse, 
salir de una buena vez del contagio de los Gavazzo, del 
contagio de tanta y tanta porquería y asesino, y quedar 
frente a la sociedad como lo que son: hombres dignos que 
se vieron envueltos en una verdadera vorágine de fascismo 
y criminalización por estos señores. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador Orrico. 


SEÑOR IBARRA.- ¿Me permite una interrupción, señor 
Legislador? 


SEÑOR ORRICO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor Le- 
gislador Ibarra. 


SEÑOR IBARRA.- Señor Presidente: hemos aceptado 
intervenir brevemente, por un lado, debido a la hora y, por 
otro, porque las Bancadas de Legisladores del Partido 
Colorado y del Partido Nacional se han retirado de Sala, en 
bloque, y quedan presentes las del Frente Amplio y del 
Partido Independiente. 


Consideramos que la moción presentada de aprobar la 
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conducta asumida en este tema por el señor Presidente de 
la Asamblea General, compañero Rodolfo Nin Novoa, es la 
correcta y, por supuesto, la vamos a votar. Por su parte, 
rechazamos enfáticamente algunos epítetos que se han 
dicho en Sala, en definitiva, agravios contra el señor Presi- 
dente de la República, doctor Tabaré Vázquez, que, sin 
ninguna duda -si tomamos como referencia la situación 
dada a partir de la dictadura-, de los Presidentes de las 
últimas décadas es el que ha tenido más dignidad, mayor 
sensibilidad y disposición para esclarecer la violación de 
los derechos humanos. En ese sentido, es bueno recordar 
que más allá de la aplicación de la Ley de Caducidad de la 
Pretensión Punitiva del Estado -que no aplicó ningún otro 
Presidente a partir de 1985-, se logró, a pesar de las dudas 
que existían en algún sector de la población, entrar a los 
cuarteles, encontrar cuerpos de entrañables compañeros 
-como el de Fernando Miranda y de Ubagesner Chávez 
Sosa- pasar a la Justicia determinados temas que referían a 
la tortura, a la muerte y a los desaparecidos -incluida la 
desaparición de niños-, y originar detenciones 
importantísimas, donde la Justicia actuó libremente. Tal es 
el caso del ex dictador Bordaberry, de Gregorio Alvarez, de 
Gavazzo, etcétera. Esta es una de las cosas que ha hecho el 
señor Presidente de la República sobre este tema. Por esa 
razón, rechazamos categóricamente algunos calificativos 
de desvergiienza. Por el contrario, quien ha tenido más 
vergilenza y ha defendido a ultranza de los derechos huma- 
nos ha sido el actual Presidente, doctor Tabaré Vázquez. 


En lo que se refiere al tema de las movilizaciones, del que 
habló antes algún Legislador del Partido Nacional, ¡si habrá 
hecho movilizaciones el pueblo uruguayo, compuesto por 
los trabajadores, por los estudiantes y por los profesiona- 
les! Tan así fue, que pagó con la vida de muchos de esos 
jóvenes por esas brillantes movilizaciones que realizó la 
FEUU en la clandestinidad, los estudiantes, la ASCEEP- 
FEUU, por supuesto, con el apoyo permanente de la fuerza 
política Frente Amplio. Por algo fueron asesinados Líber 
Arce, Susana Pintos, Hugo de los Santos, Medina, Peré y, 
por supuesto, Nibia Sabalsagaray, de quien tenemos aquí 
-de esto hemos hablado en algunos comités de base- todo 
lo que ella ha significado en su corta trayectoria, que fue 
truncada repentinamente a los 24 años de edad, un 24 de 
junio de 1974. Era, realmente, una joven con un gran 
emprendimiento, con una gran voluntad, una estudiante 
que se había recibido como profesora de Literatura en el 
Instituto de Profesores Artigas. 


Por supuesto, también tenemos aquí una autopsia psico- 
lógica realizada hace muy poco tiempo a solicitud del Ins- 
tituto Técnico Forense, que indica que se trataba de una 
joven vital, pujante, optimista, expresiva y sociable y que, 
además, tenía características personales claramente distan- 
tes a la forma de ser capaz de albergar una predisposición 
suicida, que es lo que, en definitiva, dictaminó la autopsia 
oficial de la dictadura cívico-militar en aquellos momentos. 


Entonces, señor Presidente, nosotros reivindicamos la 
tarea realizada por este Gobierno, por el Presidente de la 
República, así como también la lucha del pueblo uruguayo 
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en la defensa de los derechos humanos y la búsqueda del 
esclarecimiento y la verdad en torno a ese tema. Por supues- 
to que tenemos un recuerdo muy grato de Nibia por toda su 
trayectoria que, de alguna manera, pinta con claridad la 
escritora y artista plástica Tatiana Oroño cuando, ante su 
muerte, dice: “Ha muerto detenida. Ha muerto torturada. Ha 
muerto sostenida por vértebras macizas de silencio por 
radicales cadenas solidarias". 


Esto fue Nibia y estamos en el camino correcto, señor 
Presidente, y lo acompañamos realmente alborozados por 
su decisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor Legis- 
lador Orrico. 


SEÑOR ORRICO.- Voy aredondear mi exposición dicien- 
do que acá hubo un traslado de la Suprema Corte de Justicia 
y una contestación por parte del Presidente de la Asamblea 
General y que, asimismo, esta deberá tomar una decisión 
sobre la conducta asumida por su Presidente. Nosotros -los 
integrantes de la Bancada del Frente Amplio- hemos pre- 
sentado una moción que está en la Mesa y que voy a leer: 
“La Asamblea General, habiendo tomado conocimiento de 
lo actuado por su Presidencia en lo referente a la evacuación 
del traslado conferido por auto N* 78 de la Suprema Corte de 
Justicia, del 6 de febrero de 2009, en autos: “Sabalsagaray 
Curuchet, Blanca Stela - Denuncia - Excepción de 
Inconstitucionalidad - Art. 1,3 y 4 de la Ley 15.848”, (Ficha 
97-397/2004), declara: 


Que aprueba la conducta asumida en este tema por el 
Presidente de la Asamblea General, Sr. Rodolfo Nin Novoa, 
y hace suya la respuesta elaborada a la requisitoria plantea- 
da, de acuerdo al escrito que se adjunta”. 


En definitiva, señor Presidente, usted cuenta con nues- 
tro apoyo y queda muy claro que quien va a decidir sobre 
la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la Ley 
N” 15.848 es el Poder Judicial de este país, donde se respe- 
tan las libertades y la separación de Poderes. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Finalizando con la lista de orado- 
res, tiene la palabra el señor Legislador Cánepa. 


SEÑOR CANEPA.- Señor Presidente: vamos a ser relati- 
vamente breves porque hubo algunas consideraciones que, 
más allá de estar presente en Sala solo la Bancada de 
Gobierno, no queremos dejar pasar. 


En primer lugar, los aspectos jurídicos -no menores- por 
los cuales el señor Presidente citó a esta Asamblea General, 
no sólo fueron expuestos por él, sino también por los 
señores Legisladores Roballo, Orrico y algún otro repre- 
sentante de la Bancada, quienes dejan meridianamente cla- 
ro que es la propia Suprema Corte de Justicia la que traslada 
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este expediente y solicita una opinión del Parlamento Na- 
cional. A su vez, haciendo uso de sus facultades, el señor 
Presidente de la Asamblea General cita a este Cuerpo, que 
es el órgano soberano por excelencia del Poder Legislativo, 
para ver si respalda -o no- lo actuado por él en un caso tan 
particular como el que estamos hablando. Pero ese no es el 
tema de fondo, porque hoy aquí la oposición ha utilizado 
argumentos por momentos de carácter jurídico y por mo- 
mentos de carácter político, porque, en realidad, la falta de 
argumentos y la pobreza con la cual se ha querido desviar 
el tema central del debate, ha sido enorme. 


Quiero subrayar que nosotros nunca adherimos a la 
teoría de los dos demonios diciendo que aquí hubo una 
especie de guerra civil y que por lo tanto hay que darle 
solución a un bando y al otro. Y no lo hicimos no solamente 
porque no es la verdad histórica, sino porque hay un hecho 
de fondo, conceptual, filosófico: no hay peor terrorismo 
que el de Estado, que es el terrorismo utilizado por aquellos 
que en una sociedad tienen el monopolio del uso de la fuerza 
de manera legítima. Por lo tanto, dicho monopolio usado 
para violar sistemáticamente los derechos humanos es la 
peor forma del terrorismo. Esto no lo dice solamente este 
Legislador, esta Bancada o este Gobierno; lo dicen las Nacio- 
nes Unidas y todos los estudios internacionales más avanza- 
dos que se han hecho sobre los derechos humanos, porque el 
terrorismo de Estado no sólo lo sufrió Uruguay y esta región, 
sino que lamentablemente lo sigue sufriendo toda la huma- 
nidad, ya que está presente en varios países y situaciones. 


No quiero dejar de contestar algunas alusiones sutiles 
que se han realizado y que no son solo del pasado, sino que 
marcan la cancha hacia el futuro próximo. Algún señor 
Legislador de la oposición ha dicho que lamentaba que el 
Poder Ejecutivo hubiera cambiado su posición sobre el 
tema, en este caso con referencia a Nibia Sabalsagaray. Es 
falso, no es así y lo quiero dejar bien claro. El Poder 
Ejecutivo debe cumplir la ley tal como está porque no es él 
quien decide si es inconstitucional o no. Todos los aquí 
presentes lo hemos dicho hasta el cansancio y, sin embar- 
go, en la declaración del Partido Nacional figura como si 
ninguno lo supiera cuando, en realidad, cualquiera de 
nosotros lo sabe. Además, es bueno que la ciudadanía 
tenga conocimiento de ello: en nuestro sistema jurídico, 
solamente le compete en materia originaria y exclusiva a la 
Suprema Corte de Justicia declarar inconstitucional una ley 
para un solo caso. Por lo tanto, cuando es consultado por 
una ley, el Poder Ejecutivo no tiene otra cosa que hacer que 
cumplir con lo que ella dictamina. Por otra parte, cuando el 
Poder Ejecutivo es consultado por la Suprema Corte de Justicia 
sobre cuál es su opinión respecto de la constitucionalidad, ahí 
sí, por primera vez, este Poder Ejecutivo da su opinión a través 
de un allanamiento a la pretensión de la señora Fiscal, de 
inconstitucionalidad por vía de la excepción. Por lo tanto, 
no hay ninguna confusión ni contradicción. 


Ahora bien, se utiliza de manera inteligente pero aviesa, 
señor Presidente, un dato inexacto. No es cierto que esta 
Suprema Corte de Justicia, con esta composición o con una 
mayoría que se mantiene -y aclaro esto porque las compo- 
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siciones varían y pueden cambiar la votación-, en un caso 
hubiera declarado constitucional la Ley de Caducidad. Digo 
esto porque el caso que se citó, sin nombrarlo, es el caso 
Gelman y sobre éste la Corte no opinó con respecto al fondo 
del asunto en materia constitucional, sino que dijo que no 
podía entrar al fondo del asunto porque la mayoría entendía 
que la oportunidad procesal para discutirlo había precluido 
porque era un caso cerrado. Esto es sustancialmente dife- 
rente y es importante que se aclare. Acá no hay mayoría de 
ninguna Corte que haya sostenido la constitucionalidad de 
la ley; ahora deberá fallar sobre ella y, en este caso, nos 
atendremos a lo que diga. Pero no se puede confundir y 
hablar de mayorías que no existen. No se puede citar con un 
tonito tranquilo y dando cátedra, sabiendo que es inexacto 
lo que se dice. No voy a pretender decir que esa persona 
-que algunos admiran porque supuestamente sabe mucho- 
se equivoca, voy a decir que no se cita de manera equivo- 
cada, sino con la intención de marcar, muy sutilmente, una 
posición que la Suprema Corte de Justicia no tiene -ya que 
no la conocemos- y, cuando la conozcamos, la respetare- 
mos. Las instituciones no se fortalecen haciendo grandes 
discursos, sino actuando en consecuencia. 


Por otro lado y considerando algunos hechos hacia el 
futuro, debemos decir que nos preocupa la grandilocuencia 
de algunas declaraciones que por tanto repetir ciertos te- 
mas terminarán vaciando las instituciones. No se puede arrogar 
permanentemente el derecho de decir que algunos son los únicos 
que defienden las instituciones y el país y tampoco se puede 
impedir el ejercicio de un derecho legítimo de la Asamblea 
General. No solamente no puede hacerse porque la Consti- 
tución de la República establece que allí indirectamente 
radica la soberanía de la Nación, sino que tampoco se puede 
intentar vaciar el debate retirándose de Sala. No se puede 
aceptar que se diga que no se rehuye el debate y que luego 
se levanten y no quieran escuchar otras razones. 


Quiero destacar que esta Casa es el lugar más legítimo 
para desarrollar los debates porque todos sabemos -los que 
todavía vivían, los que ya habían nacido y los que nacieron 
después- que el momento que se señaló como inicio de la 
dictadura fue cuando esta Casa se cerró, el 27 de junio de 
1973. Entonces, habla mucho de este Parlamento y de esta 
Casa el saber que esa referencia no fue la toma de la Casa 
de Gobierno, el bombardeo, como sucedió en Chile, o la 
toma de la Casa Rosada en Argentina; aquí la democracia 
dejó de funcionar el día que esta Casa se cerró. Y conside- 
ramos que también deja de funcionar cuando la gente no da 
la cara, no participa de un debate que es necesario, no dice 
su verdad y no se queda para escuchar la verdad del otro. 
Asi no se construye la democracia, creyendo que la verdad 
está encerrada en un puño y que con lo que uno piensa es 
suficiente para construir un país. 


Considero que es imposible agregar algo más a este 
tema, luego de lo expresado por el señor Legislador Michelini. 
No solamente realizó un discurso brillante por lo concep- 
tual, por el contenido y por lo emotivo, sino también por la 
verdad que transmitía. Esperaba una actitud que demostra- 
ra el interés por escuchar en profundidad el mensaje, en el 


ASAMBLEA GENERAL 


25 de febrero de 2009 


sentido de que más allá de discutir nuestro pasado reciente 
-sobre el que vaya si podemos debatir-, esta era una opor- 
tunidad para reconocer que la realidad cambió y que se hace 
necesario tener la capacidad de escuchar el momento de la 
historia que estamos viviendo. El señor Legislador Michelini 
decía que este es un momento de justicia, y yo lo quiero 
ratificar: ha llegado el momento de la justicia. 


Para terminar, quiero recordar una anécdota que relaté 
en el 2006, cuando esta Asamblea General se reunió para 
rendir homenaje a Héctor Gutiérrez Ruiz y a Zelmar Michelini; 
voy a reiterarla porque para mí es muy importante, aunque 
obviamente no la viví, pero me la contaron sus actores. 
Luego de iniciada la dictadura en el Uruguay, un dirigente 
de la 99, que acompañaba a Zelmar Michelini -era una de 
esas personas que, aunque provenía del Partido Colorado, 
acompañaba su liderazgo, más allá de las posiciones que se 
habían tomado en la creación del Frente Amplio- y que vivía 
en un pueblito perdido del interior de la República, como no 
tenía ningún contacto con ninguna orgánica, viajó a Bue- 
nos Aires para hablar con él. Fue así que se acercó al Hotel 
Liberty, como lo hicieron tantos otros uruguayos integran- 
tes de distintas fuerzas políticas que iban a conversar con 
él, y le preguntó: “¿Qué hacemos ahora?” Aclaro que esto 
sucedió entre los años 1975 y 1976, obviamente antes del 20 
de mayo. Este hombre recordaba que Zelmar le dijo: “Ahora, 
mucha paciencia y mucha memoria”. Quiero decir ahora que 
en esa trilogía indisoluble para nosotros, como es la verdad, 
la memoria y la justicia, ¡vaya si hemos tenido paciencia! 
También hemos tenido mucha memoria; estamos conocien- 
do la verdad, y es hora de dejar que la Justicia se construya 
definitivamente. Si bien ya comenzó a construirse en los 
últimos años, esta es la última piedra que queda para que 
definitivamente esa justicia sea una realidad. En ese mo- 
mento, con verdad, con memoria y con justicia, podremos 
decir que es la oportunidad de seguir avanzando, pero con 
cada cosa en su lugar. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese lectura a la parte sustancial 
de la respuesta que el Presidente y, en este caso, la Asam- 
blea General del Poder Legislativo, va a trasladar a la Supre- 
ma Corte de Justicia. 


(Se lee:) 


SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Que evacuando el traslado conferido por auto N* 78 
del 6 de febrero de 2009, vienen a allanarse a la pretensión 
de declaración de inconstitucionalidad por vía de excepción 
planteada por el Ministerio Público y Fiscal, a los artículos 
1,3 y 4 de la Ley N” 15.848 de 22 de diciembre de 1986. 


Por lo expuesto a la Suprema Corte de Justicia SOLICI- 
TAN: 


1.-Seles tenga por presentado, constituido el domicilio 
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y evacuado el traslado. 2.- Se tenga presente el allanamiento 
del Poder Legislativo a la excepción interpuesta”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Léanse las mociones que han 
llegado a la Mesa. 


(Se leen:) 
SEÑOR SECRETARIO (Arq. Hugo Rodríguez Filippini).- 


“Ante el traslado de excepción de inconstitucionalidad, 
cursado por la Suprema Corte de Justicia al Poder Legisla- 
tivo, la Asamblea General resuelve comunicar a la misma, 
que carece de legitimación pasiva para opinar acerca de la 
inconstitucionalidad de los artículos 1%, 3% y 4%, de la Ley 
N? 15.848, de 22 de diciembre de 1986”. Firma el señor 
Legislador Iván Posada. 


“La Asamblea General, habiendo tomado conocimiento 
de lo actuado por su Presidencia en lo referente a la evacua- 
ción del traslado conferido por auto N* 78 de la Suprema 
Corte de Justicia, del 6 de febrero de 2009, en autos: 
“Sabalsagaray Curuchet, Blanca Stela - Denuncia - Excep- 
ción de inconstitucionalidad - Art. 1,3y4 dela Ley 15.848”, 
(Ficha 97-397/2004), declara: 


Que aprueba la conducta asumida en este tema por el 
Presidente de la Asamblea General, Sr. Rodolfo Nin Novoa, y 
hace suya la respuesta elaborada a la requisitoria planteada, de 
acuerdo al escrito que se adjunta”. Firman los señores Legis- 
ladores Pintado, Cánepa, Astori, Blasina, Gamou, Vaillant, 
Pérez, Gargano, Lorier, Ibarra, Baráibar, Michelini, Roballo, 
Ríos, Passada, Ortuño, Topolansky, Percovich y Charlone. 


“En contestación al traslado de la excepción de 
inconstitucionalidad conferido, la Asamblea General re- 
suelve manifestar la falta de Legitimación Pasiva del Poder 
Legislativo en dicha causa y señala asimismo la falta de 
Legitimación Activa del Ministerio Público demandante, en 
virtud de que carece de interés personal para accionar la 
inconstitucionalidad como lo exigen los preceptos de la Ley 
15.848 de 22 de diciembre de 1986, particularmente en sus 
artículos 1*, 3” y 4%”. Firma el señor Legislador García Pintos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sino se hace uso de la palabra, 
se va a votar la primera de las mociones presentadas. 


(Se vota:) 
-1en71. Negativa. 


SEÑOR POSADA.- Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Legis- 
lador. 


SEÑOR POSADA .- Señor Presidente: hemos presentado 
una moción de resolución acorde a lo que ha sido la respues- 
ta que se dio en todos y cada uno de los casos en que la 
Suprema Corte de Justicia pidió la opinión del Poder Legislativo 
en relación a una acción o recurso de inconstitucionalidad. 
Tal como está establecido en el texto de la moción que acaba 
de ser votada negativamente, la respuesta del Poder Legislati- 
vo fue que no tenía legitimación pasiva. Insisto, así se actuó en 
todos y cada uno de los casos en que la Suprema Corte de 
Justicia lo consultó respecto de la eventual inconstitucio- 
nalidad de una ley. Hoy se ha cambiado ese criterio. 


Creo, señor Presidente, que la verdad y la memoria son 
indispensables en la reconciliación, pero, en cualquier caso, 
la reconciliación de los uruguayos, la efectiva justicia, 
requiere del compromiso de todos de respetar el Estado de 
Derecho. Si no somos capaces nosotros mismos de respetar 
y hacer respetar el Estado de Derecho, estaremos actuando 
en contra de las instituciones democráticas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sinose hace uso de la palabra, 
se va a votar la segunda de las mociones presentadas ante 
la Mesa. 

(Se vota:) 


-69en 71. Afirmativa. 


En tanto la tercera moción es similar a la primera, la Mesa 
considera que no tendría objeto someterla a votación. 


6) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.-No habiendo más asuntos que 
considerar, se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 16 y 9 minutos.) 
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